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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Bitar Chacra, Sergio
—Calderón Aránguiz, Rolando
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Cooper Valencia, Alberto
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Errázuriz Talavera, Francisco Javier
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Frei Ruiz-Tagle, Carmen
—Gazmuri Mujica, Jaime
—Hamilton Depassier, Juan
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Horvath Kiss, Antonio
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Lagos Cosgrove, Julio
—Larraín Fernández, Hernán
—Larre Asenjo, Enrique

—Lavandero Illanes, Jorge

—Letelier Bobadilla, Carlos

—Martin Díaz, Ricardo

—Matta Aragay, Manuel Antonio

—Mc-Intyre Mendoza, Ronald

—Muñoz Barra, Roberto

—Núñez Muñoz, Ricardo

—Ominami Pascual, Carlos

—Otero Lathrop, Miguel

—Páez Verdugo, Sergio

—Piñera Echenique, Sebastián

—Prat Alemparte, Francisco

—Romero Pizarro, Sergio

—Ruiz De Giorgio, José

—Ruiz-Esquide Jara, Mariano

—Siebert Held, Bruno

—Sinclair Oyaneder, Santiago

—Sule Candía, Anselmo

—Thayer Arteaga, William

—Urenda Zegers, Beltrán

—Valdés Subercaseaux, Gabriel

—Zaldívar Larraín, Adolfo

—Zaldívar Larraín, Andrés



Concurrieron, además, los señores Ministros de Justicia, del Trabajo y Previsión Social, y los señores Subsecretario de Hacienda, Director del Servicio de Impuestos Internos, Superintendente de Bancos y el Intendente de Bancos.



Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor Carlos Hoffmann Contreras.

II. APERTURA DE LA SESIÓN


—Se abrió la sesión a las 11:3, en presencia de 42 señores Senadores.

El señor VALDES (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACION DE ACTAS
El señor VALDES (Presidente).— Se da por aprobada el acta de la sesión 15a, ordinaria, en 10 de noviembre del año recién pasado, que no ha sido observada. 



El acta de la sesión 21a, ordinaria, en su parte secreta, en 23 de noviembre del mismo año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA
El señor VALDES (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor HOFFMANN (Prosecretario subrogante).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que ha otorgado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.— Proyecto de acuerdo que aprueba el Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en materia de Defensa entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Malasia, suscrito en la ciudad de Kuala Lumpur, el 26 de noviembre de 1993. 



—Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2.— Proyecto de ley que modifica diversas normas de la ley N° 19.229, que facultó al Ministerio de Bienes Nacionales para suscribir, en representación del Fisco, los actos que señala, en favor de los deudores hipotecarios de la ex Asociación Nacional de Ahorros y Préstamos. 



—Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



3.— Proyecto que modifica el artículo 48 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de permitir actividades de procesamiento en la extracción de recursos bentónicos. 



—Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Con el último comunica que ha rechazado algunas de las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece normas especiales para la enajenación de los bienes comunes provenientes de la reforma agraria, a la vez que designa a los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta a que se refiere el artículo 68 de la Constitución Política. (Con urgencia calificada de "Simple"). 



—Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Agricultura para que integren la aludida Comisión.


De diversos señores Ministros de Estado, Subsecretarios, Jefes de Servicio y otras autoridades, con los que dan respuesta a sendos oficios enviados en nombre del Senador señor Errázuriz, referidos a la cantidad exacta de personal a contrata que se desempeña en las reparticiones de sus respectivas dependencias, con indicación del promedio de las remuneraciones que percibe el citado personal.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Arturo Frei, relacionado con la exigencia que se hace a los aspirantes a las Escuelas Matrices de las Fuerzas Armadas en orden a pertenecer a una familia de intachables antecedentes morales.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantuarias relativo a la evolución de la inversión extranjera por regiones, con indicación de los montos anuales, actividades o rubros en que se ha invertido, y su país de origen.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Núñez, acerca del régimen carcelario a que están afectos los presos políticos recluidos en recintos dependientes de esa Dirección.



—Quedan a disposición de los señores Senadores.


Del Grupo Interparlamentario Binacional Chileno-Francés, con el que comunica que, en lo que corresponde al Senado, el citado Grupo ha quedado integrado por los Senadores señores Arturo Alessandri Besa, Sergio Bitar Chacra, Antonio Horvath Kiss, Enrique Larre Asenjo, Carlos Letelier Bobadilla, Carlos Ominami Pascual, Mariano Ruiz-Esquide Jara, habiéndose designado como Presidente al Honorable señor Sergio Romero Pizarro.



Del Grupo Interparlamentario Binacional Chileno-Boliviano, con el que hace presente que, en lo que corresponde al Senado, el citado Grupo ha quedado integrado por los Senadores señora Carmen Frei Ruiz-Tagle y señores Arturo Alessandri Besa, Jaime Gazmuri Mujica, Julio Lagos Cosgrove, Miguel Otero Lathrop, Beltrán Urenda Zegers, habiéndose designado como Presidente al Honorable señor Sergio Bitar Chacra.



—Se toma conocimiento.

Informes



Uno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y otro de la de Hacienda, ambos recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejoramiento de remuneraciones del Poder Judicial. (Con urgencia calificada de "Suma").


Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre trasplante de órganos. 



—Quedan para tabla.
Moción



Del Senador señor Errázuriz, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 34, 38,49, 57, 77, 81, 84, 85, 87 y 93 de la Carta Fundamental, estableciendo como causal de cesación en el cargo de las autoridades que se mencionan la circunstancia de incurrir en el consumo comprobado de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas. 



—Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Solicitud



De don José David Gómez Montoya, con la que pide la rehabilitación de la ciudadanía. 



—Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Ha llegado en este momento a la Mesa un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República con el que comunica que ha retirado la urgencia que antes hizo presente para el despacho del proyecto de ley sobre prórroga del plazo del artículo 9° de la ley N° 18.698, modificado por el artículo 4° transitorio de la ley N° 19.260.

El señor VALDES (Presidente).— Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

La señora FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, ¿podría aclararme a qué se refieren esos artículos?

El señor VALDES (Presidente).— Hago presente a la Sala que de ahora en adelante no se dará cuenta de lo que no esté escrito, porque no corresponde que se aluda a documentos que desconoce la Mesa y respecto de los cuales se informa de manera desordenada.

El señor HOFFMANN (Prosecretario subrogante).— El texto llegó a las 10:45.

El señor VALDES (Presidente).— Vale decir, ingresó tarde y no fue conocido por la Mesa.



No se puede dar cuenta de ningún documento que no esté en conocimiento de la Mesa.



Así queda acordado.



Terminada la Cuenta.



Voy a suspender la sesión para celebrar una reunión de Comités —solicitada por varios de ellos— con el objeto de estudiar los asuntos de tabla, ya que hay varios proyectos con urgencia calificada de "Suma" o de "Discusión Inmediata" y queremos racionalizar el trabajo dándoles un curso ordenado.

AUTORIZACION A COMISION DE HACIENDA PARA SESIONAR 

SIMULTANEAMENTE CON LA SALA

El señor ZALD1VAR (don Andrés).— Señor Presidente, pido a la Mesa recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda funcionar simultáneamente con ella a fin de evacuar los informes de dos proyectos con "Discusión Inmediata": el relativo a la aplicación de los reavalúos de bienes raíces no agrícolas, que comenzó a conocer a primera hora de la mañana, y el atinente a la capitalización de dividendos en los bancos con obligación subordinada. Ambas iniciativas deben quedar listas para ser despachadas por el Senado esta tarde.

El señor LARRE.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRE.— Respecto del planteamiento formulado por el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, creo que sería conveniente que ese órgano técnico reanudara de inmediato el estudio de los proyectos indicados. Pero el ideal sería que tuviéramos los informes en la sesión de la mañana.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Conforme: pero tendrían que ser informes orales.

El señor VALDES (Presidente).— Si les parece a Sus Señorías, se autorizará a la Comisión de Hacienda para sesionar paralelamente con la Sala y entregar informes verbales de las iniciativas mencionadas.



Acordado.



Advierto que esta autorización es sin perjuicio de que los integrantes de esa Comisión concurran al Hemiciclo en las votaciones de normas con quórum especial.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— No hay problema.

)---------------((

El señor OTERO.— Pido la palabra.

El señor VALDES (Presidente).— La tiene, Su Señoría.

El señor OTERO.— Señor Presidente, en estos momentos la Cámara de Diputados se encuentra analizando el informe de la Comisión Mixta que contiene el acuerdo alcanzado anoche en lo relativo al proyecto sobre construcción de un recinto penitenciario especial.



Solicito que una vez recibido aquí el oficio pertinente se agregue a la Cuenta de esta sesión, para que pueda ser conocido por la Sala.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, entiendo que la petición del Senador señor Otero es que el informe se trate apenas llegue el oficio de la Cámara Baja. Me parece que eso deben resolverlo los Comités en la reunión a que está citando la Mesa.

El señor VALDES (Presidente).— En efecto.,



Se suspende la sesión para efectuar una reunión de Comités.

)---------------(



—Se suspendió a las 11:12.



—Se reanudó a las 12:26.

)---------------(

El señor VALDES (Presidente).— Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITES
El señor VALDES (Presidente).— Los Comités resolvieron despachar, en el siguiente orden, los asuntos que indican: el proyecto sobre mejoramiento de rentas del Poder Judicial; el proyecto que pone término al proceso de liquidación de fondos externos denominado "Fondo de Desarrollo Social de Trabajadores Gráficos de Chile"; las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto que establece plantas de personal de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales y modifica el decreto N° 60-18.834, del Ministerio del Interior; el proyecto que concede beneficios tributarios a los contribuyentes que efectúen donaciones a la Fundación Alberto Hurtado, y modifica la Ley N° 18.899; y el proyecto de acuerdo que aprueba el "Acuerdo de Cooperación sobre la Lucha Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y la Criminalidad", suscrito con el Estado de Israel en Jerusalén, en 1993.



Además, acordaron despachar los tres proyectos con urgencia calificada de "Discusión Inmediata": el que deroga el inciso cuarto del artículo 10 de la ley N° 18.401, sobre capitalización de dividendos en los bancos con obligación subordinada, con informe de la Comisión de Hacienda; el que establece modalidad de aplicación de los reavalúos de bienes raíces que indica y modifica las leyes N°s 19.000, 19.034 y 19.339, con informes de las Comisiones de Gobierno, Regionalización y Descentralización y de Hacienda; y el que modifica disposiciones legales del Código de Justicia Militar, del Código de Procedimiento Penal y de la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, que analizó anoche la Comisión Mixta y que en estos momentos discute la Cámara de Diputados.

V. ORDEN DEL DÍA
MEJORAMIENTO DE RENTAS DE PERSONAL DE PODER JUDICIAL
El señor VALDES (Presidente).— Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre mejoramiento de rentas del Poder Judicial, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de "Suma".


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 35a, en 17 de enero de 1995.

Informes de Comisión:

Constitución, sesión 39a, en 19 de enero de 1995.

Hacienda, sesión 39a, en 19 de enero de 1995.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El proyecto en debate fue iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. A su respecto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento dejó constancia en su informe de los antecedentes de derecho y de hecho que le sirven de fundamento. Asimismo, hizo presente que sus normas fueron aprobadas en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Diez, Fernández, Hamilton, Larraín y Sule. Y, en consecuencia, propone aprobarlas en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda también lo acogió por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Errázuriz, Lavandero, Ominami, Piñera y Andrés Zaldívar. Además, deja constancia de que se encuentra debidamente financiado, y entrega un detalle de los costos que tendría por escalafón, haciendo referencia al del Personal Superior, de Asistentes Sociales y del Personal de Empleados.



En definitiva, la Comisión propone aprobarlo en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución.

El señor VALDES (Presidente).— En discusión general.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.

El señor LARRE.— De acuerdo, señor Presidente.



—Se aprueba el proyecto en general, y también en particular, por no haber sido objeto de indicaciones,
LIQUIDACION DE FONDO DE DESARROLLO SOCIAL 

DE TRABAJADORES GRAFICOS
El señor VALDES (Presidente).— Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, originado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que pone término al proceso de liquidación de fondos externos denominado "Fondo de Desarrollo Social de Trabajadores Gráficos de Chile", con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



El acuerdo de Comités fue votar la iniciativa sin debate, porque ya ha tenido una larga discusión.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 8a, en 25 de octubre de 1994.

Informes de Comisión:

Trabajo, sesión 16a, en 15 de noviembre de 1994.

Trabajo (segundo), sesión 36a, en 17 de enero de 1995.

Discusión:

Sesión 24a en 6 de diciembre de 1994 (se aprueba en general).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, de lo siguiente: artículos que no fueron objeto de indicaciones: todos los artículos fueron objeto de indicaciones; artículos modificados como consecuencia de indicaciones aprobadas: no hay; artículos que sólo han sido objeto de indicaciones rechazadas: 3° y 4°, las que podrán ser renovadas con las firmas reglamentarías o por el Ejecutivo, en su caso; indicaciones aprobadas: 3; indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay; indicaciones rechazadas: 4, 5, 6, 7, 8, 9,10 y 11; indicaciones retiradas: no hay, e indicaciones declaradas inadmisibles: 1, 2 y 12.



En definitiva, la Comisión propone aprobar la modificación que consiste en sustituir el inciso primero del artículo 2° por el siguiente: "Artículo, 2°.— Los bienes que actualmente integran el patrimonio del Fondo de Desarrollo Social de Trabajadores Gráficos de Chile, en el estado que se encuentran, serán traspasados en dominio a la o las organizaciones gremiales o sindicales del sector gráfico que indique el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado, a fin de que otorguen beneficios sociales a los trabajadores del señalado sector. La o las entidades beneficiarías se harán cargo de los bienes con las obligaciones que pesen sobre ellos a la fecha del traspaso.".



La indicación N°3 fue la única acogida por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y lo fue por unanimidad de sus miembros, Senadores señores Calderón (Presidente), Prat, Ruiz De Giorgio, Thayer y Urenda.



No hay indicaciones renovadas.

El señor OTERO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO.— Señor Presidente, votaré en contra de la iniciativa por considerarla inconstitucional, en conformidad a las razones que formulé en la discusión general.

El señor CALDERON.— Pido la palabra, señor Presidente, para aclararle algo al señor Senador.

El señor VALDES (Presidente).— Puede usarla, Su Señoría.

El señor CALDERON.— El espíritu de la indicación del Senador señor Otero es el mismo que tiene la norma que aprobó la Comisión. No veo por qué vota en contra si ambas son de igual tenor.

El señor VALDES (Presidente).— En votación.



—(Durante la votación).
El señor CALDERON.— Señor Presidente, la intención de la iniciativa es que los recursos continúen siendo sociales, y es la misma de la organización patronal del sector gráfico, que también está de acuerdo. Incluso, existe su compromiso de que el día de mañana se extienda el Fondo, de manera que aporten a él.



Por consiguiente, desde todos los ángulos, lo obrado por la Comisión resulta muy positivo, dado el ánimo de los trabajadores y de los empresarios.



Voto que sí.

La señora FELIU.— Señor Presidente, cuando se discutió en general el proyecto hice presente que, a mi juicio, sus disposiciones eran inconstitucionales. Deseo reiterarlo señalando que la Superintendencia de Seguridad Social, en su oportunidad, dictó una resolución en virtud de la cual tienen derecho a los fondos provenientes de la liquidación del Fondo de Desarrollo Social de Trabajadores Gráficos de Chile, por mandato de la ley, los trabajadores que al 6 de junio de 1979 se encontraban prestando servicio en empresas gráficas, por los cuales se cotizaba o debió cotizarse a los fondos hasta el 21 de mayo de 1980, y los trabajadores que a esta última fecha fueren beneficiarios del Fondo disuelto. Esto significa que, de acuerdo con la ley, el producto de la liquidación cedía en beneficio de personas naturales, y sólo se les puede privar de este derecho en virtud de una ley de expropiación y pagándoseles la correspondiente indemnización. El mandato de una disposición legal no puede extenderse de manera de privar a estas personas de tales derechos y de entregárselos a otras diferentes de las beneficiarías.



Por esa razón, en mi concepto, el proyecto es inconstitucional.



Asimismo, deseo protestar formalmente, señor Presidente, porque presenté varias indicaciones para modificar el sistema que se proponía. Sin embargo, todas fueron declaradas inadmisibles, por ser inconciliables con la iniciativa. Para los miembros de la Comisión que así obraron, cualquier indicación que vaya en contra de lo que propone el Presidente de la República es inadmisible. La verdad es que el alcance que se atribuye a los artículos 24 y 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional es absolutamente absurdo.



Protesto por ello. No insistiré más en la materia; pero pido que quede constancia de que este proyecto es inconstitucional, porque afecta la garantía de las personas beneficiarías del Fondo.



Voto en contra.

El señor OTERO.— Señor Presidente, cuando se discutió en general el proyecto, di las razones por las cuales estimaba inconstitucional, violatorio del derecho de propiedad y expropiatorio de derechos de trabajadores.



No he cambiado de opinión.



Hice indicaciones al proyecto en atención a que se había aprobado la idea de legislar. Incluso una de ellas era precisamente para establecer que todavía existían los derechos de ciertos trabajadores, los que podrían considerarse excluidos por la forma en que estaba redactada la norma. Pero esto no altera mi manera de pensar: se trata de una iniciativa absolutamente inconstitucional y violatoria del derecho de propiedad.



Por lo tanto, voto que no.

El señor ROMERO.— Señor Presidente, me abstengo, porque tengo dudas sobre la constitucionalidad del proyecto.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, estamos aprobando un proyecto que representa la voluntad de los trabajadores gráficos y que surgió como respuesta a pedido de sus organizaciones, las que no sólo representan a quienes hoy día laboran en esa área, sino también a los que lo hicieron en el pasado.



Quiero dejar constancia de que este tipo de legislación recoge una práctica muy larga en la historia legislativa chilena: todos los beneficios sociales que emanan de los convenios colectivos no constituyen derechos individuales que puedan ejercerse en contra del resto de los trabajadores, sino que se impetran colectivamente y forman parte del patrimonio del conjunto de los trabajadores. Y siendo beneficios sociales, no pueden demandarse en forma individual.



Desgraciadamente, disposiciones legales posteriores a las que ordenaron la liquidación del Fondo podrían interpretarse como que este derecho colectivo podría ser ejercido individualmente. Sin embargo, según el espíritu de la legislación laboral —tradicional en la historia chilena—, los derechos de los trabajadores deben ser asumidos en conjunto. Por lo tanto, creo que el proyecto no es inconstitucional y es, además, una respuesta a la petición de los propios trabajadores gráficos.



Por consiguiente, voto a favor.

El señor THAYER.— Señor Presidente, fundamentaré brevemente mi voto.



Apoyaré este proyecto, por estimarlo justo y netamente constitucional.



El asunto es complejo, porque evidentemente, al existir fondos de carácter social, constituidos por aportes de empleadores y trabajadores, suprimidos por norma de la ley N° 18.018, se creó una situación bastante difícil al tener que decidir qué hacer con ellos, y cómo liquidarlos. En su oportunidad, esto motivó una reclamación de parte de los empleadores, la cual fue resuelta finalmente por la Corte Suprema, que aceptó los términos de la normativa impugnada y, por consiguiente, el proceso conforme al cual se estaba llevando adelante la liquidación. No obstante, la Superintendencia de Seguridad Social llegó a la situación de no poder seguir administrándola, por resultarle muy difícil la determinación de la entrega de los fondos respectivos. Y, posteriormente, tanto empleadores como trabajadores quisieron volver a la situación primitiva que había originado el aporte.



Conviene detenerse en este punto, porque es clave: nadie hizo nunca un aporte al Fondo con el objeto de que fuera repartido económicamente después. Se hizo para cumplir una finalidad social entre los trabajadores del gremio.



Ahora, existía la posibilidad de que el Gobierno entregara la administración de estos fondos solamente a los trabajadores. Pero ello no fue aceptado por los empleadores, quienes, al participar en el debate de la Comisión de Trabajo, manifestaron su apoyo a una solución como la que se buscó, que permite entregar el Fondo a la administración bipartita de empleadores y trabajadores, a fin de seguir dándole la destinación original. Ello, sin perjuicio de que todos aquellos que pensaran que tenían derechos comprometidos por la anterior liquidación los reclamaran dentro del plazo establecido en la propia ley en proyecto.



Por tales razones, señor Presidente, considero que estamos ante un proyecto justo, legal, y que debe ser aprobado por el Senado; por consiguiente, voto que sí.

El señor URENDA.— Señor Presidente, hago mías las palabras expresadas por el señor Senador que acaba de intervenir. Quisiera sólo agregar dos elementos.



Al volver la iniciativa a Comisión, pudimos constatar que existía un criterio muy homogéneo y coincidente entre los representantes de los trabajadores y de los empleadores en orden a aprovechar los remanentes que pudieran quedar para constituir, o reconstituir, un fondo que cumpla fines sociales, posibilidad que se ha procurado facilitar con la modificación introducida al artículo 2°.



Por otro lado, en cuanto a los reparos constitucionales, quiero dejar expresa constancia de que en el proyecto se establece claramente que los bienes en cuestión se transfieren con las obligaciones que pesan sobre ellos a la fecha del traspaso. Se ha agregado, sí, en el artículo 4° —que, por lo demás, en su parte fundamental corresponde al texto aprobado por la Cámara de Diputados—, un plazo de caducidad, porque existe clara voluntad de los trabajadores en orden a no hacer valer este derecho individual. Para solucionar el problema se establece, pues, dicho plazo, que, a mi criterio, no es inconstitucional.



Por tanto, si hay coincidencia de pareceres entre Gobierno, trabajadores y empresarios, y se contemplan normas que resguardan el riesgo de inconstitucionalidad, creo que el camino adecuado es aprobar el proyecto.



Voto que sí.



—Se aprueba en particular el proyecto (33 votos contra 3 y 1 abstención).


Votaron por la afirmativa, los señores Alessandri, Bitar, Calderón, Cooper, Díaz, Fernández, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Hormazábal, Horvath, Huerta, Lagos, Larraín, Larre, Letelier, Martin, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Páez, Prat, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Sule, Thayer, Urenda, Valdés y Zaldívar (don Adolfo).



Votaron por la negativa, los señores Feliú, Mc-Intyre y Otero.



Se abstuvo, el señor Romero.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro del Trabajo subrogante.

El señor PEREZ (Ministro del Trabajo subrogante).— Señor Presidente, deseo expresar el agradecimiento del Ejecutivo por la aprobación del proyecto y, al mismo tiempo, señalar que el Ministerio comparte ampliamente el informe de la Comisión de Trabajo, sobre todo porque reafirma, como fundamento institucional de esta propuesta, un derecho social contenido claramente en el artículo 259 del Código del Trabajo, como, por lo demás, se explícita en el Mensaje.



Asimismo, creemos que el objetivo central de la iniciativa —cual es, permitir la reconstitución del Fondo de Desarrollo Social de este grupo de trabajadores— se cumple con amplitud, por cuanto las partes directamente involucradas se han comprometido a ello. La garantía es que el Presidente de la República podrá disponer, finalmente, cuál será el destino de este patrimonio sindical. 



Muchas gracias.

PLANTAS DE PERSONAL DE GOBIERNOS REGIONALES. VETO

El señor VALDES (Presidente).— Corresponde ocuparse en las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que establece las plantas de personal de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales, y modifica el decreto con fuerza de ley N° 60-18.834, del Ministerio del Interior. Cuentan con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 4a, en 13 de octubre de 1993.

Observaciones en segundo trámite, sesión 26a, en 13 de diciembre de 1994.

Informes de Comisión:

Gobierno, sesión 8a, en 19 de abril de 1994.

Hacienda, sesión 8a, en 19 de abril de 1994.

Gobierno (segundo), sesión 16a, en 2 de agosto de 1994.

Hacienda (segundo), sesión 16a, en 2 de agosto de 1994.

Gobierno (segundo nuevo), sesión 26a, en 30 de agosto de 1994.

Gobierno (observaciones), sesión 33a, en 10 de enero de 1995.

Discusión:

Sesiones 9a, en 20 de abril de 1994 (se aprueba en general); 17a, en 3 de agosto de 1994 (queda para segunda discusión); 19a, en 9 de agosto de 1994 (vuelve a Comisión para nuevo segundo informe); 32a, en 8 de septiembre de 1994 (queda pendiente la discusión); 33ª, en 13 de septiembre de 1994 (se despacha en particular); 34ª, en 11 de enero de 1995 (queda para segunda discusión).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Las observaciones se encuentran en segundo trámite constitucional. Según consta en el oficio N° 412, la Cámara de Diputados ya las aprobó.



Yendo al detalle de lo que ocurrió en la Comisión técnica del Senado, cabe señalar que la observación N° 1 se aprobó por 3 votos contra 1 —se pronunciaron favorablemente los Senadores señora Carmen Frei y señores Huerta y Larraín, y, en contra, el Honorable señor Ríos—; que la N° 2 se acogió por unanimidad; que la N° 3, que sustituye el artículo tercero transitorio, fue rechazada con el voto de mayoría de los Senadores señores Huerta, Larraín y Ríos y el de minoría de la Honorable señora Carmen Frei, y se acordó insistir en el texto aprobado por el Congreso, y, finalmente, que la N° 4 se aprobó con el voto favorable de los Senadores señora Carmen Frei y señor Ríos, la abstención del Honorable señor Huerta y el voto en contra del Senador señor Larraín.



O sea, prácticamente todas las observaciones fueron aprobadas; unas, por unanimidad, otras, por mayoría. Fue rechazada, como dije, la número 3, que proponía la sustitución del artículo 3° transitorio.



En resumen, la Comisión propone aprobar las observaciones números 1, 2 y 4 —las números 1 y 4 fueron aprobadas por mayoría, y la número 2, por unanimidad—, y rechazar la observación número 3.

El señor VALDES (Presidente).— En discusión las observaciones. Advierto que deben votarse separadamente porque tienen votaciones distintas, según el informe.



Ofrezco la palabra.

El señor LARRE.— ¿Me permite, señor Presidente?



Me parece que, de acuerdo con lo estipulado en los Comités, procedería aprobar el informe.

La señora FREI (doña Carmen).— Sí, pero con excepción de la observación número 3, respecto de la cual pido votación.

La señora  FELIU.— Votación separada.

El señor VALDES (Presidente).— Es decir, la Honorable señora Frei sugiere aprobar el informe en lo relativo a las observaciones números 1, 2 y 4; y votar solamente la número 3.

El señor HORMAZABAL.— Perdón, señor Presidente, quiero pedir una aclaración.

La señora  FELIU.— ¿Alguna de estas normas requiere quórum especial?

El señor VALDES (Presidente).— No son de quórum calificado, señora Senadora.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, necesitamos establecer un procedimiento. Entiendo que éste es un veto del Ejecutivo, y, por ello, debe votarse íntegramente, no en forma separada.



Por favor, veamos el informe y analicemos el tema.



Me gustaría que la Mesa pudiera ilustrarnos al respecto. Por lo demás, me parece que en el mismo informe se indica el procedimiento de votación de las observaciones.

La señora  FREI (doña Carmen).— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

La señora  FREI (doña Carmen).— Pedí votar separadamente la observación que sustituye el artículo 3° transitorio, la cual fui la única en aprobar en la Comisión.



Lamento que no se encuentre presente el señor Ministro Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, quien debía explicar el problema que produciría el rechazo de la observación. Debo recordar que el personal administrativo que será traspasado a las Intendencias pertenecía a la Corporación de Fomento de la Producción, a la que el rechazo del nuevo artículo 3° transitorio provocaría graves problemas administrativos y de funcionamiento.



No sé, en realidad, cómo es el procedimiento, porque, si se vota en conjunto el veto, esa situación no podrá ser resuelta.

El señor VALDES (Presidente).— El artículo 35 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional permite superar el problema pues dispone que, si el Presidente de la República separa sus observaciones en letras o números —como sucede ahora—, cada texto así diferenciado será considerado como una sola observación.



En consecuencia, si el Ejecutivo las reparó, podemos votarlas independientemente.

El señor URENDA.— Señor Presidente, el inciso cuarto del artículo 70 de la Constitución se refiere a la posibilidad de votar separadamente.

El señor VALDES (Presidente).— Si es así, se aprobaría el informe, salvo en lo relativo a la sustitución del artículo 3° transitorio.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, la Comisión rechazó el veto. Yo estoy por respaldarlo y, en consecuencia, pido que se vote, porque, al tenor de las normas que se han citado, una observación puede ser rechazada y, para insistir, se requieren los votos de los dos tercios de la respectiva Corporación.



A mi juicio, los argumentos del Ejecutivo justifican la presentación del veto. Por lo tanto, quiero votar a favor de éste y no del informe, que propone su rechazo.

El señor VALDES (Presidente).— El informe de la Comisión sólo propone rechazar la observación número 3, que es la que se someterá a votación.

La señora  FREI (doña Carmen).— Eso es precisamente lo que estaba solicitando, porque esa observación persigue resolver la situación a que me referí denantes; su rechazo causaría graves dificultades administrativas a CORFO, parte de cuyo personal es traspasado a las Intendencias.



Por eso, pido aprobar esa parte del veto presidencial, y rechazar el voto de mayoría de la Comisión de Gobierno.

La señora  FELIU.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— Puede usar de ella Su Señoría.

La señora  FELIU.— Señor Presidente, el problema de que se trata es el siguiente.



El personal de la Corporación de Fomento se rige por el Estatuto Administrativo; son funcionarios públicos. Y en virtud de un proyecto de ley ya aprobado —sobre el cual no han recaído observaciones— se autoriza la disminución de la planta de ese personal en determinado número de cargos. Luego, la planta será menor que la vigente.



Cabe recordar que, de acuerdo con el artículo 9° del DFL N° 211, Ley Orgánica de la CORFO, ésta cuenta con una facultad extraordinaria que le permite contratar personal regido por el Código del Trabajo. Pero la ley dispone también que a éste en ningún caso le serán aplicables las normas legales o reglamentarias referentes a los funcionarios de esa Corporación, salvo que una ley o reglamento lo establezca expresamente; y consigna una limitación en cuanto a la cantidad de recursos que se pueden comprometer en esa contratación, la cual no podrá exceder de 10 por ciento del ítem destinado a sueldos del personal de planta. En consecuencia, como se reduce el personal de planta, disminuye también el valor sobre él cual se calcula el 10 por ciento.



Pienso que el veto podría estimarse parcialmente conveniente en cuanto establece una excepción durante el año 1995, pero considero que ello debió ser previsto en la Ley de Presupuestos. Cuando en el Senado se trató el proyecto sobre plantas de los gobiernos regionales, se discutió este tema. Y quedó claramente establecido que este caso específico no debía quedar en la ley —que es un parámetro fijo— porque, naturalmente, contratar empleados que se regirán por las normas del Código del Trabajo constituye algo excepcional, que no tiene por qué estar sometido a una regla que hoy día va a ser comparativamente mucho más alta de lo que era en él pasado, porque la planta disminuye. Pero esto —como dije— debería verse anualmente en la Ley de Presupuestos. Desgraciadamente, ésta no contempló para 1995 una norma de excepción, debido a que hay un personal que viene desde el año 1994 y que continúa prestando funciones. Y este personal va a exceder el 10 por ciento de la planta que, en definitiva, quede en la CORFO por efecto de la ley de plantas de los gobiernos regionales.



Esa es la situación que se plantea. Pero la verdad es que ella no tiene por qué haber sido considerada en el proyecto sobre gobiernos regionales. Es necesario, además, analizar la razón por la cual se requiere ese número de trabajadores regidos por el Código del Trabajo, y de acuerdo con una norma de carácter excepcional.



El personal de planta aduce que aun cuando ésta disminuye su número, aumenta el de los contratados que se rigen por el Código del Trabajo.



Por tales razones, creo que el veto, en esta parte, debe ser rechazado.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Frei.

La señora  FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, en la página 6 del informe de la Comisión de Gobierno aparece consignada la fundamentación de las observaciones del Presidente de la República. No sé si señores Senadores la habrán leído; si no, les pido que lo hagan a fin de que conozcan el motivo por el cual se presentó el veto. Creo, además, que a muchos de mis Honorables colegas les ha llegado en la mañana de hoy un fax de la Asociación de Empleados de la CORFO en el cual solicitan que lo aprueben porque, como les explicaba, es necesario para el adecuado funcionamiento administrativo de la empresa.



Por otra parte, los señores Senadores deben considerar que de esta manera se hará posible que personal de la CORFO pase a desempeñarse en regiones. En consecuencia, la medida se encuadra en el espíritu que tenemos algunos Parlamentarios acerca de la descentralización y de que los gobiernos regionales cuenten con personal especializado que contribuya al desarrollo y progreso de las regiones. Como es obvio, los funcionarios que se trasladan son altamente especializados y pueden colaborar muchísimo al desarrollo y fomento de la producción en las regiones. De modo que solicito a los señores Senadores apoyar el veto del Ejecutivo, porque va en ayuda del funcionamiento de los gobiernos regionales.

El señor VALDES (Presidente).— En votación.



—(Durante la votación).
El señor HAMILTON.— Por las razones expresadas por la Honorable señora Carmen Frei, voto por el veto.

El señor HUERTA.— Ratificando lo obrado en la Comisión, voto en contra.

El señor THAYER.— Señor Presidente, me pronuncio a favor, porque, de acuerdo con los antecedentes proporcionados, no quedaron contemplados en la Ley de Presupuestos de este año los recursos correspondientes. O sea, es necesario el veto, porque evita el problema de la falta de recursos en la Ley de Presupuestos.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, lamento disentir de lo manifestado por mi colega de la Segunda Región, porque esta norma permitirá aumentar el personal de la Administración Pública. De manera que votaré en contra del veto, porque si se está disminuyendo el tamaño de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) y se están distribuyendo sus funcionarios por el país, no veo la necesidad de volver a aumentar en forma considerable la gente a contrata en la CORFO, tanto en la Región Metropolitana como en otras.



Por considerar que no se justifica, votaré en contra del veto.

El señor PIÑERA.— Por el informe y en contra del veto.

El señor VALDES (Presidente).— Terminada la votación.



—Se aprueba la observación N° 3 (23 votos por la afirmativa, 12 por la negativa y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Bitar, Calderón, Díaz, Errázuriz, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Hamilton, Hormazábal, Horvath, Lagos, Letelier, Martin, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Páez, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Thayer, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Alessandri, Cooper, Feliú, Huerta, Mc-Intyre, Otero, Piñera, Prat, Romero, Siebert, Sinclair y Urenda.



No votaron, por estar pareados, los señores Larre y Lavandero.

El señor VALDES (Presidente).— En seguida, la Comisión propone aprobar la observación N° 4. De acuerdo con el criterio seguido y si le parece a la Sala, se dará por aprobada por unanimidad tal observación.



Acordado.



Queda despachado el veto de Su Excelencia el Presidente de la República.

BENEFICIOS TRIBUTARIOS PARA CONTRIBUYENTES QUE EFECTUEN 

DONACIONES A FUNDACION ALBERTO HURTADO

El señor VALDES (Presidente).— De conformidad a los acuerdos adoptados por los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de la Cámara de Diputados que concede beneficios tributarios a los contribuyentes que efectúen donaciones a la Fundación Alberto Hurtado, y modifica la ley N° 18.899, que cuenta con informe favorable de la Comisión de Hacienda.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 32ª, en 4 de enero de 1995.

Informe de Comisión:

Hacienda, sesión 36ª, en 17 de enero de 1995.
El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto.



—Se aprueba en general y particular.

ACUERDO DE COOPERACION SOBRE LUCHA CONTRA TRAFICO ILICITO 

DE ESTUPEFACIENTES Y CRIMINALIDAD
El señor VALDES (Presidente).— En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del Acuerdo de Cooperación sobre la Lucha Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y la Criminalidad, suscrito con el Estado de Israel, en Jerusalén, en 1993, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 11ª, en 7 de julio de 1994.

Informe de Comisión:

Relaciones Exteriores, sesión 38ª, en 18 de enero de 1995.
El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se dará por aprobado en general y en particular.



Acordado.

CAPITALIZACION DE DIVIDENDOS EN BANCOS

CON OBLIGACION SUBORDINADA
El señor VALDES (Presidente).— En conformidad a lo acordado por los Comités, a continuación, se tratará el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que deroga el inciso cuarto del artículo 10 de la ley N° 18.401, sobre capitalización de dividendos en los bancos con obligación subordinada, el cual será informado verbalmente por el Presidente de la Comisión de Hacienda, señor Andrés Zaldívar.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38a, en 18 de enero de 1995.
El señor VALDES (Presidente).— En la discusión general y particular la iniciativa, tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, el Senado acordó esta mañana que la Comisión de Hacienda sesionara simultáneamente con la Sala con el fin de analizar el proyecto, cuya urgencia fue calificada de "Discusión inmediata". En la oportunidad, el organismo técnico no hizo un debate a fondo de la materia, pues ésta ya se había realizado con anterioridad, en presencia de representantes del Ministerio dé Hacienda y del Banco Central, por lo cual procedió a pronunciarse de inmediato acerca de su contenido.



El Senador señor Piñera hizo cuestión de constitucionalidad de la iniciativa. Pero el resto de la Comisión —dado que entre sus facultades está la de pronunciarse respecto de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los proyectos sometidos a su discusión y que éstos no tienen por qué pasar en consulta a la de Constitución, Legislación y Justicia, sin perjuicio de las facultades que de acuerdo con el Reglamento pueda tener la Sala— no tuvo dudas de que era plenamente constitucional, pues lo que se podría estar afectando son meras expectativas y no derechos adquiridos.



A mayor abundamiento, debo mencionar que hubo un intercambio de cartas —creo que sería conveniente prestarle atención— entre el Ministro de Hacienda subrogante cuando aquél se produjo, el señor Marfán, y el Presidente del Banco Central, señor Zahler, cuyos textos nos fueron proporcionados como antecedente por el Subsecretario de Hacienda.



Durante la discusión del tema algunos señores Senadores sostuvieron que los concedidos a los bancos en el inciso cuarto del artículo 10 de la ley N° 18.401 serían derechos y no meras expectativas, como lo plantea nuestra Comisión, y que se encuentran incorporados a los contratos.



Pues bien, al respecto el titular de Hacienda de entonces consultó al Presidente del Banco Central, en una carta, la cual se encuentra a disposición de Sus Señorías, que en la parte pertinente dice:



"En el trámite legislativo de la Ley N° 19.361, que prorrogó hasta el 23 de abril la convocación de la Junta de Accionistas de los bancos que desearan capitalizar utilidades con posterioridad a su promulgación, se ha sostenido insistentemente por algunos parlamentarios y por voceros de los bancos que dicha capitalización automática de dividendos constituiría un derecho adquirido de los accionistas de los respectivos bancos.", etcétera.



El Presidente del Instituto Emisor responde en los siguientes términos:



"Por carta indicada en el antecedente, Ud. hace presente que se ha sostenido que la capitalización automática de dividendos constituye un derecho adquirido de los accionistas de los bancos y que dicho derecho estaría contenido en los contratos válidamente celebrados y actualmente vigentes entre los bancos y el Banco Central de Chile, y solicita que el Banco Central confirme si es o no efectivo lo anterior.



"Sobre el particular, puedo confirmar a Ud. que no existe en los contratos de novación celebrados entre el Banco Central y los bancos ninguna cláusula que hubiere estipulado tal derecho y que desconocemos la existencia de algún documento o convención con rango contractual, en el cual se hubiera establecido el citado derecho y que comprometiera al Banco Central en su carácter de contratante y de acreedor.".



Creo que éste es un elemento importante de tener en cuenta por la Sala frente a la posibilidad de que la disposición propuesta por el Ejecutivo pudiera contrariar alguna norma constitucional.



El proyecto fue aprobado por cuatro votos y una abstención, y sugerimos acogerlo, por creer que es la manera de eliminar un precepto legal que está provocando dificultades patrimoniales al Banco Central en los términos en que hasta este momento se ha aplicado, principalmente en las capitalizaciones efectuadas el año recién pasado. Como se dejó constancia en su momento, el Instituto Emisor estableció que las pérdidas o mermas patrimoniales que tuvo desde el punto dé vista de la disminución de las preferencias por ese concepto bordearon los 95 millones de dólares; y que, en caso de repetirse una nueva capitalización en las mismas condiciones anteriores, es decir, hecha a valor de libros y no al valor de mercado de las acciones, podría volver a tener en 1995 el mismo efecto en su  patrimonio.



Lo anterior no quiere decir que, de aprobarse esta disposición, los bancos no puedan capitalizar. Lo podrán hacer de acuerdo con las demás normas del artículo 10, sobre todo aquéllos con deuda subordinada, los cuales deberán ceñirse á las del proyecto relativo a aquélla despachado ayer. Esas capitalizaciones también se regirán por un precepto, propuesto por el Senador señor Piñera, que protege al Instituto Emisor, en el sentido de que todas las capitalizaciones de los bancos que se acojan a los beneficios de la ley sobre deuda subordinada deberán hacerse sobre la base del valor de mercado. Otro tanto procede respecto de los que se acojan al mismo cuerpo legal y creen las llamadas "sociedades espejo", o administradoras de la deuda subordinada, cuando hagan capitalizaciones de dividendos, para no provocar un perjuicio al Banco Central, el cual tendrá opción de suscribir o tener las acciones correspondientes a dicha emisión.



Por las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacienda recomienda —como dije—, por cuatro votos y una abstención, aprobar el proyecto, cuya urgencia ha sido calificada de "Discusión Inmediata".



Por último, señor Presidente, como no ha podido asistir el señor Ministro de Hacienda, solicito que se permita ingresar a la Sala al señor Subsecretario de la Cartera, don Manuel Marfán, y al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don José Florencio Guzmán.

El señor VALDES (Presidente).— Si le parece al Senado, se autorizará el ingreso a la Sala de los funcionarios mencionados.



Acordado.



Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora  FELIU.— Señor Presidente, el artículo 10 de la ley N° 18.401 contiene un conjunto de normas de excepción aplicables a los bancos e instituciones financieras con deuda subordinada. Entre estas normas de excepción se encuentra el inciso cuarto del mismo artículo, que faculta a las juntas de accionistas, con el acuerdo de la mayoría absoluta de las acciones presentes o representadas que gocen de preferencia, para acordar que no se repartan dividendos. Las sumas que les hubieren correspondido como dividendo se capitalizarán por el solo ministerio de la ley, y se emitirán acciones preferentes que tendrán derecho al total del dividendo.



No me voy a extender sobre cuál es la excepción a las reglas generales. Sin embargo, en síntesis, la norma que se propone derogar dice relación a los quórum para capitalizar, a la preferencia de las acciones y a que esto se produce por el solo ministerio de la ley.



Todo este régimen —como dije— es de excepción y constituye parte de los beneficios que la ley reconoce a los accionistas.



En virtud de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, esta norma de excepción y que concede beneficios a los accionistas, se incorporó en el patrimonio de los mismos por el solo ministerio de la ley cuando compraron las acciones, pues el artículo 22 de dicha ley establece que "en todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración.". En todo caso, además, estas disposiciones se incorporaron en los estatutos de los bancos y se incluyeron en forma específica en los contratos de novación y de compra de acciones.



Tengo en mis manos un ejemplar de los contratos de novación que suscribieron los bancos, en el cual —en la página 4 del mismo— se establece que "El pago de la "obligación subordinada" se efectuará previa deducción de la parte de los excedentes anuales que corresponda a las acciones preferentes emitidas en conformidad al artículo 10 de la ley N° 18.401." Además, se adjunta un formulario de ventas de acciones, cuyo título reza "Solicitud de Suscripción de Acciones", y luego, en el primer párrafo del mismo, se señala expresamente "solicito suscribir" —tantas— "acciones preferentes (artículo 10 de la citada Ley)".



Reitero: no era, en todo caso, necesaria la inclusión explícita y expresa de estas normas en los correspondientes contratos, porque, en virtud del artículo 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, se entienden incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración.



Al derogarse el inciso cuarto, afectando los derechos de las personas que adquirieron acciones de los bancos con anterioridad, se vulnera, a mi juicio, de manera clara y precisa el derecho de propiedad que ampara el número 24° del artículo 19 de la Constitución Política.



Se ha planteado aquí que no existiría tal derecho adquirido, sino que se trataría de una mera expectativa.. La verdad es que, según enseña la doctrina —Baudry-Lacantinerie, por ejemplo—, los derechos se incorporan al patrimonio de las personas de dos maneras: a título general, que es la ley, y a título particular, que es en un acto voluntario en virtud del cual se hace uso de la norma legal de carácter general. Cuando se trata de esta última, existe efectivamente una mera expectativa, pero, toda vez que se concreta un acto jurídico al amparo de esa norma, se configura, para quien celebra ese acto, un derecho adquirido sobre la especie o bien de que se trata. Ese es el derecho adquirido que, a mi juicio, no se puede afectar en virtud de una ley, salvo que ésta sea de expropiación y se pague la correspondiente indemnización a la parte afectada.



Al respecto, y en idéntico sentido, tengo en mi poder, tanto un informe en Derecho, firmado por los profesores señores Francisco Cumplido Cereceda y Mario Verdugo Marinkovic, de enero de 1995, como, asimismo, un comunicado de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile, de fecha de hoy, en el cual se señala que ella no intervendrá en el proceso de la deuda subordinada y que lo deja entregado al arbitrio del banco. Pero más adelante dice textualmente:



"Sin embargo, es un deber de esta Asociación Gremial defender en forma irrestricta el derecho de propiedad.



"Frente al proyecto de ley que deroga la disposición que faculta a los accionistas de los bancos con obligación subordinada para capitalizar automáticamente la parte de las utilidades que les pertenece, la Asociación considera oportuno representar que la referida facultad es un derecho que se ha incorporado al contrato y al patrimonio de los accionistas de los bancos que lo han suscrito. En consecuencia," —dice la Asociación— "goza de la correspondiente protección constitucional establecida en el artículo 19 N° 24 de la Constitución Política de la República. Los contratos válidamente celebrados sólo es posible modificarlos por acuerdo de las partes contratantes y no puede hacerse en virtud de una ley.".



He leído este comunicado de la Asociación de Bancos, porque creo que es un organismo gremial de amplio prestigio. La verdad es que confirma lo que yo he planteado.



Aquí se ha hablado del interés del Estado, del interés general comprometido en esta materia. Al respecto, en una oportunidad anterior, señalé que, en virtud de una reforma de la Constitución Política de 1925, efectivamente, en situaciones como éstas, era posible afectar los derechos de las personas. Así se reconocía expresamente en la Carta Fundamental. Pero esa norma fue derogada, y, a mi juicio, bien derogada. Esta derogación sirve también de fundamento a los contratos que se celebran con los inversionistas, a los contratos que se suscriben en un momento dado pensando que ellos no causarán mayores perjuicios. Lo más importante es respetar los contratos válidamente celebrados. Quiero recordar lo que establecía el inciso primero de la letra d) del artículo 1° de la ley N° 17.450, hoy derogada, que reformó la Constitución de 1925. Señalaba "En los casos en que el Estado o sus organismos han celebrado o celebren con la debida autorización o aprobación de la ley," —situación de la deuda subordinada— "contratos o convenciones de cualquiera clase en que se comprometan a mantener en favor de particulares determinados regímenes legales de excepción o tratamientos administrativos especiales, éstos podrán ser modificados o extinguidos por la ley cuando lo exija el interés nacional.". Esta norma, hoy está derogada y, a mi juicio, se hizo bien en derogarla. Justamente, el concepto del número 24° del artículo 19 de la Carta Fundamental es amparar el derecho de los contratos. El Estado, cuando celebra un contrato, se encuentra en igualdad de condiciones respecto de los particulares.



Por todas estas consideraciones, estimo que la norma es inconstitucional. Formulo expresa cuestión de constitucionalidad, y votaré en contra del proyecto.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, se trata de una materia muy interesante, la cual se ha prestado para argumentar desde distintas posiciones jurídicas. He conocido los informes en uno y otro sentido. Sin embargo, quiero manifestar mi manera de pensar como simple ciudadano.



Para mí es claro que, de acuerdo con la actual legislación, se entienden incorporadas a un contrato las leyes vigentes a la fecha de celebración del mismo. Pero estas normativas en vigor a la fecha de suscripción del contrato le otorgan al contratante una serie de facultades que éste puede o no ejercer, y mientras no las ha ejercido no ha incorporado a su patrimonio los efectos de las mismas. Los incorpora, sí, en caso de que ejerza las facultades. Por consiguiente, al celebrarse un contrato no se está limitando al Poder Legislativo en cuanto a la posibilidad de modificar la legislación vigente. Y sería un galimatías inexplicable que para cada contrato que se celebre haya que entender que se incorporan al patrimonio del contratante todos los beneficios que pudiere alcanzar si ejerciere la facultad que le otorga el contrato. Lo que ampara la Constitución es el patrimonio, y no la posibilidad de que éste se incremente o se disminuya según el ejercicio de las respectivas facultades. Por eso, en este caso concreto, entiendo que al modificar la atribución para capitalizar, pasando de normas especiales a otro tipo de disposiciones destinadas a ese objetivo —por lo demás, son comunes en la legislación— no se está afectando el patrimonio ni ningún derecho adquirido, esto es, no se está afectando lo referente a aquellos actos en que se hubiera ejercido la acción derivada del contrato, por lo cual se habrían incorporado al patrimonio determinados derechos o ventajas, como, por ejemplo, haber capitalizado en virtud de ciertas acciones previas. En cambio, las futuras capitalizaciones que se realicen deberán estar regidas por la ley que exista en ese momento, y formarán parte del patrimonio en la medida en que el acto haya sido ejercido por el contratante conforme a dicha ley.



Por eso, pienso que esta disposición se ajusta plenamente a la Constitución.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente). — ¿Desea hacer uso de la palabra el Honorable señor Alessandri?

El señor ALESSANDRI. — Señor Presidente, sólo deseo sugerir que votemos, y si que si algún Honorable colega desea intervenir, que lo haga cuando fundamente su voto, a menos que desee hacer uso de la palabra ahora.

El señor VALDES (Presidente).— Es buena la proposición. No sé si alguien quiere intervenir. Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN. — Señor Presidente, la verdad es que la premura con que estamos debatiendo esta materia impide que podamos darle el trato que corresponde. No estamos en presencia de un tema simple, sino que tiene características relevantes. De modo tal que uno debería tener la posibilidad efectiva de debatirlo con la debida calma. No entiendo la urgencia que se determinó para el examen de esta iniciativa. En general, los procesos de discusión inmediata deben apuntar a situaciones coyunturales inmediatas. Creo que no se justifica que hoy, debido a un proyecto anterior que analizó el Senado y que ha significado suspender las capitalizaciones hasta el 23 de abril, nos veamos compelidos a una circunstancia de esta naturaleza, porque lo ideal habría sido sostener un debate más amplio para tratar de enfocar esta materia dentro de las normativas que se están discutiendo: una dice relación a la deuda subordinada, y la otra, que se originó conjuntamente con la anterior, se refiere a los nuevos negocios, a la posibilidad de modernizar la banca. Sin embargo, ello no es posible por el sistema que se ha utilizado.



En segundo término, deseo referirme al proyecto de ley que se ha sometido a nuestra consideración y cuyo objetivo es derogar el inciso cuarto del artículo 10° de la ley N° 18.401. Se ha planteado aquí un interesante análisis respecto de la constitucionalidad del mismo. Pero la verdad es que en lo que concierne a esta iniciativa, tengo dudas o sentimientos encontrados, porque pienso que la derogación de una norma difícilmente puede tener en sí misma una connotación de inconstitucionalidad. Me refiero al acto mismo de derogar. Sin embargo, creo que tiene razón la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra al argumentar que las consecuencias de la aplicación de la norma del proyecto sí producirán efectos que podrían tener algún matiz de inconstitucionalidad.



Repito: se trata de un problema legal cuya complejidad requiere de mayor estudio. Me gustaría que esta materia fuera analizada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, porque aquí se ha producido una situación muy absurda. Tal vez, la disposición no es inconstitucional, pero es probable que su aplicación genere consecuencias que afecten nuestra Carta Fundamental. ¿Por qué? Porque la ley N° 18.401, desde su dictación, ha provocado una situación concreta respecto de quienes se incorporaron al sistema establecido en dicha normativa, participaron del llamado que hizo el Estado y han sido accionistas populares, como los ha llamado la prensa. Ellos participaron en función de los beneficios que otorgaba dicha ley. Esa fue la razón fundamental que los motivó en tal sentido, y esos beneficios quedaron establecidos en determinados contratos que firmaron como posibilidades concretas. En uno de éstos se expresa que "lo firmo acogiéndome a los beneficios que otorga la ley 18.401, y por eso solicito suscribir tales acciones preferentes". Veamos qué dicen los estatutos de un banco, por ejemplo. Cito: "Las acciones serie B gozarán de los beneficios que señala el artículo 10 de la ley 18.401, por el término que en dicha disposición legal se indica", esto es, hasta que se extinga la obligación subordinada.



Lo anterior significa que a las personas que se incorporaron a este régimen se les confirió un derecho, y no una expectativa. Tan así es que él ha sido ejercido varías veces. ¿Cómo puede decirse que hay una mera expectativa, en circunstancias de que estamos frente a algo que ha generado una acción concreta, cual es ejercer un derecho? Se trata de un asunto que en doctrina, como se ha recordado, se llama "derecho adquirido". Derecho adquirido es aquel qué se incorpora a un patrimonio y es consecuencia de un hecho o acto, no obstante que la ocasión de hacerlo valer se presente con posterioridad. Y eso aquí puede ocurrir, porque está abierta la posibilidad si se reúnen los requisitos que determina la ley.



Por lo tanto, a mi juicio, nos encontramos claramente en presencia de una situación que apunta a un derecho adquirido, y no frente a una mera expectativa o una facultad legal. De modo que al restarse ese derecho mediante la derogación parcial de una ley, ciertamente, estaríamos poniendo a las personas que se sientan afectadas en una especie de contradicción en lo relativo al artículo 19, N° 24°, de la Carta Fundamental.



La norma en debate no es expropiatoria. No tiene ese carácter, porque no ha sido así declarada y no genera indemnizaciones. Conforme a esto, cabe concluir que se trata de una derogación cuyos efectos son contradictorios con determinada normativa.



En todo caso, debe tenerse presente que en nuestro ordenamiento jurídico hay otra base esencial que se vincula a la materia. Una sociedad libre se caracteriza fundamentalmente por dos instituciones muy importantes: una es el derecho de propiedad —hemos visto cómo resultaría perjudicado por la norma que discutimos— y la otra es el contrato, elemento determinante en todo régimen jurídico basado en la libertad. El contrato constituye el mecanismo por excelencia a través del cual se desarrollan los sistemas jurídicos contemporáneos. Nuestra familia jurídica, desde el Derecho Romano, así lo ha entendido. Por eso, es importante analizar también este proyecto de ley desde el punto de vista de las consecuencias que puede tener para los contratos, y ello, en la medida en que se llegue a entender que, en virtud de la disposición propuesta en la iniciativa legal en debate, pudieran verse afectados los derechos dé las personas que —como se ha señalado— se hallan incorporados a los contratos, porque así lo dispone la ley.



Esto se ha originado, no en una normativa reciente, sino en una de las leyes más antiguas y que hoy día se encuentra vigente en el país, cual es la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, que data del 7 de octubre de 1861 y ha sido citada en esta Sala. Lo recuerdo una vez más: el artículo 22 dice que "En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración". Y es del caso destacar que cuando uno celebra un contrato se consideran incorporadas a él las normas vigentes. Es así como las disposiciones que con posterioridad sean aprobadas por el Poder Legislativo no pueden afectar aquello que se incorporó en dicho documento.



Si ésa fuera la voluntad de esta normativa, se estaría afectando, a mi juicio, una situación que es gravísima, un camino que Chile conoció en el pasado cuando se empezaron a alterar los contratos. Y eso, ciertamente —porque el contrato es piedra angular de nuestro ordenamiento jurídico—, produjo una anarquía legal que todos debimos lamentar y que, en su momento, también condenamos.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ¿Me concede una interrupción, Honorable colega, para hacer una precisión?

El señor LARRAIN.— Si el señor Presidente no tiene inconveniente, yo tampoco.

El señor VALDES (Presidente).— Puede hacer uso de la interrupción Su Señoría.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, el Honorable señor Larraín tiene razón. Cuando se celebra un contrato, se entienden incorporadas a él todas las normas legales vigentes. Eso no quiere decir que no debamos analizar lo señalado por el Senador señor Thayer, en el sentido de que pueden existir derechos adquiridos o meras expectativas. Y, por lo tanto, si bien se entiende la mencionada incorporación de disposiciones, debe considerarse que la legislación posterior puede afectar las expectativas, pero no así los derechos adquiridos.



Con relación a las dudas de constitucionalidad planteadas por el Honorable señor Larraín, cabe señalar que este aspecto también se halla regulado. Si, una vez que entre en vigor la ley en proyecto, se estimara que la derogación que establece vulnera un derecho adquirido, el actor afectado podrá acceder a los tribunales de justicia, e incluso, interponer un recurso de inconstitucionalidad de la norma. El juez determinará si se trata de un derecho adquirido o de una mera expectativa.

El señor VALDES (Presidente).— Recupera la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, ya he expresado que, efectivamente, aquí hay un cuestionamiento acerca de si la capitalización de dividendos es un derecho adquirido o una mera expectativa. Y expuse los fundamentos que, al menos desde mi punto de vista, justifican considerarla un derecho adquirido.



Dado que ronda esta sombra de duda con relación a la constitucionalidad del proyecto, primero porque vulnera derechos adquiridos y, en consecuencia, pugna con el derecho de propiedad y la norma constitucional que lo garantiza, y segundo porque atenta contra la intangibilidad de los contratos —principio fundamental qué, como dije, es clave y pilar de nuestro ordenamiento legal—, no parece razonable darle nuestra aprobación, ya que expone a la gente á dificultades de esa naturaleza.



Es cierto que, si finalmente se dicta la ley, serán los tribunales de justicia los encargados de enmendar la situación, porque sin duda la derogación del precepto en comento involucra graves problemas. Pero, por esta misma razón, la prudencia aconseja al legislador no dictar normas que posteriormente puedan ser invalidadas por sentencia de los tribunales.



Considero inadecuado aprobar una disposición que genere conflicto, si podemos evitarlo. Y la que hoy debatimos, en la medida en que puede afectar el derecho de propiedad de los actuales accionistas, no debe ser aceptada. Si la iniciativa hubiese contenido un precepto transitorio para salvaguardar ese derecho, no habría problema, ni dudas de constitucionalidad. Pero, como no es así y es menester pronunciarse sobre su texto, que consta de artículo único, no nos cabe sino anunciar que la rechazaremos.



En esta materia hay otra complicación, que se refiere al Banco Central y que, a mi juicio, tampoco es menor, en tanto puede perjudicar su patrimonio.



En consecuencia, en este eventual conflicto de derechos o de intereses, tengo que optar entre lo que he estado argumentando: derecho de propiedad y contratos, como pilares de nuestro ordenamiento legal, o una situación específica concerniente al Instituto Emisor. Confrontadas así las cosas, no tengo dudas en mi opción. Creo que, a la larga, es más importante para el país la primera alternativa. Y ello, sin perjuicio de que se pueda analizar una fórmula para salvar lo atinente al Banco Central, la que deberá regir hacia el futuro, aspecto en el que el proyecto no prevé, porque no distingue.



Lamento que deba mantenerse un esquema que puede lesionar el patrimonio del Instituto Emisor; pero estimo más relevante defender los principios legales, con el objeto de preservar nuestro ordenamiento jurídico.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, la verdad es que informes en derecho pueden darse en un sentido u otro. Lo básico es determinar cuál es el problema.



Se ha cuestionado la iniciativa aduciendo que atentaría contra el derecho de propiedad, al existir un derecho adquirido.



Eso es bastante discutible —lo reconocen aun quienes sostienen esa posición—, pues el derecho adquirido debe cumplir condiciones muy precisas: ser perpetuo, irrevocable, no estar sujeto a limitación alguna, en cuanto a su uso, el titular. Tales elementos están ausentes en este caso tan particular.



Por ello, repito, es discutible que constituya un derecho adquirido. Esto habrán que dilucidarlo en el futuro, cuando se presente un caso concreto y la persona que considere que se le está vulnerando, restringiendo o negando su derecho deba recurrir a los tribunales de justicia.



No hay que olvidar que el problema de fondo es que, cuando se originaron los hechos que provocaron la actual situación, la autoridad de la época hubo de intervenir la banca y destinar ingentes recursos para superar la crisis. Este esfuerzo se justificó plenamente en el orden público económico, en el orden social, en el bien común. Por eso, si se pretendiera una interpretación con un sentido distinto del que intenta darle el Gobierno para resolver el problema, las deudas contraídas por la banca con el Instituto Emisor por ese concepto quedarían impagas o prácticamente sin plazo fijo para cancelarlas.



Ese es el tema de fondo. Y cuando el Estado realizó esa justificada inversión, también condicionó lo que vino en consecuencia. Quienes administraron los bancos después de la crisis actuaron en forma adecuada al exigir el cumplimiento de las obligaciones de terceros, los cuales se vieron en la necesidad de pagar sus deudas con los intereses convenidos. No sé cómo podría explicarse a una persona que entonces fue conminada a pagar sus compromisos el que hoy las entidades bancarias, mediante resquicios legales, eludieran o pospusieran la cancelación de sus obligaciones. En mi opinión, se sentaría el precedente de que las cosas hay que hacerlas, simplemente, por conveniencia, y que el orden público carece de base en nuestra sociedad. Eso no estaría bien y, en definitiva, seria funesto.



Si algunos piensan que la iniciativa en debate vulnera el derecho de propiedad —a mi juicio, no es así—, cabe advertir que sería mucho más grave para la comunidad nacional que el orden público económico, el interés superior del Estado, el derecho "a" la propiedad, quedara entregado al arbitrio de algunas personas. La emisión de acciones serie "C" no es sino un subterfugio; una coartada para que los titulares de acciones serie "B" obtengan privilegios que a través de las condiciones originales no pueden ni podrían obtener.



Eso es lo que no calza. Nadie entiende cómo un accionista, por el solo hecho de poseer títulos serie "C", puede quedar en una situación de preferencia que no tuvieron .quienes la hicieron posible. Es improcedente que quien posee un derecho limitado o constreñido, o circunscrito a ciertas particularidades, cree un derecho secundario con mayores ventajas, con mejores atributos. Eso es ilógico. Y si algo tiene el sentido del Derecho es que es lógico, sobre todo en normas de esta envergadura.



De no aprobarse el proyecto, estaríamos contradiciendo las bases mismas del orden público económico. Y, lo que es más grave aún, estaríamos creando una antesala para que el derecho de propiedad no tenga vigencia. Porque si hay algo peor que no respetar el derecho de propiedad es el abuso que se pueda hacer de él. Y eso es lo ocurrido en la especie.



Por ello, creo que es ilegal, injusta e irracional la tesis de la capitalización, que se utilizó —gracias a Dios— en una sola oportunidad el año pasado, y el que esta actuación pudiere continuar repitiéndose. Porque el daño a estos principios seria, incluso, mayor que el perjuicio económico que representa para el Banco Central la aceptación de una teoría en contrario.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz.

El señor ERRAZURIZ.— Señor Presidente, deseo en primer lugar señalar que, en mi opinión, los capitalistas populares nunca compraron acciones de algunos bancos —y en esta Sala hay más de uno que adquirió tales acciones, de acuerdo a la ley entonces vigente— pensando que con ellas podrían burlar al Banco Central y al Gobierno, que les estaba dando las facilidades para adquirirlas por medio de un sistema de capitalización popular. En el fondo, significaba comprar acciones pagaderas con cargo a los impuestos —podían ser aplicadas con tal propósito—, para ayudar a los bancos a regularizar su situación.



Quienes creyeron lo contrario no merecen ser considerados, y no quiero calificarlos, porque seria bastante duro.



El Banco Central debió actuar en defensa de su patrimonio. Sin embargo, hasta ahora ello no ha ocurrido, cuando resulta evidente que ese patrimonio se ha visto afectado en las posibilidades de recuperarlo. Cabe recordar que los bancos anotan la deuda subordinada sólo en una cuenta de orden, en circunstancias de que el Instituto Emisor la considera como perfectamente cobrable. Y en caso de no serlo, si fuera una mera contingencia, tendría que, en definitiva, anotar esa deuda como pérdida, afectando gravemente su patrimonio y, por tanto, el de todos los chilenos.



Quiero dejar en claro que la iniciativa no afecta derechos adquiridos ni el derecho de propiedad. El Senador que habla sería el primero en oponerse si ella tuviera esa connotación, porque es firme partidario y defensor del derecho de propiedad, como lo ha demostrado siempre. Aquí se trata de meras expectativas.



Para los que aún tengan cierto grado de confusión, daré un ejemplo útil para clarificar el problema. Si el dueño de una propiedad o de un terreno, donde tiene una casa, planea construir allí un edificio, y, posteriormente, las disposiciones legales modifican el Plano Regulador en términos de que ya no podrá hacerlo, no se le ocurrirá reclamar que han afectado su derecho de propiedad al imposibilitarle la construcción de la obra que antes sí podía ejecutar. Lisa y llanamente, su expectativa de edificación nunca pasó a constituir derecho, ya que no la ejerció.



La iniciativa de ley que hoy debatimos, y para la cual solicito una aprobación por la unanimidad de los señores Senadores, establece precisamente que la mera expectativa no podrá continuar siendo ejercida ni transformada en derecho, pues con ella se daña al Banco Central y a todos los chilenos, como efectivamente ha ocurrido.



Por otro lado, debo señalar que no se afecta derecho alguno, porque las expectativas —como es sabido— no revisten tal carácter.



Por lo tanto, hago un serio llamado a mis Honorables colegas para no debilitar el derecho de propiedad. Creo grave argumentar señalando que aquí se afecta el derecho de propiedad, sin tener plena conciencia de que eso es o no es así. No pueden sembrarse dudas sobre el daño al derecho de propiedad. Hay que tener la certeza de ello, cuando se efectúan tales afirmaciones. Porque ésa es la forma de defenderlo.



Asimismo, llamo también a los señores Parlamentarios para no seguir utilizando —como en repetidas oportunidades he escuchado en esta Sala, desde que asumí como Senador— la reserva de constitucionalidad con respecto a ciertas leyes cuyo contenido no se comparte. Porque tampoco es el modo de defender la Constitución Política de la República.



Ahora, la ley en proyecto no tiene efecto retroactivo —como algunos señores Senadores afirmaron—, pues nada se incorporó a un contrato. Quien entendió que contrataba el derecho a apropiarse de los derechos que sí posee el Banco Central en cuanto a cobrar una deuda real pactada a plazo con su deudor, en mi concepto se encuentra muy equivocado, y en lo personal, tendría bastantes dudas respecto a su honorabilidad.



Apenas asumí como Senador de la República, denuncié en esta misma Sala, dados mi conocimiento y experiencia en estas materias, las pérdidas que provocaban al Banco Central actuaciones de ciertos bancos que califiqué de "escandalosas". Tales hechos llevaron a un grupo económico, en una acción sin precedentes en los anales de la República, ni tampoco en los del Senado chileno, a intentar acallar mi voz.



Sin embargo, el Banco Central reconoció que tales denuncias eran perfectamente efectivas. Es mas: me había equivocado en la estimación del monto de las pérdidas, pues el Instituto Emisor ha expuesto que, en su valor presente, ellas le significarían 105 millones de dólares. Y, en carta reciente, de fecha 12 de diciembre de 1994, entre otras cosas señala que este tipo de capitalizaciones —estoy leyendo su texto—"conduce a un perjuicio económico para el Banco Central". Agrega que "ellas disminuirán en forma considerable el porcentaje de derechos que el Banco Central tiene sobre los excedentes de los bancos deudores", y que las que han ocurrido son "situaciones perjudiciales para este Instituto Emisor". Y concluye indicando que "estimamos indispensable que se modifique a la mayor brevedad que sea posible el actual cuerpo legal que las contiene,".



Y hoy día el señor Presidente de la Comisión de Hacienda ha señalado que nunca existido convenio, ni carta, ni contrato alguno, donde hayan sido incorporados a los derechos de los bancos, ni contractual ni privadamente, los supuestos derechos a apropiarse de los excedentes del Banco Central, para efectuar con ellos un buen negocio particular.



Señor Presidente, cualquiera puede seguir capitalizando su banco. De lo que se trata es de que lo haga sin perjudicar los derechos del Banco Central como acreedor. De modo que no se está eliminando el artículo 10 de la ley N° 18.401, sino sólo su inciso cuarto.



Asimismo, también quiero dejar sentado, para los efectos de la historia de la ley, que el proyecto —y lo agradezco en forma especial al Ejecutivo— recogió el contenido textual de una moción que presenté a sabiendas de que constitucionalmente no podía ser considerada, porque la iniciativa en estas materias corresponde exclusivamente al Ejecutivo. De manera que deseo expresar mi reconocimiento al Gobierno al recoger esta iniciativa, y tomarla con valentía, a pesar del temor que tenía de que la Derecha fuera a rechazarla. Pero se equivocó en su apreciación, pues en la Derecha —y el Senador que habla ha pactado con ella— no existen elementos que estén en desacuerdo en un problema de carácter puramente moral. No aprobar esta iniciativa significa dañar al Banco Central. Y estos dineros son de todos los chilenos.



Esta iniciativa no es sólo económica, sino, fundamentalmente, moral.



Pregunto a los señores Senadores que todavía tienen dudas: ¿Es posible aceptar que actuaciones que con anterioridad he calificado de escandalosas permitan la creación de series de accionistas que no pagan la deuda subordinada? ¿Entienden que algunos accionistas, por el hecho de crearse estas series especiales de acciones, no paguen las deudas de las sociedades que adquieren mediante la compra de dichos títulos?



¡Eso significa la creación de las acciones llamadas "Serie C"!



Pero quiero hacer una denuncia adicional: no existen sólo acciones Serie C, sino también Series D y E, emitidas en el último tiempo, en forma escandalosa, por un banco que ha repetido la operación. Y, para sorpresa mía, estas series de acciones preferentes le han llevado a reducir las preferencias al Banco Central, de 71 por ciento, a 49 por ciento.

El señor HORMAZABAL.— ¿Qué banco es?

El señor ERRAZURIZ.— No necesito dar su nombre, porque todos los señores Senadores lo conocen.



Debo señalar, también, que la consecuencia de aquello no ha sido que esa institución bancaria haya pagado más, sino menos; es decir, nunca ha pagado nada al Instituto Emisor, ni siquiera el interés total de las cuotas anuales.



Quiero expresar que por otra parte existen bancos que, a pesar de su enorme deuda subordinada, la han reducido haciendo esfuerzos muy grandes —algunos tienden a no creerlo; pero así ha ocurrido—, no sólo pagando el total de los intereses, sino, además, rebajando el total de la letra, que ni siquiera devenga intereses.



Sin embargo, otros bancos han aumentado la obligación subordinada. ¿Por qué? Porque redujeron el porcentaje de preferencias en favor del Banco Central, al mismo tiempo que no han pagado ni si quieran los intereses que le adeudan; en consecuencia, capitalizaron los intereses, aumentando su obligación con el Instituto Emisor.

El señor HORMAZABAL.— ¿Podría citar el nombre del banco, Honorable colega?

El señor ERRAZURIZ.— Por lo tanto, señor Presidente —y con esto concluyo—, se trata tan sólo de proteger al acreedor —el Banco Central— y el dinero de todos los chilenos; se trata de evitar —como señaló un señor Senador— la utilización de un resquicio que permite comprar parte de una sociedad sin hacerse cargo de su pasivo.



La creación de acciones en series especiales con ciento por ciento de preferencia equivale a que cualquiera de nosotros compre acciones de cualquier sociedad chilena —CAP, COPEC, SOQUIMICH u otras— y se crea con el derecho a gozar del total de las utilidades sin pagar las obligaciones que aquélla tiene con terceros. Y eso, desde luego, no está incorporado en ningún contrato, ni forma parte del derecho de propiedad de persona alguna.



Por lo tanto, me he atrevido a calificar la ley en proyecto, más que de económica, de carácter moral. Ella nos permitirá a los Parlamentarios abocarnos al estudio de una buena Ley de Bancos, moderna, que facilite a esas instituciones generar mayores recursos, ser cabeza del desarrollo de Chile, en nuestra conquista de los mercados externos, abriendo sucursales en el exterior, posibilitando nuevos negocios y, con ello, generando mayores utilidades, todo lo cual permitirá aumentar los pagos al Banco Central, para achicar esta pérdida disfrazada bajo el nombre de "deuda subordinada", que se viene arrastrando desde la crisis de 1982-1983.



En consecuencia, pido sinceramente a mis Honorables colegas que aprobemos esta iniciativa en forma unánime.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Se hallan inscritos para intervenir en el debate varios señores Senadores. Por lo tanto, solicito el asentimiento de la Sala para prorrogar el Orden del Día hasta que votemos este proyecto; suspender la sesión por alrededor de una hora; continuar en la tarde con las otras dos iniciativas calificadas de "Discusión Inmediata", según el acuerdo de Comités; y dejar sin efecto la hora de Incidentes, porque el Homenaje anunciado se rendirá en marzo.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Suspendamos por hora y media, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— No es posible, porque muchos señores Senadores tienen otros compromisos y desean retirarse temprano.

El señor DIAZ.— Pido la palabra sobre un asunto de procedimiento.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor DIAZ.— Señor Presidente, ruego que se mantenga la hora de Incidentes, aunque sea tarde y quedemos pocos Senadores en la Sala, porque nos interesa intervenir sobre ciertos temas. Queremos dejar constancia ahora de sucesos recientes, ya que no nos veremos hasta marzo y entonces será inoportuno plantearlos.

El señor VALDES (Presidente).— ¿Habría acuerdo para prorrogar el Orden del Día hasta despachar el proyecto en debate y los otros dos calificados de "Discusión Inmediata", y pasar a continuación a Incidentes?



—Así se acuerda.
La señora  FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, fijemos la hora de término de esta discusión.


¿Cuántos señores Senadores quedan inscritos?
El señor VALDES (Presidente).— Cuatro.
La señora  FREI (doña Carmen).— Se van a agregar otros a la lista y estaremos discutiendo sobre este tema hasta las cuatro de la tarde. ¿Por qué no fijamos hora para votar?
El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Fundamentemos el voto solamente.
El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, puedo concentrar mi argumentación en cinco minutos al fundamentar el voto, siempre que mis Honorables colegas acepten la invitación.
El señor LARRE.— Perfecto.
El señor GAZMURI.— Señor Presidente, pasemos a la votación y fundamentemos el voto.
El señor VALDES (Presidente).— Si hay acuerdo en la Sala, daré por terminado el debate, procederemos a la votación y allí se fundamentará el voto. Porque se trata de un tema bastante conocido por todos.
El señor PIÑERA.— Oportunamente había solicitado la palabra, señor Presidente.
El señor VALDES (Presidente).— Es cierto, señor Senador. Pero ¿por qué no se suma a este acuerdo e interviene para fundamentar el voto?
El señor PIÑERA.— No, señor Presidente, porque la fundamentación del voto es algo distinto de la discusión del proyecto.



Tal vez cinco minutos sean suficientes para hacer mis planteamientos y ejercer mi derecho a intervenir.

El señor HORMAZABAL.— Son cinco minutos para fundamentar el voto, Honorable colega.

El señor VALDES (Presidente).— No cabe duda de que el señor Senador tiene tal derecho. Pero le rogaría, entonces, que no fundamentara el voto.

El señor PIÑERA.— Correcto.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, trataré de ser extraordinariamente breve.



En primer lugar —y para ser claros y precisos—, muchos Senadores son capitalistas populares. Como en el estudio de otros proyectos ha habido problemas de interpretación respecto de las inhabilidades y, en algunos casos, miembros de esta Alta Corporación han pedido en forma pública la inhabilidad de otros, quiero reiterar que varios Senadores son capitalistas populares, pero que eso no significa ninguna inhabilidad, porque estamos tratando un asunto de carácter general.



Sin perjuicio de lo anterior, y para evitar sorpresas, como las ocurridas en la discusión de otras iniciativas, deseo clarificar este punto. Y si la opinión de la Mesa y la de la Sala fueran distintas de la mía, deseo declarar que también soy capitalista popular.



En segundo lugar, señor Presidente...

El señor GAZMURI.— ¡Eso de popular es un exceso de modestia, señor Senador...!

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ¡Lo de popular no se lo creo; lo de capitalista, sí...!

El señor PIÑERA.— La modestia es una de mis características.

El señor HORMAZABAL.— ¡Que se corrija la Versión Taquigráfica: Su Señoría es sólo capitalista...!

El señor PIÑERA.— Agradezco al Honorable señor Gazmuri que se haya dado cuenta.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— ¿Me permite una interrupción, señor Senador, para aclarar bien la situación en que se encuentra?

El señor PIÑERA.— Con todo gusto con la venia de la Mesa.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— ¿Su Señoría es capitalista popular originario o secundario? ¿Compró acciones a terceros o...

El señor VALDES (Presidente).— ¡Señores Senadores!

El señor PIÑERA.— No estamos juzgando...

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— ¡Es bueno que lo precise!

El señor VALDES (Presidente).— ¡Esa pregunta no corresponde al debate!



Puede continuar el Senador señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Es obvio que no corresponde, señor Presidente.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Pero aclararía mucho la situación.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, esta situación no es particular de quien habla, sino también de muchos otros señores Senadores y Diputados. De manera que debemos darle un trato general.



Pero de todos modos...

La señora  FREI (doña Carmen).— Mírenos a nosotros solamente, señor Senador. ¿Para qué mira tanto a las tribunas?

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, con todas estas interrupciones, la brevedad se hace difícil.

El señor VALDES (Presidente).— Señores Senadores, les ruego respeto. Y, para aprovechar el tiempo, no interrumpan ni hagan comentarios, por jocosos que puedan parecer.

La señora  FREI (doña Carmen).— Mi comentario no es jocoso. Le estoy pidiendo al señor Senador que nos mire a nosotros —porque me gusta que me miren— y que no se dirija a las tribunas.

El señor PIÑERA.— Yo la miro encantado, señora Senadora.



Ahora, ¿quiere que la mire todo el rato...?

La señora  FREI (doña Carmen).— ¡Todo el rato!

El señor PIÑERA.— ¿Todo el tiempo?

La señora  FREI (doña Carmen).— ¡Todo el tiempo!

El señor PIÑERA.— ¿Todo el cuerpo?

La señora  FREI (doña Carmen).— ¡Que no mire más hacia arriba!

El señor PIÑERA.— ¿Todos los días?

La señora  FREI (doña Carmen).— ¡Todos los días! ¡No mire más para arriba,...

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ¡Terminemos con estas declaraciones, señor Presidente...!

La señora  FREI (doña Carmen).— ...sino a quienes humildemente estamos en la Sala!
El señor VALDES (Presidente).— ¡Por favor, volvamos a la seriedad del Senado! ¡Porque desde hace bastante tiempo necesitamos seriedad y rigor!

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, insisto: decenas de Diputados y Senadores se hallan en la situación descrita. Sin embargo, a propósito de la discusión del proyecto de Ley de Rentas Municipales, y específicamente de las patentes comerciales, que es un caso bastante parecido, surgió una muy desagradable polémica sobre el particular, que esta vez quiero advertir, al igual como lo hice en su oportunidad ante el Presidente de la Comisión de Hacienda.



En segundo término, aquí se hicieron alusiones a un banco: el BHIF. Sólo debo decir —no pretendo ser defensor de ningún banco— que, de acuerdo con las estadísticas, parte de las afirmaciones que se formularon no es coincidente con la verdad. Porque de los ocho bancos con obligación subordinada, tres han visto incrementado el monto de su deuda, y entre ellos no está aquel a que hizo alusión un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. El señor Superintendente de Bancos, quien provee la información pertinente, puede corroborar lo que estoy aseverando.



La deuda total...

El señor ERRAZURIZ.— Perdón, señor Senador. ¿Me permite una interrupción, con la venia de la Mesa?

El señor PIÑERA.— No tengo inconveniente.

El señor VALDES (Presidente).— Puede usar de la palabra Su Señoría, a quien hago presente que el Senador señor Piñera cuenta con tiempo bastante limitado.

El señor ERRAZURIZ.— Seré muy breve, señor Presidente. Sólo deseo rectificar algunos hechos.



Como, al parecer, el Honorable señor Piñera se refirió a mi persona, quiero aclarar que no mencioné a ningún banco. Así que, tal como dice el refrán, "al que le venga el sayo, que se lo ponga".



Segundo: respecto del BHIF, cabe hacer notar que el saldo efectivo de su deuda desde 1987 hasta la fecha ha crecido en 45 por ciento, y que el saldo de su deuda ha aumentado en 7 por ciento, ya que a partir 1989 no ha sido capaz de pagar siquiera intereses. Es decir, en los cinco años de gobierno de la Concertación, la deuda, al no haber sido capaz ese Banco de pagar siquiera el total de los intereses, se ha incrementado notablemente, lo cual es corroborado por las cifras entregadas por el señor Superintendente en la Comisión de Hacienda.



Agradezco a Su Señoría la interrupción.

El señor VALDES (Presidente).— Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, pido por favor a mis Honorables colegas que no me soliciten más interrupciones.



Quiero manifestar —estamos analizando cosas serias frente a autoridades: se halla presente el señor Superintendente de Bancos— que la deuda subordinada se descompone en dos partes: una, la llamada "deuda en efectivo", y otra, la que corresponde a la letra. Cuando hablo de "la deuda", me refiero a la deuda total. Y aquí afirmo, responsablemente, que algunos bancos primero pagan la letra y, en consecuencia, no pagan la parte en efectivo. Es obvio, entonces, que mientras estén pagando la letra y no abonen a la parte en efectivo ésta va a creer.


Sin embargo, cuando un deudor tiene dos deudas, la A y la B...
El señor ERRAZURIZ.— No existe parte en efectivo, señor Senador: hay letras y pagarés.
El señor PIÑERA.— Señor Presidente, no he concedido ninguna interrupción.
El señor VALDES (Presidente).— Ruego al Senador señor Errázuriz no interrumpir.
El señor PIÑERA.— Señor Presidente, tengo aquí el informe oficial de la Superintendencia, que indica que, de los ocho bancos con obligación subordinada, tres han incrementado su deuda total. Eso significa que el porcentaje de excedentes que destinan al Banco Central no logra cubrir los intereses, que son relevantes para esa deuda. La deuda tiene dos partes: una no devenga intereses y la otra sí.


Me parece muy curioso que el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, en lugar de referirse genéricamente a "los bancos que estarían incrementando su deuda", concentre toda su argumentación en uno solo, que no se encuentra entre aquellos que no la han aumentado.


Hago esta aclaración, señor Presidente, en honor a la verdad y a la justicia, y para que no se confundan temas públicos con temas privados.
El señor ERRAZURIZ.— ¡Eso no es efectivo, señor Senador!
El señor PIÑERA.— En tercer lugar deseo explicar en qué consiste la ley 18.401.



Señor Presidente, quiero dar una breve explicación acerca del tema de fondo, con el fin de que los señores Senadores que no han participado en la discusión queden debidamente informados.



La ley 18.401 establece, en su artículo 10, dos mecanismos de capitalización para los bancos. El primero es con recursos frescos, recursos nuevos. Se dispone que la capitalización será posible siempre que se logre acuerdo respecto de ella con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y que las condiciones sean tales que "no comprometan el cumplimiento de la obligación de recompra de cartera vendida al Banco Central". En otras palabras, la ley da un mandato claro a la Superintendencia en orden a, cuando aprueba la capitalización, velar por que no haya un compromiso, negativo en la capacidad de recuperación del Banco Central, lo cual se determina sobre la base de un informe previo que debe evacuar éste.



En consecuencia, en esa parte, el Instituto Emisor tiene una voz que hacer valer: debe señalar si la capitalización lo perjudica o beneficia. Y, hasta el momento, todas las capitalizaciones que han operado en función del citado artículo han contado con informe favorable. Naturalmente, es posible que el Instituto Emisor se haya equivocado, que haya creído favorable algo que no lo era; pero lo cierto es que tuvo la oportunidad de plantear su punto de vista.



Ahora bien, en el inciso cuarto del mismo artículo 10 se regulan las capitalizaciones de dividendos. Y en este caso se consagra un mecanismo distinto. La norma establece que la capitalización del dividendo al valor libro se produce en forma automática, sin que medie opinión o aprobación alguna del Banco Central ni de la Superintendencia, salvo las formales de aquélla.



Ahora, ¿por qué esto puede producir un daño al Instituto Emisor?



En el primer caso esperamos que no lo haya, ya que la ley instruyó a la Superintendencia precisamente para velar por que no se provoque daño al Banco Central, que debe informar al respecto. Y cuando un banco aumenta su capital y propone las condiciones, es dable pensar que está defendiendo sus intereses. Ahí las dos partes tienen voz y se ponen de acuerdo.



Empero, no ocurre lo mismo en el caso de las capitalizaciones de dividendos, tal como las regula la ley. ¿Por qué puede haber daño? Por una razón muy simple: cada vez que se capitalizan dividendos, el patrimonio del banco se incrementa —como es natural—, pero, al mismo tiempo, el porcentaje de los excedentes que corresponde al Banco Central disminuye. En consecuencia, resulta necesario comparar qué es mayor: si el aumento en el patrimonio que refleja el valor presente de los excedentes y los dividendos que la entidad bancaria va a otorgar, o la disminución en el porcentaje de preferencias del Instituto Emisor. Porque, como es obvio, si tengo el 50 por ciento de 100, es mejor que si dispongo del 20 por ciento de 110 (por poner un ejemplo extremo).



Por tanto, lo que me interesa destacar es que cuando el valor libro es sustancialmente inferior al valor de mercado, lo que ocurre al capitalizar dividendos de esta forma es que el incremento en el patrimonio del banco es menor que la disminución del excedente del Banco Central.



En consecuencia, debo plantear que aquí puede haber base para que exista daño al Instituto Emisor por concepto de capitalización. Pero esa razón no es suficiente para modificar el artículo. Ello, porque, indudablemente, es necesario analizar los elementos de constitucionalidad antes que los de conveniencia.



He conocido varios informes en Derecho sobre el particular. Y no deja de sorprender cómo cada cliente obtiene de su informe lo que quiere oír. Pero, además, ha habido opiniones muy distintas tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, donde hemos escuchado exposiciones serias que han concluido exactamente en lo contrario.


Por esa razón, creo que el tema de la constitucionalidad de la iniciativa debe ser aclarado con mayor profundidad. En lo personal, hice ver al Presidente de la Comisión de Hacienda la necesidad de pedir un pronunciamiento sobre la materia a la Comisión de Constitución, no para transformarla en un tribunal constitucional, sino por en tender que es el órgano especializado de Senado en tales asuntos.


En seguida, cabe destacar que el proyecto propone prohibir a los bancos con deuda subordinada las capitalizaciones de dividendos. Creo que no es ése el objetivo que estamos buscando acá. Nuestro propósito debiera ser compatibilizar la capitalización con la protección de los derechos del Banco Central. Y, en mi opinión, eso sé logra mejor cuando se permite a los bancos con deuda subordinada —mientras la tengan— capitalizar, siempre que lo hagan a precio de mercado, porque así no se suprime la facultad.


Sobre el particular, he preparado una indicación. Estoy verificando si es o no de iniciativa parlamentaria modificar la N° 18.401. En todo caso, ello dependerá de la aprobación o rechazo del proyecto por parte del Senado.


Para finalizar, señor Presidente, deseo enfatizar que la cuestión no radica solamente en los eventuales daños entre Banco Central y banco comercial. También puede presentarse un problema entre accionistas, porque a quienes no pueden capitalizar dividendos por no tener derecho a ellos les sería factible alegar que estarían siendo perjudicados por la capitalización si ella se hiciera a un valor libro inferior al de mercado, como por lo demás ha sucedido.


Tales son los temas que creo importante tener a la vista en la discusión de la presente iniciativa.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— En votación general y particular el proyecto.



—(Durante la votación).
El señor OTERO.— Señor Presidente, solicito que se me autorice para fundar primero mi voto, porque —creo— expondré antecedentes jurídicos totalmente distintos de los señalados aquí.

El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se accedería a tal petición.



Acordado.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO.— Señor Presidente, aquí se está discutiendo un tema absolutamente diferente del proyecto que nos ocupa, que consta de un artículo único, que dice: "Derógase el inciso cuarto del artículo 10 de la ley N° 18.041.".



Pienso que nadie podría sostener que es inconstitucional, porque si consideramos inconstitucional el hecho de proponer la derogación de una ley, habríamos estado actuando al margen de la Carta Fundamental en forma reiterada y permanente. Otra cosa es si uno vota a favor o en contra, Y podemos decir que "votaré a favor por las razones que han dado quienes apoyan la iniciativa", o, por lo contrario, que "lo haré en contra por los motivos que esgrimen los que la impugnan". Pero no puede plantearse la inconstitucionalidad de un proyecto que deroga una norma legal, porque estaríamos sentando la doctrina de que en Chile las leyes no pueden ser derogadas. Y las leyes se derogan en virtud de otra ley. Por lo tanto, el hecho de derogar no puede ser considerado inconstitucional.



El otro problema que se plantea aquí es que, en el fondo, nos están pidiendo a los Senadores que, anticipadamente, nos transformemos en jueces de un problema jurídico. Si la ley deroga determinada normativa, y esto afecta a personas que alegan tener derechos adquiridos, obviamente que la ley no los puede tocar, porque se incurriría en inconstitucionalidad en lo que a ellas concierne. Pero, ¿respecto de quiénes? De aquellas personas que tienen derechos adquiridos, y si éstas estiman lesionados sus derechos, deberán recurrir a los órganos correspondientes: a los tribunales de justicia de la República.



Paradójicamente, nos encontramos aquí con un problema muy serio, ya que, por un lado, tenemos un oficio que se nos ha entregado, suscrito por el Presidente del Banco Central, donde sostiene que no existen contratos de novación celebrados entre el Banco Central y los bancos, que no hay ninguna cláusula que hubiere estipulado tal derecho y que desconoce la .existencia de algún documento o convención, con rango contractual, en el que se hubiere establecido el citado derecho, que comprometiera al organismo emisor en su carácter de contratante y de acreedor. Pero, por otra parte, disponemos de una declaración de la Asociación de Bancos en la que sostienen que efectivamente esos derechos están incorporados a los contratos.



Hemos escuchado a señores Senadores que, equivocadamente, han sostenido su teoría sobre la inconstitucionalidad de este proyecto, aduciendo que aquí se están tocando derechos adquiridos. Luego, estamos en un debate de hecho. ¿Corresponde al Senado de la República determinar a priori quién tiene la razón o quién no la tiene? ¿Sabemos los Senadores si efectivamente están incorporados los contratos o no están incorporados? Eso es lo que se denomina un conflicto de relevancia jurídica, que la Constitución entrega exclusivamente a los tribunales de justicia, y no es resorte del Congreso Nacional resolverlo.



Aquí nadie puede sostener que derogar una ley es inconstitucional, porque se estaría negando la esencia misma de la facultad colegisladora del Congreso Nacional.



Se podrá votar a favor o en contra del proyecto por otras razones, pero no por inconstitucionalidad.



Por otra parte, si realmente el proyecto produjere un daño o perjuicio a derechos adquiridos, nadie podría alegar que no es inconstitucional respecto de aquellas personas que pudieren acreditar que efectivamente lo dispuesto en la ley que se deroga estaba incorporado a sus contratos. Esa es, como dije, una materia que corresponde resolver a los tribunales de justicia, porque, de los antecedentes que se nos han proporcionado, se desprende claramente que hay discusión de hechos. No corresponde al Senado convertirse en juez. Esto no significa que cada Senador vaya a votar de una u otra manera. Es su criterio y su derecho. Y es legítimo. Yo lo haré favorablemente, porque considero que es legítimo derogar la ley.



Creo, además, que si una ley que deroga a otra afecta derechos adquiridos, existen los recursos para hacer prevalecer la Constitución. Y quiero dejar en claro que si hay derechos adquiridos, y esta ley los violenta, evidentemente que estamos ante una vulneración del derecho de propiedad.



Pero eso no me corresponde a mí, como Senador, resolverlo ahora, menos aún frente á la diversidad de antecedentes, y corresponderá su resolución a los tribunales de justicia, por disposición constitucional.



Tampoco voy a votar calificando si una actitud es moral o inmoral, benéfica o no benéfica. Ese no es problema de los Senadores de la República. Nuestro deber es votar lo que institucionalmente es mejor para el país, al margen de las consecuencias que pueda haber en un momento determinado, sobre todo si corresponde determinarlas a los tribunales de justicia.



Por tales razones, votaré favorablemente.

El señor COOPER.— Señor Presidente, voto que no por las razones que dieron la



Honorable señora Feliú y el Senador señor Larraín.

El señor FERNANDEZ.— Señor Presidente, quiero precisar algunos aspectos que se han planteado acerca de la imposibilidad que existiría, en el caso de que la norma fuera inconstitucional, de derogar una ley, materia a la que se ha referido un distinguido colega.



A mi juicio, no está en discusión la facultad soberana del Parlamento de dictar leyes y, por cierto, la de dictar una derogatoria de otra. El problema relevante es determinar desde cuándo rige la ley. Para este efecto, se reconocen, en Derecho, leyes retroactivas; vale decir, que rigen hacia atrás, antes de la fecha de dictación de la ley, y hay otras denominadas ultraactivas, que son las que, no obstante su derogación, continúan vigentes para los efectos de resguardar los derechos que la ley derogada consagraba.



Me parece que, en este caso, estaríamos frente a una ley que, derogada —si el Parlamento así lo acuerda—, tendría ultraactividad; o sea, conservaría los derechos de las personas que legítimamente los tenían al momento de su derogación.



Quería aclarar este punto porque no se trata aquí de negar la posibilidad de que el Congreso derogue una ley —es una facultad establecida en la Constitución y que, obviamente, la va a tener siempre—, sino de establecer el efecto de la ultraactividad de la ley; es decir, que puede regir más allá de su propia derogación, consecuencia que en Derecho es ampliamente conocida.



Por las razones invocadas por la Honorable señora Feliú y el Senador señor Larraín, voto en contra del proyecto.

El señor HORMAZABAL.— Pido la palabra.

El señor VALDES (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, se han planteado distintos temas jurídicos, algunos de los cuales, como se ha señalado aquí, deberán ser resueltos por los tribunales de justicia. Pero la iniciativa que estamos despachando no afecta ninguno de esos derechos. Se podrá consagrar el fenómeno jurídico descrito antes, y las personas que se sientan afectadas podrán recurrir a los tribunales.



En realidad, no estamos hablando de indigentes, sino de entidades financieras con un capital de tal entidad que mi única preocupación radica en que van a contratar muy buenos abogados, haciendo uso de la plata que todos los chilenos les hemos prestado y que nos adeudan —4 mil millones de dólares— y que, además, van a deducirla como gastos de operación y, por lo tanto, pueden disminuir los excedentes. Pero, en fin, ése es un derecho consagrado en la Constitución.



¿Podría decirse que estamos afectando el derecho de propiedad? Ello podrá ser resuelto finalmente por un tribunal, pero el hecho básico hasta ahora, de acuerdo con los antecedentes acompañados, es que esos bancos habrían quebrado si el Estado no les hubiese proporcionado mil millones de dólares en esa oportunidad y que hoy, afortunadamente, están reducidos a sólo 4 mil millones de dólares.



¿De quién es el dinero? Según tratadistas, como Julio Chana —no repetiré la argumentación que di con motivo del análisis de un proyecto similar a éste de carácter transitorio—, aquí está involucrada la fe pública, porque los bancos prestan recursos que sólo en una mínima parte les pertenecen, pues los demás corresponden a fondos aportados por terceros. Por lo tanto, estando comprometida la fe pública, el Estado debe actuar en resguardo. Por eso, al otorgar el monopolio o la actividad cerrada a determinadas empresas, el Estado regula de tal manera esta actividad, que ejerce controles que, a lo mejor, en otros ámbitos, no habría necesidad de aplicar.



Entonces, ¿de quién podría ser la propiedad? La propiedad es de los que depositaron y confiaron en los ejecutivos de estos bancos. Porque no son los trabajadores ni la persona jurídica abstracta los que irresponsablemente faltaron a la fe pública, sino quienes todavía no son castigados como correspondería, porque aún existen juicios pendientes.


Ahora, desde el punto de vista del país, estos recursos pertenecen a todos los chilenos. Y hay tal modalidad de pago que me gustaría invitar a los Bancos de Chile, de Santiago, de A. Edwards, Banesto Chile Bank, Sud Americano, Internacional, Concepción y BHIF a que traspasen a sus clientes —profesionales, agricultores, comerciantes— las mismas facilidades que ellos disfrutan del Estado chileno: un crédito a 40 años, con una tasa de interés de 5 por ciento anual. ¡Ojalá pudieran transferírselas!


Además, se trata de un tema que podrá ser resuelto por los tribunales. Sí. ¿Pero podríamos no actuar como legisladores? Se ha acreditado —y no se ha entregado prueba en contrarío— que la acción de capitalizar está ocasionando al Banco Central una pérdida de 100 millones de dólares. Y sobre el particular, no he visto ningún gran titular en diarios o noticias especiales, el que, en un ánimo creativo, sugeriría destacarlo como "medio CODELCO". Porque ocurre que la acción de estos pocos bancos produce un daño patrimonial al Estado chileno equivalente a la mitad del que nos causó CODELCO, noticia que nos impactó en su momento.


Por consiguiente, si hay algo que un legislador no puede sino aceptar, por el bien del país, es el establecimiento de normas de justicia y equidad, como lo están haciendo señores Senadores de distintas bancadas, de lo cual me alegro. Creo que, cuando está en juego el interés nacional en forma tan explícita, debe modificarse una situación tan ignominiosamente injusta.



Voto a favor del proyecto.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, por razones de interés nacional, voto a favor.

El señor LARRAIN.— Señor Presidente, no deseo fundamentar el voto, sino simplemente señalar que soy un modesto accionista popular. Y, ante la eventual duda en cuanto a que esto pudiera producir alguna interferencia en mi posición —que he dado a conocer ampliamente— de oposición o rechazo, prefiero abstenerme.

El señor LARRE.— Por las razones que hemos escuchado, voto a favor.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, quiero sólo destacar...

El señor VALDES (Presidente).— Senador señor Piñera, quedamos de acuerdo en que se intervendría antes o se fundamentaba el voto. Y como Su Señoría ya habló, y extensamente, le ruego decir "Sí" o "No".

El señor PIÑERA.— Si me excedí del tiempo, fue por las muchas interrupciones que su Señoría, como Presidente del Senado...

El señor VALDES (Presidente).— Las interrupciones eran con cargo a su tiempo y no al de otros.

El señor PIÑERA.— Ese es el problema: que eran con cargo mío, autorizadas por el señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— El señor Senador se ha expresado bien y todo el mundo ha comprendido el problema. Creo que la votación y el voto suyo son más interesantes.

El señor PIÑERA.— Me abstengo.

El señor PRAT.— Presidente, deseo fundamentar el voto.



En primer lugar, debo señalar que no soy ni he sido nunca capitalista popular, lo cual lamento sinceramente.



Aquí, en distintas exposiciones, se ha estigmatizado a quienes tienen la condición de capitalistas populares y concurrieron a un proceso de adquisición de acciones llevado a cabo en un momento de crisis económica.



Cuando se analiza esta materia, es importante tener en debida consideración las circunstancias que en ese entonces se vivían. Por la vía de la comparación, si hoy el Estado, a través de Bienes Nacionales, confiere franquicias especiales a quienes van al extremo sur a colonizar terrenos desocupados, cumpliendo así una función de ocupación geopolítica y de desarrollo de un área despoblada del país. Esas personas están acogiéndose a contratos que les propone el Estado chileno y que les confiere situaciones de excepción, por ejemplo, recibir tierras sin pago alguno, Seguramente, en cincuenta años más, esas tierras valdrán mucho, se desarrollará ahí la economía y probablemente se considere que quienes concurrieron a celebrar esos contratos —que hoy se están efectuando en el extremo sur— fueron beneficiados indebidamente, recibieron un regalo del Estado y, por lo tanto, debe dictarse una ley moral que los prive de los privilegios que hace cincuenta años —se dirá entonces— se les dio.



Discrepo profundamente en cuanto a que a la normativa en estudio se la pueda llamar "ley moral", porque por ese camino se pueden cometer aberraciones contra el Derecho, que ya conoció el país en el pasado.



La disyuntiva de hoy y la tarea a la cual debemos abocarnos es cómo favorecemos el bien común. Algunos creen que esto se logra protegiendo el patrimonio del Banco Central, opción legítima, pero su costo es algo fundamental de los ciudadanos: su derecho de propiedad. Se discute si, al eliminar el artículo 4° de la ley en referencia, lo que se vulnera es sólo una mera expectativa, o parte de aquel derecho. Debate jurídico, a mi juicio, de mucha profundidad; pero lo que a cualquier espíritu de buen criterio debe quedar claro es que, si tal precepto define normas excepcionales que rompen la regla general, entonces se aparta de lo que lo haría comparable, por ejemplo, con las leyes que establecen los planos reguladores de las ciudades, u otras de carácter común.



Las disposiciones incorporadas en los contratos leyes, mediante las cuales se realizaron las operaciones de que se trata, son de excepción, como lo es la que exige para la capitalización de utilidades el acuerdo de mayoría de los accionistas, en circunstancias de que las reglas generales exigen los dos tercios; o aquella que otorga una preferencia de 100 por ciento a las acciones emitidas, mientras lo normal es que ello se negocie con la Superintendencia; o la que autoriza la capitalización por el solo ministerio de la ley, sin necesidad de mayores trámites ante la autoridad. Son normas de excepción incluidas específicamente en esos contratos, para tales operaciones, y respecto de quienes se acogían a ellas. Por lo tanto, revocarlas por ley no es algo que pueda entenderse como una legislación más, o como una cuestión general. Ellas afectan derechos específicos contenidos en contratos firmados voluntariamente por las partes contratantes.



En consecuencia, creo que no es aplicable en este caso el criterio de que basta con abolir una disposición para cumplir con un mandato o una atribución constitucional del Congreso. Lo que se está haciendo afecta al patrimonio y, por ende, debe indemnizarse. En la medida en que el proyecto expropie parte de esos derechos sin considerar un debido pago de los mismos, está incurriendo en un elemento de inconstitucionalidad.



Se habla de que se trataría de una mera expectativa. En economía, ¿qué se entiende por tal? ¿Tiene valor? A mi juicio, sí. De otra manera, ¿cuál sería el móvil que lleva a tantos ciudadanos a comprar acciones cuya tasa de rentabilidad es ínfima en relación con su valor? En su decisión está pesando la expectativa de un alza de precio de los títulos, la que está jugando siempre en las decisiones económicas, y no me cabe duda de que ha pesado en las decisiones de quienes adquirieron este tipo de acciones, por la posibilidad envuelta en esta norma de excepción que el Parlamento quiere eliminar a través de la ley en proyecto. Pero, independiente de si son expectativas o no, ellas tienen un valor patrimonial que esta iniciativa pretende afectar.



Señor Presidente, debo resolver buscando el bien común, que entiendo mejor protegido cuando se fortalece el principio y el derecho de propiedad.



Al recorrer poblaciones entregadas hace recién un año por el SERVIU en la Región que represento, veo que la mayoría de las casas, originalmente construidas de un piso, ya tienen un altillo, un anexo, una ampliación: es porque fueron entregadas en propiedad. Y es por ese principio, que gatillo todo un proceso de ahorro, de estímulo para avanzar y desarrollarse, incluso para unir a la familia y formar los buenos hábitos y costumbres, que me juego por la propiedad, por afianzarla y no dañarla en la forma en que este proyecto lo hace, afectando un patrimonio sin indemnización a cambio.



Voto que no.

El señor ROMERO.— Señor Presidente, voy a abstenerme de votar, porque además de accionista popular, soy de los originarios, que alguna diferencia tienen respecto de otros. No obstante, deseo dejar sentados tres puntos, en forma muy breve, el primero de los cuales es mi seria inquietud respecto de cuál va a ser el final de este largo y complejo proceso, que ha traído como consecuencia iniciativas que no estaban consideradas cuando se debatió el proyecto original sobre deuda subordinada, en relación con la modernización de los bancos.

El señor VALDES (Presidente).— Señor Senador, perdóneme que le diga algo, y le ruego que no lo tome como una impertinencia. Pero, si va a abstenerse, el emitir juicios en contra o a favor del proyecto...

El señor ROMERO.— No estoy hablando del proyecto, señor Presidente. Y, si me deja terminar, estoy seguro de que lo va a entender perfectamente.

El señor VALDES (Presidente).— Muy bien.

El señor ROMERO.— Estoy señalando mi preocupación en cuanto a que el proceso de la deuda subordinada y de modernización de los bancos ha sido muy extenso y ha dado origen a diversas leyes que se han llamado "hijas", "nietas", etcétera.



Reitero que no me voy a pronunciar acerca del fondo de la iniciativa en estudio, por sentirme inhabilitado por mi calidad de accionista popular, no obstante lo cual deseo señalar que éste es un proceso cuya conclusión aún no se conoce. Quisiera que él no adoleciera de inconstitucionalidad y que tampoco contuviera discriminaciones que el día de mañana tuviésemos que lamentar.



En segundo lugar, más allá de la norma que se pretende derogar, a la cual —repito— no me referiré, serán los tribunales de justicia los que tendrán que resolver en derecho cuál es la circunstancia y la verdad en relación a esta materia.



Por último, así como me siento inhabilitado para conocer de este proyecto referido tan directamente a los accionistas, no me sentiré igual en el futuro, cuando se trate de disposiciones de carácter general, como las de la Ley de Bancos, porque, naturalmente, no podemos autolimitar nuestro accionar como Senadores, ni tampoco llevar las cosas a un extremo tal que lesionemos nuestros propios derechos.

El señor VALDES (Presidente).— Lo ha aclarado muy bien, y sutilmente, Su Señoría.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, votaré a favor de esta iniciativa por creer que, junto con solucionar un grave problema al Banco Central, trae algún mínimo de justicia social al país.



Se trata de que, quienes durante este tiempo han tenido la posibilidad de usufructuar de dineros de otros, a lo menos puedan restituir en parte aquello de lo que se han apoderado en forma injusta. Las leyes excepcionales que se dictaron no tienen justificación. La habrían tenido siempre y cuando hubiesen favorecido a los modestos ahorrantes, a quienes debían sus casas o mínimos negocios, o a aquellos que perdieron sus pequeños predios agrícolas, o a muchos chilenos que se vieron despojados por la crisis de 1982, respecto de los cuales no hubo disposición legal alguna que los protegiera.



Por eso, con mucho agrado, voto que sí.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, me pronunciaré favorablemente, por creer que este proyecto, no obstante abordar un extenso y técnico asunto, posee también una connotación nacional. Y es bueno que el país conozca las razones por las cuales se trabaja en esta iniciativa. Yo no soy capitalista; a lo más, aspiro a ser popular, y, a veces, no lo logro. Sin embargo, creo que esta normativa permite corregir una situación que, en su tiempo, afectó profundamente la credibilidad pública. Y aún mucha gente —en una materia que no comprende bien— tiene dudas acerca de quiénes actuaron bien y quiénes actuaron mal.



Voto que sí.

El señor SIEBERT.— Señor Presidente, en la década del 80, con motivo de la crisis financiera que se vivió en el país, hubo, aproximadamente —no me atrevo a dar una cifra exacta—, cien mil chilenos que se comprometieron con el sistema de capitalismo popular, y ayudaron así, de alguna forma —con el riesgo que ello implicaba—, a enfrentarla. Esos cientos o decenas de miles de compatriotas suscribieron un contrato, el que este proyecto vulnera, además de afectar el derecho de propiedad.



Quienes actuaron así no faltan a la honorabilidad, como aquí se insinuó; esas personas celebraron un contrato y creyeron en él. Cada uno de esas decenas de miles de chilenos no podría recurrir a la justicia para solucionar su problema. Sería, por decir lo menos, "el festín de los abogados". Creo que, representados por los respectivos bancos, tratarán de defender sus derechos ante la justicia si llega a aprobarse esta iniciativa.



El daño que ocasionará a los bancos el proyecto que se vota también perjudicará a Chile, porque impedirá efectuar nuevos negocios y tener más posibilidades de expandir la producción y la economía nacional. Eso será negativo.



Por otra parte, no me consta el perjuicio de los cientos de millones de dólares que aquí se afirma que ha sufrido el Banco Central, porque éste así lo reconoce en la carta que envió a los Parlamentarios.



Por eso, voto que no.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).— Excúseme, señor Senador. Se acordó que quien usara de la palabra durante el debate no fundamentaría su voto, y viceversa.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Es que hubo una alusión bastante delicada respecto de los accionistas, y yo lo soy, señor Presidente.

El señor PRAT.— Pero se adoptó un acuerdo que lesionó su derecho a hacer uso de la palabra, señor Senador.

El señor VALDES (Presidente).— El acuerdo consistió en que el Senador que hubiera intervenido anteriormente, no usaría de los cinco minutos al votar. Ello se aplicó al Honorable señor Prat y a otros señores Senadores. He sido categórico en tal sentido, y, con todo el respeto que Su Señoría me merece, no puedo hacer excepciones.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).—En todo caso, señor Presidente, deberían permitirse excepciones. Sin embargo, como Su Señoría preside, acato.



Voto a favor.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, hace pocos días, una organización de agricultores decidió tomarse determinados caminos públicos. Yo le representé que eso era un mal ejemplo que podría ser imitado por algunos campesinos más pobres para ocupar los predios de esos mismos agricultores. La respuesta que me dieron por la prensa fue —curiosamente— que era distinto tomarse un predio, que es de propiedad privada, que tomarse un camino, que pertenece al Estado. Es decir, ninguna persona debería tomarles algún bien de su dominio, pero ellos sí pueden hacerlo con la propiedad ajena y que pertenece a todos.



Con el proyecto que nos ocupa ocurre lo mismo. Se habla de los derechos de los accionistas y de su propiedad, en defensa de lo suyo; pero cuando se trata de la propiedad de todos los chilenos, de su ahorro y esfuerzo, como son los recursos del Banco Central, sí pueden arrebatárseles, porque pertenecen a toda la nación.



Curioso el argumento empleado por los defensores de la propiedad privada: "Nadie me toca lo propio, pero sí pueden tomarse lo ajeno". No hay empacho en arrebatar los dineros de todos los chilenos y que se hallan en el Banco Central. ¡Ah! Pero a los accionistas y a quienes compraron acciones a sabiendas de que la deuda subordinada de esos bancos era equivalente a 3,5 veces su capital y reservas, ¡no! A ellos no se les toca. Ellos sí pueden arrebatar la plata del Banco Central que pertenece a toda la nación.



Esa argumentación puede ser una lección para muchos de nosotros: la propiedad privada no constituye un valor intangible —como se señala—, sino que depende de quién es el dueño para que se pueda tomar o defender.



Di una larga batalla, desde la existencia de la deuda misma provocada por la cartera vencida, la cual vendida, se transformó en subordinada.



Fui el primero que protesté por ese sistema en el diario "El Mercurio", en 1984. Y cuando llegué al Senado realicé tres intervenciones sobre la misma materia, que en ese entonces no parecía importante. Por eso, ahora me alegro que este Gobierno haya puesto un límite para pagar lo que es de todos los chilenos, la deuda subordinada. Cuando se atenta en contra de ella, repercute en cada ciudadano, especialmente en los más pobres.



Esta situación es la que nos debería guiar cuando hablamos de patriotismo, el cual no sólo involucra el amor a la bandera. Pensemos en esos chilenos que viven o en Carahue, o en Gorbea o en Puerto Saavedra, comuna esta última que cuenta con 38 millones de pesos al año para pagar sueldos a los profesores, progresar y todo lo demás. Se trata de miles de chilenos que no tienen caminos, escuelas, buena educación ni luz eléctrica. Pero aquí no hay empacho en defender los intereses de la propiedad individual a costa del bienestar de las personas que deben soportar esa pobreza, porque a algunos, por su egoísmo, únicamente les importan sus intereses.



Señor Presidente, como tengo un pareo con el Senador señor Diez, no podré votar. En todo caso, me parece que con ello logro anular un voto del otro lado.

El señor VALDES (Presidente).— Terminada la votación.



—Se aprueba en general y particular el proyecto (26 votos por la afirmativa, 5 por la negativa, 3 abstenciones y 3 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, Díaz, Errázuriz, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Hormazábal, Horvath, Huerta, Larre, Letelier, Martin, Matta, Núñez, Otero, Páez, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sule, Thayer, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Cooper, Feliú, Fernández, Prat y Siebert.



Se abstuvieron de votar los señores Larraín, Mc-Intyre y Piñera.



No votaron, por estar pareados, los señores Lavandero, Ominami y Sinclair.

El señor ERRAZURIZ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ERRAZURIZ.— Con motivo de la fundamentación del voto, fui aludido en repetidas oportunidades. A pesar de que no cité cifras ni mencioné banco alguno, se aludió a ellas, atribuyéndomelas. En consecuencia, es importante que yo haga algunas precisiones. La deuda subordinada nació en 1989; antes de esa fecha podían transferirse, aumentarse, comprarse y venderse carteras entre las instituciones bancarias, y, por lo tanto, la deuda era esencialmente variable. Los datos proporcionados aquí por un señor Senador vienen de 1987, en circunstancias de que —como lo dije— la deuda subordinada surgió en 1989. De acuerdo con antecedentes oficiales entregados por la Superintendencia, se observa que la deuda subordinada en el Banesto ha crecido en 16,2 por ciento; en el Banco Internacional, 16,1; en el BHIF, 6,8; en el Banco de Concepción, 3,6, y en el de Santiago, 0,3. Eso significa que dichas entidades bancarias hasta ahora no han sido capaces de pagar ni siquiera el total de los intereses. En el caso específico del Banco de Concepción, debo hacer notar que éste es el único que no mantiene letras. Sin embargo, en el resto de las instituciones bancarias parte importante de la deuda subordinada todavía la tienen expresada en un documento que no devenga intereses. De modo que no resulta difícil entender las razones de por qué no hacen un esfuerzo para pagar tal compromiso.



En cambio, la deuda subordinada en el Banco Sudamericano ha disminuido 73 por ciento, en el Banco Edwards 22 por ciento y en el Banco de Chile 7,5 por ciento.



Señor Presidente, es todo cuanto deseaba destacar. Sólo he pretendido rectificar lo señalado aquí. Le agradezco mucho su deferencia.

El señor VALDES (Presidente).— Hago presente que está cerrado el debate, porque ya terminó el estudio de la iniciativa. De modo que ofrezco la palabra al señor Subsecretario de Hacienda.

El señor MARFAN (Subsecretario de Hacienda).-— Muchas gracias, señor Presidente.



Seré muy breve. Únicamente quiero agradecer al Senado, a través de su persona, la aprobación que dio a esta importante iniciativa. Se trata de un tema que viene debatiéndose desde muchos años. Creo que con el despacho, ayer, del proyecto sobre deuda subordinada y, hoy día, de esta normativa, de alguna manera se soluciona o aborda el tema de las capitalizaciones. Sin duda que, al ir dejando atrás el país materias pendientes, al mismo tiempo, tiene la posibilidad de ocuparse en nuevos asuntos.



Agradezco también en forma especial a los Senadores integrantes de la Comisión de Hacienda, quienes, a mi juicio, han trabajado en estos proyectos mucho más de lo que puede apreciarse desde afuera. Y pienso que bien merece dejar constancia en la historia de la ley del esfuerzo que ellos han realizado.

El señor VALDES (Presidente).— Se suspende la sesión, para ser reanudada a las 16.



—Se suspendió a las 15:12.



—Se reanudó a las 16:46.
El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Continúa la sesión.

El señor PRAT.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

AUTORIZACION A COMISION DE ECONOMIA PARA SESIONAR
PARALELAMENTE CON LA SALA
El señor PRAT.— Señor Presidente, pido a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala, a fin de que la Comisión de Economía pueda sesionar simultáneamente con la Sala por media hora.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se otorgará esa autorización.



Acordado.

MODIFICACION DE CODIGOS DE JUSTICIA MILITAR Y DE PROCEDIMIENTO PENAL, 

Y DE LEY ORGANICA DE GENDARMERIA. NFORME DE COMISION MIXTA
El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica disposiciones de los Códigos de Justicia Militar, de Procedimiento Penal y de la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. 

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 35a, en 17 de enero de 1995.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 38a, en 18 de enero de 1995.

Informes de Comisión:

Constitución, sesión 38a, en 18 de enero de 1995.

Mixta, sesión 39a, en 19 de enero de 1995.

Discusión:

Sesión 38a, en 18 de enero de 1995 (Pasa a Comisión Mixta).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión Mixta hace constar en su informe que la Cámara de Diputados designó cómo sus integrantes a los Diputados señores Allamand, Chadwick, Elgueta, Martínez y Viera-Gallo, y que el Senado nombró a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables señores Fernández, Larraín, Hamilton, Otero y Sule; que se constituyó ayer, 18 de enero; que por unanimidad eligió como Presidente al Senador señor Otero; que también asistieron diversos señores Senadores y Diputados, y que se abocó de inmediato al cumplimiento de su cometido.



En seguida expresa que la discrepancia suscitada entre ambas Cámaras radica en el rechazo en general que el Senado ha dado a la iniciativa legal en informe, aprobada en el primer trámite constitucional por la H. Cámara de Diputados.



Agrega que después de analizar detenidamente las razones de la controversia, se discutieron las distintas posiciones y, en definitiva, se adoptó el siguiente acuerdo político:



"1.— Sustituir la propuesta de la H. Cámara de Diputados respecto de los artículos 137 y 434 del Código de Justicia Militar, por las siguientes modificaciones:"



"a) Agregar un artículo 137 bis al Código de Justicia Militar;



"b) Agregar un nuevo inciso final al artículo 22 que se agrega al decreto ley N° 2.859, de 1979, y



"c) Agregar a la nueva letra s) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, de 1980, una oración final.".



Más adelante, añade en el N° 2 que para los efectos de implementar las modificaciones acordadas en los puntos anteriores, el Gobierno se compromete a adoptar "las medidas necesarias con el objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 292, del Código de Procedimiento Penal y 20 del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, destinados a salvaguardar la seguridad del procesado y del condenado, considerando la situación procesal de los privados de libertad, las diferencias derivadas del distinto compromiso delictual de los reclusos, la naturaleza de los delitos cometidos y el riesgo que para su integridad personal pueda representar su contacto o proximidad con una u otra población penal, así como las medidas tendientes a asegurar el cumplimiento de la pena.".



Por último, en el N° 3, se deja constancia de lo siguiente: '



"Los HH. Senadores y HH. Diputados que integran esta Comisión Mixta, por sí y en representación de sus Partidos Políticos, y los señores Ministro del Interior don Carlos Figueroa, Ministro Secretario General de la Presidencia de la República don Genaro Amagada y la Ministro de Justicia doña María Soledad Alvear, dejan constancia que este acuerdo configura un marco legal que no se modificará durante el actual período legislativo.



"El H. Senador señor Fernández declaró que se abstenía de suscribir el referido acuerdo.



"Sobre la base expresada, la Comisión Mixta revisó las disposiciones que conformarían la proposición que sometería a ambas Salas, acordando, por la unanimidad de sus integrantes y la sola abstención del H Senador señor Fernández, recomendaros la aprobación" del proyecto que indica, el cual también ya fue aprobado por la Cámara de Diputados, según informa en su oficio N° 500, de 19 de enero de 1995.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— La Mesa recibió información en el sentido de que los Honorables señores Senadores harían uso de la palabra sólo al momento de fundamentar su voto, puesto que durante la discusión de la iniciativa se entregaron ya todos los antecedentes sobre la materia.



Pero hay varios señores Senadores que solicitado la palabra. Y si se las concedo, obviamente, me veré en la obligación de abrir el debate.

El señor GAZMURI.— Señor Presidente, ¿por qué no acordamos intervenir al fundamentar el voto?

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Ese fue el sentido del acuerdo que recibió la Mesa. Pero los Senadores señores Otero y Hamilton solicitaron usar de la palabra.



Ahora, si Sus Señorías están de acuerdo, podrían intervenir al momento de fundar el voto. Y así daríamos cumplimiento al acuerdo que —entiendo— suscribieron todos los Comités.

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, podemos limitarnos a expresar nuestros puntos de vista dentro del tiempo que establece el Reglamento para fundamentar el voto. Y creo que no habrá problema si es que algún señor Senador se excede en algunos minutos de él.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— De todos modos debemos hacer el esfuerzo para no exceder de los 5 minutos que dispone el Reglamento para fundamentar el voto, señor Senador.

El señor SULE.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SULE.— Señor Presidente, quiero sugerir que la fundamentación inicial la efectúe el señor Presidente de la Comisión Mixta. De este modo, conoceremos primero el contenido del acuerdo adoptado por dicha Comisión, para que los señores Senadores emitamos nuestro pronunciamiento ya informados sobre la materia.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Pero ello —repito— siempre dentro del marco de los cinco minutos que establece el Reglamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, quiero hacer presente al Senado, en mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta, que todos quienes participamos en ella teníamos posiciones distintas. Y ninguno de los que concurrimos al acuerdo político a que se llegó puede señalar que lo hizo de motu proprio, sino que todos lo suscribimos por razones de bien nacional. Y esto debe quedar absolutamente claro. Además, siempre la adopción de acuerdos significa que las partes deben transigir. Y, obviamente, al transigir habrá personas que van a quedar insatisfechas con el resultado de la transacción.



Pero quiero señalar a la Sala la altura de miras con que se realizó el debate, la corrección de los procedimientos y la claridad de sus términos, lo que posibilitó que en la madrugada de hoy, a las 2 de la mañana, se llegara a los acuerdos que Sus Señorías ahora conocen.



El texto de los acuerdos adoptados ya ha sido leído por el señor Secretario del Senado. En consecuencia, me parece innecesario ahondar en ello.



Empero, sí, quiero precisar que lo que se ha hecho aquí es poner término a una situación conflictiva respecto a las personas que, habiendo sido condenadas por sentencia ejecutoriada, no cumplían la condena, en virtud de vacíos en las disposiciones legales. Esto no modifica de manera alguna la situación vigente, sino simplemente establece una norma de lógica, la cual dice relación a que toda persona que haya sido condenada por sentencia ejecutoriada a una pena privativa de la libertad debe cumplirla, sin perjuicio de que pueda haber otros procesos. Pero esa circunstancia no puede eliminar, ni hacer ilusorio el cumplimiento de la pena.



En segundo lugar, se reconocieron en forma expresa las facultades que tiene el Presidente de la República para el establecimiento de los recintos penitenciarios y dar debido cumplimiento a las normas del decreto supremo N° 1.771.



Y, por eso, fue necesario mejorar la redacción de esta materia en el proyecto despachado por la Cámara de Diputados, en el sentido de dar facultades al Ministerio de Justicia y fijar las reglas en virtud de las cuales deberá proceder el Director Nacional de Gendarmería cuando haga uso de tales facultades.



Al respecto, es útil para Sus Señorías tener presente que esta facultad es similar a la que, en otros casos, poseen las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile. Porque, obviamente, la construcción de penales, así como la de cuarteles, y la de edificios para la defensa, debe cumplir ciertas normas de seguridad, especialmente en el caso de establecimientos carcelarios.



Existe un compromiso político adoptado por todos los que participamos en la Comisión, a nombre propio y, también, en representación de nuestros respectivos partidos, y los tres Ministros de Estado. Este acuerdo significa, tal como figura en el informe, mantener en su integridad, durante el actual período legislativo, las normas que han sido modificadas.



Quiero finalizar mi intervención haciendo presente a la Sala que, como Presidente de la Comisión, no tengo más que expresar mi reconocimiento por la altura de miras y patriotismo con que actuaron todos los integrantes de dicho organismo.



Por esas razones, votaré favorablemente el informe de la Comisión Mixta.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton.

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, ayer el Senado rechazó —con los votos de los partidos de Derecha y de los Senadores institucionales— el proyecto del Gobierno, aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, que modifica el Código de Justicia Militar, el Código de Procedimiento Penal y la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile.



Al votar favorablemente la iniciativa, expresé la esperanza de que la Comisión Mixta, formada por ambas ramas del Parlamento, pudiera lograr un acuerdo, superar las diferencias surgidas entre ellas y aprobar en lo sustancial el proyecto del Gobierno.



Mi optimismo se basaba: primero, en que varios señores Senadores de Oposición, aun votando en contra la idea de legislar, habían manifestado su disposición a revisar su postura; segundo, en que los detractores de la preceptiva se habían apoyado principalmente en aspectos formales o procesales, más que en impugnar su contenido de fondo, y, tercero, en que los dos pilares de la iniciativa legal —la igualdad ante la ley (en este caso, el término de los privilegio injustificados de que gozan procesalmente los uniformados) y la segregación carcelaria para facilitar la seguridad de los condenados— fueron, generalmente, compartidos en el debate.



Felizmente —aunque no exento de problemas y de tensiones, y por razones diferentes—, así ocurrió.



Por caminos distintos y por motivos no necesariamente coincidentes, por nueve votos y una abstención —del representante de los Senadores institucionales— se aprobó un acuerdo político que contiene la solución al diferendo producido.



Dicho acuerdo recibió, además del respaldo expreso de los partidos, representados por los miembros de la Comisión, el apoyo del Gobierno expresado por los Ministros del Interior, de Justicia y de la Secretaría General de la Presidencia.



El mismo acuerdo mantiene, en lo sustancial, los dos pilares en los cuales descansa la iniciativa legal.



En lo que concierne a la igualdad ante la ley, se acordó una modificación al Código de Justicia Militar, consistente en la introducción de un nuevo artículo 137 bis, que en la parte pertinente señala: "En consecuencia, la circunstancia de existir un mandamiento de detención o prisión expedido con anterioridad o posterioridad al momento de hallarse ejecutoriada la sentencia, no obstará al cumplimiento de la pena, ni modificará el régimen penitenciario al que, en conformidad al Reglamento, deba someterse el condenado.".



En lo que se refiere a radicar el estudio, conservación, ampliación y construcción de establecimientos carcelarios en Gendarmería, dependiente del Ministerio de Justicia, para hacer efectivo el principio de la necesaria segmentación, se aprobó esa parte del proyecto en la misma forma como lo había despachado la Cámara de Diputados.



Respecto al primer punto —la modificación del Código de Justicia Militar—, se obtuvo sólo parcialmente lo que el Gobierno, la Cámara de Diputados y la Concertación en el Senado perseguían, por oposición tanto de la Derecha como del representante de los Senadores designados. Sin embargo, se avanzó substancialmente en la dirección correcta.



Mediante la norma a que me he referido, los uniformados que, a través del debido proceso, sean condenados por la justicia a prisión, por delitos comunes —especialmente violaciones graves a los derechos humanos—, deberán cumplir su condena, al igual que todos los chilenos, sin excepción, en establecimientos penitenciarios y no en casinos, hospitales o cuarteles. Tampoco se podrá impedir que ello ocurra mediante los subterfugios o resquicios que, hasta ahora, se vienen empleando para evitarlo, lo que la citada disposición suprime.



Si bien esa norma no es completa, ni tampoco es el ideal, alcanza lo posible de obtener, atendido el hecho real de que, debido al sistema electoral vigente y la implantación de los Senadores institucionales, la mayoría del país es minoría en el Senado, y éste rechazó la idea de legislar.



Lo anterior no nos impide reconocer el importante avance logrado, que evitará que violadores de derechos humanos puedan eludir las penas que los tribunales les impongan y se haga justicia en la materia. Ello tampoco nos impide destacar la buena disposición de los Parlamentarios opositores que integraron la Comisión Mixta, especialmente su Presidente y los señores Diputados que concurrieron al acuerdo político para superar las diferencias surgidas entre ambas ramas del Congreso Nacional y aprobar la iniciativa del Gobierno del Presidente Frei, como lo hizo esta mañana la Cámara Baja. Confío que en esta oportunidad el Senado procederá de igual manera.



Votaré favorablemente.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.— Señor Presidente, los Senadores de la bancada socialista fundamentamos ayer, a través de la intervención del Honorable señor Ominami, nuestra posición de fondo respecto del proyecto en debate, cuya idea de legislar fue rechazada en esta Alta Corporación. Junto con su testimonio personal, el señor Senador informó que, a nuestro juicio, el artículo 1° importaba un avance sustantivo en cuanto a establecer también en el Código de Justicia Militar el principio constitucional de la igualdad ante la ley.



Al ser rechazada la idea de legislar por parte del Senado, concurrimos a la Comisión Mixta y suscribimos el acuerdo que dieron a conocer el Secretario del Senado y el Presidente de dicha Comisión, porque, básicamente, sin perjuicio de que pensamos que el texto despachado por la Cámara de Diputados significaba un avance mayor en cuanto a reformar el Código de Justicia Militar, al no existir en el Senado —por su composición— las mayorías políticas suficientes, aprobar el proyecto propuesto ahora a la Sala constituye un avance, aunque menor al que deseamos.



La iniciativa dispone que todas las condenas por delitos que no sean militares, cometidos por miembros o ex miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden, serán cumplidas en el sistema penitenciario normal y regular del país. Por lo tanto, pensamos que esto constituye un paso adelante.



En segundo lugar, se ha planteado —a nuestro juicio, legítimamente— la exigencia de que acordemos políticamente no modificar este artículo del Código de Justicia Militar en el curso del presente período legislativo. Y sin perjuicio de tener una opinión contraria, hemos accedido a firmar el compromiso político en el entendido de dar estabilidad en el tiempo a esta norma. Y, como dice el texto, asumimos dicho compromiso por un plazo determinado, que es el período legislativo actual.



Quiero dejar expresa constancia en la Sala de lo planteado en el día de ayer en la Comisión Mixta, en cuanto a que el compromiso se refiere estrictamente a lo que está pactado. Ello no significa que el Gobierno, los Partidos que los suscribimos o los Parlamentarios nos abstengamos de presentar iniciativas tendientes a modificar otras disposiciones del Código de Justicia Militar durante este mismo período. Por lo tanto, dejo señalada esta reserva que también se hizo en la Comisión Mixta, y que forma parte, asimismo, si no del acuerdo escrito, del compromiso suscrito por todos los que asistimos a la sesión mencionada.



Señor Presidente, nuestra conducta durante todo este proceso ha sido tomando en consideración no sólo el texto del proyecto que estamos dispuestos a aprobar, sino que también, las circunstancias en que se desarrollan en el país determinados juicios, especialmente el que se sigue en contra de los instigadores intelectuales del asesinato de Orlando Letelier, en Washington, durante el Régimen militar, el cual tiene la más alta importancia para restablecer la credibilidad en la justicia y la justicia que demanda Chile.



Estamos convencidos, desde el punto de vista ético y jurídico, que al aprobar este proyecto se crean condiciones más adecuadas para que definitivamente se haga justicia en este caso tan vital para la convivencia nacional, y que de ser condenados —como esperamos, porque hay una demanda de justicia evidente—, Contreras y sus cómplices efectivamente cumplan sus condenas en una cárcel normal, regida por el sistema penitenciario común.



Por estas razones jurídicas y políticas, y estando claramente conscientes del compromiso suscrito y de nuestra voluntad de cumplirlo cabalmente, concurrimos con el voto a través de nuestros representantes en la Comisión Mixta, y haremos lo mismo en esta oportunidad. Cada señor Senador tendrá sus razones, pero todos los de esta bancada aprobaremos el proyecto de ley que se somete a nuestra consideración.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor SULE.— Señor Presidente, terminemos el debate y fundamentemos el voto.

El señor LARRAIN.— Entonces, usaré de la palabra al votar.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Señor Bitar, ¿hará uso de la palabra ahora o lo hará durante la votación?

El señor BITAR.— También lo haré al fundamentar el voto.

El señor NUÑEZ (Vicepresidente).— Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el Informe de la Comisión Mixta.



—(Durante la votación).
El señor ALESSANDRI— Señor Presidente, en vista del esfuerzo desplegado por los integrantes de todos los Partidos, inclusive del Gobierno —hay que destacar la actuación de distintos señores Senadores y de la señora Ministra de Justicia—, como se trata de un acuerdo general, no podría dejar de prestar mi aprobación al compromiso mencionado y al proyecto en discusión.



Por otro lado, lamento que en las intervenciones se estén haciendo referencias personales —indudablemente cada uno es dueño de decir lo que quiera—, dando por establecidas una serie de culpabilidades en circunstancias de que la sentencia no ha sido dictada todavía. Estimo que una persona es culpable cuando hay antecedentes fundados y se dicta una sentencia condenatoria.



De manera que, con esa salvedad, voto que sí.

El señor BITAR.— Señor Presidente, la transición a la democracia es un proceso difícil, es un avance complejo —lo hemos visto una vez más en este debate— pero, lamentablemente, demasiado lento para lo que desean los chilenos. Sin embargo, hoy estamos dando un pequeño paso más.



Siento que no se haya aprobado el proyecto como se había sugerido ayer y como venía de la Cámara de Diputados, pero, de todos modos, este paso es mejor que nada.



Por consiguiente, debido a lo que ahora se aprueba, no habrá excusas para que un condenado que sea militar se exima de la cárcel por estar afecto a otro proceso. Estimamos que lo propuesto es un paso útil y, por tal razón, lo respaldamos.



Respecto de la limitación impuesta en el acuerdo político, quiero señalar que éste, naturalmente, choca a los Senadores del Partido por la Democracia. No logro comprender el hecho de que no existan en el Senado los votos suficientes —y ésta es una realidad— para hacer modificaciones adicionales, como muchos deseamos.



Entiendo que este acuerdo —y así lo interpreto— es un compromiso que consiste en que durante tres años no se modificará la norma que establece que los militares procesados por delitos comunes se queden en recintos militares. Pero no limita propuestas más amplias que modifiquen otras materias del Código de Justicia Militar. En ese sentido, me sumo al compromiso y voto que sí.

El señor CALDERON.— Señor Presidente, lamento que el Senado no haya aprobado el proyecto despachado primitivamente por la Cámara de Diputados, y ello obedece, precisamente, a la correlación de fuerzas en el Parlamento, que no refleja el sentir del país.



No obstante, creo que, en cierta medida, en el acuerdo a que se llegó están rescatados los dos principios fundamentales del proyecto del Gobierno. Sin embargo, me parece que ello es relativo en cuanto al primero de ellos, referente a eliminar el privilegio de determinados uniformados, porque queda claro que los militares condenados van a cárceles comunes, y allí termina el privilegio, pero no termina para los procesados, a pesar que la Cámara había considerado también este aspecto en la iniciativa. De manera que para los militares procesados queda en pie el privilegio de permanecer recluidos en recintos militares, contra lo que tanto se ha reclamado.



No obstante, reitero: una cosa son los deseos y otra las correlaciones políticas. Me hubiese gustado avanzar mucho más, precisamente en bien de la conciliación y de una mejor relación entre civiles y militares. Y un cambio más sustantivo del Código de Justicia Militar habría ayudado a ese proceso.



Debo señalar que la discusión que ha vivido el país en ningún modo ha tenido un carácter administrativo. Fue un alegato político. Es un tema central de la democracia el que ha estado en juego, y eso creo que ha servido. Independientemente de algunos hechos desagradables, creo que el proceso ha sido positivo para el país. Nos ha hecho bien este debate. Colocó en el centro de la atención de todos el problema de los derechos humanos. Ese es el fondo de la discusión que ha realizado el Parlamento y todo Chile.



Por consiguiente, no gustándome del todo el acuerdo, lo apoyaré, porque entiendo que es un avance. Pero quiero señalar, también, con mucha fuerza, que no me ata para nada el acuerdo político marco a que han llegado sobre esta materia algunos Ministros y Parlamentarios. Creo que cada Senador es responsable de sus actos. No estoy conforme con él; desconozco en qué condiciones se alcanzó. Imagino que quienes lo suscribieron habrán tenido sus razones, pero —reitero—, como Senador, no me siento atado en mi accionar. En cualquier caso, los Honorables colegas de la Concertación que me han precedido en el uso de la palabra han señalado bien claramente qué entendieron por ese marco, en el sentido de no modificar el Código de Justicia Militar durante un determinado período, que lograron reducir. Me gustaría que en el curso del debate quedara muy esclarecida la materia.



Voto a favor.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, en el día de ayer el Senado tomó una decisión que nos llevó a una Comisión Mixta, en la cual se ejercitó, una vez más, la capacidad de llegar a acuerdos. Naturalmente, éstos nos obligan a renunciamientos y concesiones, pero ello es de la esencia del debate democrático y de los esfuerzos que sistemáticamente ha realizado el Senado para aprobar normas que conlleven estabilidad y signifiquen un aporte al proceso democrático que vive el país.



Desde esa perspectiva, entendiendo que el problema ha sido presentado como una cuestión de igualdad ante la ley, pero que su verdadera raíz se halla en desavenencias producidas al interior del Gobierno, hemos concurrido a la suscripción del acuerdo y a la entrega de nuestra conformidad con el texto aquí leído. Y queremos rescatar en éste el sentido de honor y de compromiso que tienen tanto su redacción como su marco político. Estamos hablando de una modificación al Código de Justicia Militar, que se expresa en el texto de la ley, así como de un consenso político que le entrega a esa norma estabilidad en el tiempo y de una cláusula de empalme respecto del período en que podrá producir efectos. Y, en lo personal, a diferencia de lo que algunos han dicho, me siento comprometido con lo acordado por la Comisión Mixta y suscrito por Parlamentarios de mi Partido.



Voto que sí.

El señor FERNANDEZ.— Señor Presidente, en el día y en la noche de ayer trabajamos arduamente en la búsqueda de una solución para un problema real que se había presentado, y en esa búsqueda se logró una amplia y muy fructífera coincidencia respecto de un tema extraordinariamente delicado.



Como aquí se ha expresado, son muchas las formas de aproximarse a una solución y, por cierto, desde distintas posiciones. Pero el hecho concreto y real es que se llegó a determinada fórmula, que es la que se halla consignada en el informe de la Comisión Mixta.



No concurrió al acuerdo político, por algunas dudas respecto a la forma como él se estaba materializando, no relacionadas con el fondo del tema, en cuya consecución tuve activa participación. Sin embargo, la votación registrada esta mañana en la Cámara de Diputados demuestra, claramente, la voluntad inspiradora del acuerdo alcanzado ayer y disipa todas las dudas que justificaban mi abstención, razón por la cual apruebo el informe de la Comisión Mixta.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, ayer manifesté algunas objeciones al proyecto. Entiendo que ha habido un avance gradual en la solución buscada. Sin embargo, no puedo votar por estar pareado con el Senador señor Matta.

El señor HUERTA.— Señor Presidente, por existir concordancia entre el texto propuesto y lo fundamental de la intervención que realicé ayer en la Sala, voto que sí.

El señor LARRAIN.— Señor Presidente, dos son los principios que, a nuestro juicio, están en juego en esta materia y que han presidido nuestras actuaciones en la misma. Uno de ellos es el principio de igualdad ante la ley, según el cual las sanciones a condenados por la justicia deben aplicarse a todos en la misma forma, y el otro dice relación a la posibilidad de crear lugares de reclusión diferentes cuando ello se justifique por razones objetivas.



Estos principios no nos parecieron debidamente resguardados en el proyecto original, aparte de que éste se inscribía en un ánimo y un ambiente enrarecidamente políticos, por problemas internos de la coalición de Gobierno, todo lo cual nos hizo pensar en la inconveniencia de apoyar la iniciativa.



Sin embargo, en la Comisión Mixta logramos avanzar y llegar a un acuerdo que, con todas las limitaciones que pudiere tener, nos satisface, fundamentalmente, por tres motivos.



El primero, porque se ha encontrado una solución nueva, que además nos parece justa, cual es la de definir con claridad el lugar donde deberá cumplirse la reclusión de los condenados, sin que procesos anteriores o posteriores puedan llevar a eludir el cumplimiento fidedigno de la sentencia establecida por esta vía. Compartimos este planteamiento, que se inscribe dentro de los principios esenciales.



En segundo lugar, porque se han dado a la autoridad las herramientas necesarias para que pueda garantizar la seguridad de todos los condenados, de acuerdo con la situación particular de cada uno de ellos, y se ha dado el plazo —el empalme, como se lo ha llamado— para que la aplicación de la norma se cumpla sin producir alteraciones al principio fundamental aludido, dadas las situaciones que están en juego.



Y, en tercer lugar, porque el compromiso incluye, a diferencia de lo que algunos han señalado, un marco de estabilidad, pues los suscriptores del acuerdo, quienes firmaron por sí y en representación de sus partidos, aparte de las autoridades de Gobierno —y esto fue claramente reafirmado en la sesión—, aseguraron que él se va a mantener sin alteraciones, por iniciativas que se promuevan en el Congreso, sean éstas mociones o mensajes, hasta marzo de 1998. Esto, naturalmente, da estabilidad a una materia muy importante, evita las tensiones, y permite, una vez definido con claridad un principio que a todos nos parece justo, dar por superada una situación que ha generado dificultades y tensiones.



Por todas estas razones, el acuerdo nos ha parecido conveniente. Y, así como algunos han comprometido en esta materia su honor, nosotros también comprometemos el nuestro.



Queremos agradecer a las autoridades la comprensión que han tenido frente a nuestras posiciones, que fueron recogidas en este acuerdo, y, al mismo tiempo, manifestar que hemos obrado conforme al espíritu de reconciliación que siempre ha animado nuestras actuaciones en este terreno, seguros de que con ello contribuiremos a afianzar y fortalecer la democracia y las relaciones cívico-militares, que son tan importantes, habida consideración de nuestra historia. Y quiero acotar que, para estos acuerdos, la Unión Demócrata Independiente estará siempre disponible.



Por tales consideraciones, voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor LARRE.— Señor Presidente, consecuente con la voluntad que demostramos en el día de ayer para alcanzar un acuerdo político, y seguro, además, de que este acuerdo permitirá con el tiempo lograr plena armonía entre todos los chilenos, voto que sí.

El señor MARTIN.— Señor Presidente, comparto ampliamente lo expresado por el Honorable señor Fernández, y por ello también voto a favor.

El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto.



Escuchamos a un señor Senador una explicación respecto del período de transición y ciertas observaciones acerca de la conformación del Senado, temas respecto de los cuales, a mi juicio, la experiencia de estos años nos permite sacar algunas conclusiones.



Opino que la transición fue conveniente y sana para el país. Personalmente, estimo —y creo que todos, en general— que podemos estar orgullosos de ese período, bastante difícil. Sin embargo, la discusión de ayer constituyó en este sentido un retroceso, renacieron heridas y nos vimos envueltos en discusiones que hacía tiempo que no habíamos tenido, y que ojalá no se repitan.



Nos encontramos ahora, apremiados por el tiempo, tratando modificaciones al Código de Justicia Militar que las instituciones castrenses no tuvieron siquiera la posibilidad de ver y analizar. Y yo le pregunto al mismo señor Senador cómo ha reaccionado su partido cuando, en alguna circunstancia, el Gobierno ha enviado, sin consultarlo, algún proyecto de ley. De las informaciones de prensa se deducía su molestia. Pero siempre les ha cabido, democráticamente, una participación en el Senado. En cambio, los institutos armados, si no son consultados por el Ejecutivo, o, en su oportunidad, por las Comisiones, les es imposible hacer presente sus observaciones.



Eso es lo que ha sucedido con estas modificaciones. Y de allí mi insistencia en el día de ayer. El Código de Justicia Militar debe tener estabilidad, y sus enmiendas —pues es factible de perfeccionamiento— deben ser formuladas con cuidado, moderación y en tiempo prudente.



Hoy día, después del trabajo realizado anoche por la Comisión Mixta, prevalecerá en mí el interés nacional, dejando de lado la premura con que se ha visto este proyecto. Lo votaré favorablemente, teniendo muy en cuenta que tanto los señores Senadores como los Ministros que participaron en la Comisión se comprometieron a que por lo menos los artículos que ayer fueron estudiados y modificados tendrán estabilidad.



Por tales razones, voto que sí.

El señor OMINAMI.— Señor Presidente, ayer intervine para fundar la posición de nuestra bancada respecto de este proyecto de ley, y, muy brevemente, deseo ahora expresar mi satisfacción por el hecho de que él tema de los derechos humanos ha vuelto a constituir una de las preocupaciones de este Parlamento. Una vez más ha concitado la atención del país. Y, contrariamente a lo que señalaba el Honorable señor Mc-Intyre, lo considero un hecho positivo.



Los problemas, las heridas, por profundas que sean, allí están, y no sacamos nada con intentar desconocer su existencia. La única manera de enfrentarlas, a mi juicio, es discutir las razones que las provocaron y buscar los medios para que efectivamente cicatricen.
-



Creo que el haber podido analizar esta materia durante esas horas ha constituido un hecho favorable en tal dirección. Y estoy también satisfecho porque, con todo, se ha producido un avance en un tema que consideramos fundamental: la aplicación práctica del principio de igualdad ante la ley.



¿Es completamente satisfactorio el acuerdo? Digámoslo con franqueza: no, no lo es. Se mantienen todavía privilegios y tratamientos de excepción, y debemos continuar esforzándonos para eliminarlos de nuestro país. En todo caso, estoy plenamente consciente de que estos avances han registrado una contrapartida muy precisa: determinados compromisos contraídos en el curso de la discusión y que hicieron posible que la Comisión Mixta llegara a un resultado positivo.



No me gustan esos compromisos, pero los asumo plenamente, por estimar que forman parte del esfuerzo realizado durante nuestras discusiones y que, en consecuencia, deben ser respetados.



Voto que sí.

El señor SIEBERT.— Señor Presidente, celebro que el acuerdo logrado anoche en la Comisión Mixta, con la presencia de más de 25 Parlamentarios —al menos, fueron los que yo conté—, tres Ministros de Estado y varios presidentes de partidos políticos, haya variado sustancialmente el proyecto original y el que aprobó la Cámara de Diputados y que yo, en el día de ayer, contribuí a rechazar en el Senado.



Ojalá que la aprobación de este proyecto contribuya efectivamente a una reconciliación nacional, y celebro, adicionalmente, que esta normativa legal tenga el marco de estabilidad avalado por los concurrentes al acuerdo político suscrito.



Voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor SINCLAIR.— Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto.



Reiterando lo aseverado ayer durante la discusión del proyecto, en el sentido de que fue producto de un desencuentro político al interior del Gobierno, deseo manifestar que, por las rectificaciones introducidas por la Comisión Mixta a la iniciativa original —ello resguarda las normas del Código de Justicia Militar—, y especialmente por el compromiso explícito asumido por los señores Ministro del Interior, Ministro Secretario General de la Presidencia y la señora Ministra de Justicia, junto con los Honorables Senadores y Diputados integrantes de la Comisión Mixta, en cuanto a que este acuerdo configura un marco legal que no se modificará durante el actual período legislativo, expreso mi voto favorable, puesto que los intereses de nuestras Fuerzas Armadas y de Orden han quedado debidamente resguardados.



He dicho.

El señor SULE.— Señor Presidente, ayer dimos a conocer nuestra posición respecto de los puntos esenciales contenidos en el proyecto del Ejecutivo. Reitero nuestra decisión, pero quiero además hacer algunos comentarios acerca de algunas ricas experiencias que deben quedarnos después del debate en torno de un proyecto tan diversificado, no obstante contener sólo tres artículos.



Sin lugar a dudas, después del análisis de esta iniciativa ha quedado una riquísima fuente del Derecho para el Parlamento y el país. También ha quedado en claro que la discusión áspera y contradictoria es positiva, si se funda en la buena fe y el respeto recíproco.



La sola circunstancia de que hayamos llegado a un acuerdo final en la Comisión Mixta señala que fue positivo el debate. Si no hubiéramos arribado a él, es evidente que se habría profundizado las heridas y debilitado el proceso hacia la reconciliación nacional.



Aquí, de una u otra forma, ha existido inquietud respecto de algunas cosas. Una de ellas es el compromiso político de no innovar en el plazo que resta —tres años— de la legislatura actual.



Quiero señalar que no debemos elevar a rango de sofisma esta situación, porque el acuerdo se logró a mayor abundamiento —otros podrían decir que es casi un pleonasmo—, pues quienes con todo derecho nos lo solicitaron tienen mayoría en el Senado. No lo digo en sentido peyoritario, sino para que las cosas queden muy en claro en esta materia.



Además, estamos comprometidos a respetar el acuerdo. Pero, obviamente, ello no obliga a los Parlamentarios que en determinado momento quieran plantear alguna modificación sobre el asunto. Creo que no ocurrirá eso, porque nadie hace cosas que no tengan un resultado final.



Ahora, también deseo destacar que en el transcurso del debate quedó en evidencia que es indispensable que el Gobierno —y así lo ha anunciado la señora Ministra— envíe a la brevedad posible un conjunto de modificaciones al Código de Procedimiento Penal con el objeto de regularizar el cumplimiento de las penas, al margen del problema del Código de Justicia Militar.



Al mismo tiempo, ha quedado muy en claro que las posiciones de la ciencia moderna y de la doctrina contemporánea nos están indicando que las normas sobre ejecución de la pena y de las medidas que se adopten al respecto —se acreditó durante la discusión en la Cámara de Diputados— deben ser establecidas por el juez que lleva el proceso.



Por las consideraciones expuestas y por las que di a conocer en la reunión de anoche y de esta madrugada, voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor THAYER.— Señor Presidente, votaré a favor del informe.



Compartía la esperanza de muchos en el sentido de que el tiempo que nos faltaba, constreñidos por el trámite de la "Discusión Inmediata", se podía recuperar con un esfuerzo denodado, inteligente y juicioso de parte de la Comisión Mixta. Como chileno, deseo manifestar mi agradecimiento por el esfuerzo callado, silencioso, pero sacrificado con que desarrolló su labor ese organismo en la tarde de ayer y en la madrugada de hoy, hasta poner término a un largo proceso con la evacuación del informe que en este momento estamos votando.



Como todos los señores Senadores, he asistido a una discusión a veces tensa, ciertamente difícil, porque el problema pasa por una de las llagas más angustiosas de nuestro país: la inhumanidad del sistema carcelario. Hacerlo humano es tarea común, de todos. Y parte importantísima de las dificultades que hoy se suscitan y de la creencia en indebidos privilegios deriva de la situación de que sólo algunos alcanzan la posibilidad de un trato humano que debiera ser patrimonio de todos.



Nuestro sistema penal no contempla sanciones infamantes. Sólo la pena de presidio o reclusión limita la libertad. Por consiguiente, todo lo que exceda la restricción a ésta rebasa la sentencia del juez y el objetivo propio de la pena. La inhumanidad que afecta a los detenidos y presos preventivos —ellos no están soportando una pena, sino una medida restrictiva de la libertad, derivada de exigencias del proceso y de la seguridad pública— o la que sufren quienes están condenados, son factores adicionales que, con el desarrollo, la comprensión social y el esfuerzo de todos, deben suprimirse, para hacer posible el efecto regenerador de la pena.



Finalmente, debo manifestar que me satisface que a través de este debate —repito—, a veces duro y quizás ingrato, se haya producido conciencia pública en torno de un objetivo que es clavé para el sistema penitenciario y, en ese sentido, para el Derecho Penal: los recintos carcelarios no deben ser una fuente de promiscuidad que permita el contagio delictual; la segregación, la segmentación y la especialidad tienen que posibilitar la regeneración social del afectado por una pena.



Por esos valores luchó denodadamente —debo destacarlo; antes lo hizo el Honorable señor Alessandri— la señora Ministra de Justicia, a quien manifiesto mis sinceras felicitaciones.



Voto que sí.

El señor VALDES.— Señor Presidente, me permitiré usar de la palabra al fundamentar el voto, porque con ocasión del debate general me encontraba en Brasil.



He sido y soy acérrimo partidario de los consensos. Lo he demostrado en la Cámara Alta y desde antes de ocupar el cargo de Senador.



El mundo camina hacia los consensos, y creo que el pueblo chileno reclama de quienes tenemos responsabilidades políticas que hagamos los mayores esfuerzos para lograrlos, porque sólo sobre la base de ellos se construye y consolida la democracia.



Vivimos épocas en que aquello no era posible, y sucedió lo que todos lamentamos.



Señores Senadores, puedo hablar con propiedad de cárceles. Estuve dos veces encarcelado. La primera vez sufrí vejamen: fui arrojado al suelo y castigado físicamente. En la cárcel pública permanecí junto a delincuentes a cargo de un cuádruple homicida, condenado a presidio perpetuo, apodado "Cara de Tiburón" (me hice muy amigo de él).



No reclamé por mi condición de abogado, de ex Ministro, de ex profesor universitario o de ex Subsecretario de las Naciones Unidas: alegué por mi libertad —y la obtuve de la Corte Suprema en ambas ocasiones—, porque creo en la igualdad ante la ley, aunque ésta sea dura. Y para mí fue extremadamente dura.



Por tanto, pienso que toda persona que ha cometido un delito debe ser sometida al mismo régimen, ojalá el más benigno y respetuoso posible, atendidas la seguridad y la condición humana. Creo que el mundo avanza hacia la igualdad de derechos en la libertad y de tratamiento en la penalidad. Lo demás son rémoras y consecuencias de la historia.



Al mismo tiempo, debo decir, con igual fuerza, que creo en la necesidad de la segregación —ella se practica en los países civilizados— de las mujeres, los niños, las personas de mucha edad, los terroristas y quienes requieren condiciones de seguridad, porque es deber de la comunidad, del Estado, garantizar al que está privado de libertad —ésa es la pena— que no se agregarán riesgos, como pueden ser la venganza, la falta de respeto y, aun, la muerte. Lo que importa es la privación de libertad, que está consignada en los Códigos.



Por lo tanto, soy partidario de la segregación y de que existan cárceles especiales, no en el sentido del tratamiento —nuestro sistema carcelario corriente es lamentable y debe mejorar—, pero sí en cuanto a la separación de los reclusos, de modo de darles seguridad. No creo que en Chile haya nadie superior a otro, sea cual fuere el rango tenido en la vida. Quien ha cometido delito debe pagar por él en igualdad de condiciones.



Aquí se ha conseguido un consenso positivo; es un avance en esa dirección, que -—creo— es la de la civilización. Y estoy muy contento de que se haya logrado. Es evidente que no satisface a todos, como sucede en la generalidad de los casos. Pero se superó un trance difícil; constituye una seguridad para quienes pueden verse amenazados, y conlleva el acatamiento de la norma de .nuestra Constitución que dispone que todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos.



Por ello, voto que sí. Y, al hacerlo, rindo también homenaje a la señora Ministra de Justicia, quien, con un esfuerzo y una inteligencia que admiro, ha hecho posible el feliz logro de que la ley en proyecto sea apoyada por una mayoría muy respetable del Senado.



He dicho.

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, existe una suerte de versiones contradictorias en relación con esta iniciativa. Algunos se sienten de alguna manera vulnerados o presionados, por estimar que su tramitación ha sido un tanto apresurada, como si no fuera siempre así. En verdad, son muy pocas las cosas que uno hace con la debida calma o con el suficiente tiempo. La mayoría de las veces nos vemos urgidos, sobre todo ante problemas de carácter social o frente a situaciones como ésta.



Para otros —se señaló en el debate de ayer y se ha repetido hoy en cierta medida—, el acuerdo alcanzado (y lo tradujo muy bien el señor Presidente de la Comisión Mixta) no es más que una simple adecuación entre dos normas aparentemente en pugna: los artículos 86 del Código Penal y 137 del Código de Justicia Militar.



Seamos claros para decir que hubo una interpretación abusiva y errada del artículo 137 en referencia, pues no puede suponerse el deseo del legislador de que no se cumpla la pena privativa dé libertad dispuesta en una sentencia ejecutoriada por el solo hecho de existir un proceso pendiente en el que se haya decretado la prisión preventiva del condenado por ser militar. A este respecto hubo abuso. Y me parece muy bien lo planteado en cuanto a que esto dejará las cosas en su lugar y a que primará el artículo que siempre debió prevalecer.



Cuando leí la primera aproximación a este acuerdo, que el Senador señor Arturo Frei tradujo en la modificación de esos dos artículos, la pregunta que uno se hacía era: "Bueno, ¿por qué no se aprueba?".



Ayer, cuando volví a casa, mi hijo me preguntó la razón para llegar tarde. Traté de explicarle, y no pude hacerlo. Porque, ¿cómo hacer entender a un menor algo tan simple y que no tenía vigencia? Eso no tiene explicación.



Ahora, lo que más me cuesta comprender es que haya sido necesario llegar a un compromiso en cuanto a que esto no puede ser alterado en el futuro.



¡Por Dios! ¡Qué podría ser alterado en el futuro!



Yo visualizo una sola cosa: que un procesado que es militar deba ir a una cárcel común. Sería lo único que podríamos alterar.



Si me lo plantearan hoy —lo digo con toda claridad—, atendidas ciertas razones y determinados casos, no necesitaría este acuerdo. Pero se nos lleva formalmente a él.



Eso es lo que a uno lo fuerza.



Ya lo sostuve claramente: si para que en Chile impere el Estado de Derecho y se cumplan las sentencias que dicten los jueces de acuerdo con su jurisdicción es indispensable la existencia de cárceles con determinadas características para ciertas situaciones, me parece bien, si es el precio que se debe pagar; no veo inconvenientes. No es ése mi problema.



Insisto: los citados dos artículos de los Códigos Penal y de Justicia Militar no requerían de acuerdos.



Quienes en los últimos días han alzado la voz para defender a los militares lo han hecho muy mal. Porque la opinión pública y las futuras generaciones van a pensar en cuál es el sentido de vestir uniforme. La disciplina no es lo que más caracteriza a las Fuerzas Armadas —tengo gran admiración por ellas—; es condición para otra cosa. Es el honor lo que está detrás. Por eso las gestas de la historia patria que nos enorgullecían cuando las estudiábamos, pues los soldados y marinos chilenos supieron preservar el honor militar. Pero los hombres de armas que faltan al honor y mancillan el uniforme dejan de ser militares. Y ahí, en consecuencia, no veo la necesidad de buscar acuerdos o compromisos más allá de lo que cada uno debe entender por Instituciones Armadas.



Señor Presidente, votaré a favor del informe. Pero —lo digo con toda sinceridad— me violenta la forma como se llegó al acuerdo. Y me violenta todavía más que se busquen consensos cuando lo que precisamos es discutir, conversar y llegar a definiciones serias, y no tener temor. ¡No tener temor! Porque los acuerdos que se logran en base al temor y la sospecha caen a los pocos pasos, a los siguientes pasos. Los acuerdos definitivos son los que nacen de un real espíritu de reconciliación, que es el que me anima a estar en este lugar.



Por eso, por respeto a esas Instituciones, no puedo hoy sino dejar sentada mi posición.



Voto que sí.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, las palabras de los señores Senadores que me han antecedido me pueden ahorrar muchos juicios, porque coincido con ellas. Sin embargo, quiero dejar precisada mi posición.



En primer lugar, soy contrario a cualquier cárcel de tipo especial en la que pueda recluirse a personas en razón de su profesión, oficio o cualquier otra condición.



En segundo término, así como es la igualdad ante la ley lo que primero me inspira en el planteamiento recién formulado, soy partidario de que sea obligación del Estado y de la sociedad resguardar la integridad de la persona, sea preso u hombre libre, y, por lo tanto —como ocurre; y existe legislación al efecto—, de que haya recintos en los establecimientos carcelarios, o anexos a ellos, para velar por la seguridad de esos procesados o condenados.



Creo que el proyecto planteado por el Gobierno, en lo relativo al artículo 1°, intentó buscar en parte la aplicación del principio de la igualdad ante la ley al modificar el artículo 137 del Código de Justicia Militar haciéndolo coincidente con lo dispuesto en el artículo 86 del Código Penal. Y debía proceder en tal sentido, por cuanto la aplicación que hoy se da al artículo 137 no es la que corresponde, en ningún caso, al espíritu que tuvo el legislador cuando lo dictó. En efecto, a través del subterfugio o del resquicio, a las personas que visten uniforme, pese a haber sido condenadas por sentencia ejecutoriada, por el hecho de iniciárseles un proceso, se les mantiene en lugares que no son cárceles, sino precisamente en establecimientos militares. En ese sentido, el acuerdo logrado en la Comisión Mixta consolida parte del avance, ya que sólo se refiere a los condenados. Se va a mantener —puede discutirse si es justo o no, desde el punto de vista jurídico— la discriminación entre los procesados que visten uniforme y quienes no lo visten.



En todo caso, espero que el Gobierno, al aplicar el artículo 2°, mediante el cual se hace una transferencia de facultades de un Ministerio a otro para construir cárceles, no lleve adelante la construcción de una cárcel especial para militares, sino que construya recintos en los actuales establecimientos carcelarios, o anexos a ellos, para resguardar la integridad física de cualquier persona, sea procesada o condenada, cuya seguridad se halle en riesgo. A mi juicio, desde el punto de vista de las Fuerzas Armadas, la construcción de una cárcel militar especial es atentar contra su propia dignidad.



Por otra parte, confío en que, cuando se inicie esa obra, no se dé razón a quienes piensen que estamos construyendo una cárcel para alguien con nombre y apellido, sino que, aunque no existiera ese recinto carcelario, el país sepa que esa persona, o cualquier otra, si es condenada, cumplirá la pena correspondiente en los establecimientos carcelarios de acuerdo con las dos normas antes mencionadas: la relativa a la igualdad ante la ley y a la seguridad de las personas.



Por lo tanto, si bien no es lo óptimo, estoy de acuerdo con lo propuesto en el informe de la Comisión Mixta en relación con el proyecto. Sin embargo, discrepo absolutamente del acuerdo político. Creo inaceptable e inconveniente que, en virtud de un acuerdo político, se pretenda limitar las potestades o mandatos que tienen las autoridades conforme a disposiciones legales y constitucionales. No es posible continuar en el país con algo que atenta directamente contra lo que constituye la base y la esencia de la democracia: que las minorías se impongan sobre las mayorías.



Para lograr la democracia, avanzar en ella, y en la transición de la misma —y al respecto concuerdo con el Presidente del Senado—, es necesario buscar acuerdos y consensos. Sin embargo, si bien hemos aceptado ese principio y admitido modificar la Constitución que recibimos del Régimen autoritario, sobre la base de sus propias normas, no es posible que, además, se nos imponga ahora la carga de que, para la aprobación de cualquier proyecto, debamos limitar la facultad que nos entregó la soberanía popular a fin de ejercer en el Parlamento la capacidad para enmendar las disposiciones constitucionales y legales que estimemos pertinentes para el mejor funcionamiento del país.



En esas condiciones, declaro que acato el acuerdo, pero que seguiré luchando en contra de él, porque lo considero malo para el país y malo para la democracia.



Voto que sí.

El señor NUÑEZ.— Señor Presidente, estoy absolutamente convencido de que en los regímenes políticos son fundamentales los acuerdos y los consensos. Además, no me cabe duda de que en los sistemas de partidos políticos —como es el nuestro— es bueno que existan. He participado todos los últimos años —incluso antes de ser elegido Senador— en muchos consensos y acuerdos con sectores políticos respecto de los cuales no necesariamente puedo compartir puntos de vista. Aún más: tengo la absoluta convicción de que el éxito de la transición chilena ha sido producto fundamentalmente de esta capacidad de acuerdo político y de racionalizar nuestros problemas.



Creo, sin embargo, que hay acuerdos políticos que a veces tienden a ocultar ciertas realidades. Y mi impresión es que, en las últimas semanas, hemos vivido algunas bastante dramáticas. Dramáticas, por lo menos, en dos sentidos. Tengo la sensación de que las fuerzas políticas —yo formo parte de una de ellas, de lo cual me enorgullezco— carecieron de toda la conciencia, que hoy tenemos, respecto de la naturaleza y alcance que significó el movimiento denominado "el boinazo". No supimos en su oportunidad —incluso, quienes pertenecemos a la coalición gobernante— que se intercambiaron memorándum entre el Gobierno y algunos de sus Ministros con mandos de las Fuerzas Armadas y, particularmente, del Ejército, acerca de este mismo tema.



He conocido algunos de esos textos. Más allá de su naturaleza y alcance, lo cierto es que en esta Sala se ha manifestado que estamos frente a presiones de poderes fácticos, que no son buenos para la democracia. En nuestro país existen presiones sobre la democracia, y eso no lo podemos ocultar. Y este acuerdo político, muy importante y que respeto, a veces tiende a esconder esa realidad.



No me gusta que estemos construyendo de hecho, aunque no lo declaremos, una suerte de democracia protegida. Todos aquí participamos conforme lo dicta nuestra conciencia y también actuamos sobre la base de nuestros principios y valores, pero, ciertamente, no me gusta la manera en que determinados fenómenos se presentan dentro de la realidad política del país, sin que a ellos los llamemos por su nombre. Y lo claro es que en Chile se ha ejercido presiones en un sentido que no corresponde a la naturaleza de un sistema democrático, porque han sido poderes fácticos, los que de alguna manera no están presentes en el Senado, pero que, sin duda alguna, no tienen expresión real en el sistema político del país.



En segundo término, señor Presidente, respeto este acuerdo; es más, lo respaldo, incluso en su pacto político, que tampoco es de mi agrado, porque, en verdad, constituye un autocercenamiento de nuestras atribuciones, lo que puede ser grave, ya que el día de mañana también podemos llegar a acuerdos políticos mediante los cuales no modifiquemos la Constitución en aspectos tan sustantivos como terminar con la institución de los Senadores designados o dejar sin efecto la norma que impide al Presidente de la República remover los Altos Mandos dé las Fuerzas Armadas. Podemos llegar a ese acuerdo —absurdo, a mi juicio—, de no modificar durante cuatro años, por ejemplo, esas disposiciones constitucionales, producto de las presiones o de la búsqueda de intentos para establecer consensos. Y eso no me gusta. Y creo que es malo, no para estas bancadas, sino para el sistema político democrático que todos —y así lo decimos— pretendemos construir.



En tercer lugar, me parece que, además, estamos ocultando ciertas realidades. Aquí, a lo mejor, resolveremos la forma como determinadas personas que cometieron delitos contra los derechos humanos podrían llegar a este tipo de cárcel, que, espero —como lo dijo el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra—, que no sean especiales, como de algún modo se dio a entender cuando comenzó a plantearse el tema. Pero el hecho real es que el país no se sentirá muy satisfecho. Esta es mi impresión después del acuerdo político. Seguimos ocultando ciertas realidades: cuando aparecen levemente temas relacionados con los derechos humanos, la sociedad chilena se convulsiona, y nosotros mismos nos decimos cosas que no mencionaríamos con motivo del tratamiento de otros asuntos. Respecto de estos últimos no nos tensionamos, pero sí lo hacemos cuando abordamos el tema de los derechos humanos. Porque hay problemas de fondo, porque hay realidades: miles —o cientos, para no exagerar— de personas que cometieron delitos contra los derechos humanos que están en las calles, libres. Pero hay cientos de detenidos desaparecidos cuyos cuerpos nunca , más aparecerán, como, de hecho, lo hemos ido sabiendo. Muchas personas sufrimos cárcel y nunca se nos explicó por qué estuvimos presos. No cometimos absolutamente ningún delito y, sin embargo, fuimos privados de libertad por un Régimen dictatorial. Además, miles de personas sufrieron de daños que son irreparables desde el punto de vista sicológico, social y cultural.



Eso es lo cierto, y no lo ocultemos entre nosotros, porque ésa es la realidad y la verdad histórica de nuestro país, que los acuerdos de este tipo —felizmente— no logran esconder; por el contrario, a veces, engañosamente, ocultan estas realidades.



Creo que debemos hacernos cargo de esa verdad y asumirla, porque ése es el problema de fondo: este país todavía está sometido a presiones indebidas para un Régimen democrático, y el tema de los derechos humanos aún no ha sido resuelto a cabalidad en la conciencia democrática de nuestro pueblo. Este es el hecho real.



Al votar favorablemente el proyecto no solamente lo hago porque soy militante de un partido político que ha suscrito dicho acuerdo, sino por cuanto pienso que aquél es bueno. Es un pequeño paso importante, significativo, pero que no es capaz de ocultar la insatisfacción, si el tema se considera desde la perspectiva de los dos principios que han estado presentes en el debate sostenido ayer y hoy: el de la igualdad ante la ley y el de la segregación. Y temo que esta iniciativa y los acuerdos políticos que la han respaldado no dan cuenta plenamente de esos dos principios sustantivos.



A pesar de lo anterior, y —como lo dije— porque tengo conciencia de que esto significa un paso, porque es importante llegar a este tipo de acuerdos y porque, además, hemos logrado otros de distinto carácter —a los cuales también he contribuido—, voto favorablemente.

El señor ERRAZURIZ.— Señor Presidente, si no hubiese sido por el problema político creado al interior de la Concertación, no habrían existido los problemas que hemos conocido durante la discusión de esta iniciativa legal. Y si no hubiese sido por la urgencia de "Discusión Inmediata" fijada por el Gobierno del Presidente Frei, se pudo lograr, en el Senado, en sus Comisiones de Trabajo y en esta Sala una ley aún más clara y mejor, que es de lo que se quejan algunos señores Senadores.



Al contrario de lo señalado ayer aquí por miembros de la Concertación, fue posible el despacho de un proyecto difícil, con sus limitaciones e imperfecciones. Entre ellas observo una que significa cierta discriminación en contra de los militares, pues la corrección que se introduce en los procesos y detenciones sólo se introduce al Código de Justicia Militar y no para los casos de la ley penal.



Sin embargo, celebro muy sinceramente el esfuerzo realizado para llegar a éstos acuerdos, los cuales, a mi juicio, nos comprometen a todos, pese a que no había ningún Senador de mi partido ni estaba yo presente en ellos, pues hemos delegado en nuestros mismos colegas soluciones convenidas. Y al haberlo hecho así, todos los que estamos aquí debemos ser solidarios con esos acuerdos, en lugar de decir, nuevamente rasgando vestiduras, que tales acuerdos no serían los correctos o pudieran haber sido mejores. Si así hubiese sido, los insto a que, con valentía y decisión, voten en contra. Pero se han pronunciado a favor al mismo tiempo que rasgan vestiduras.



No me gustan los acuerdos políticos de cúpulas partidistas resueltos fuera del Congreso y a espaldas de quienes hemos sido elegidos por el pueblo para legislar. Sin embargo, éste no es el caso.



Por eso, y pese a no compartir la delegación o traspaso de facultades a Gendarmería para llevar a cabo la construcción de cárceles —puesto que, de acuerdo con la ley, ello corresponde al Ministerio de Obras Públicas— y además porque estimo que se ha logrado equilibrio y equidad, de modo imperfecto, eso sí, como corresponde a todo lo que nace de la política y de todo acuerdo, voto que sí.

El señor VALDES (Presidente).— Terminada la votación.



—Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (32 votos por la afirmativa y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, Cantuarias, Errázuriz, Feliú, Fernández, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Huerta, Larraín, Larre, Letelier, Martin, Mc-Intyre, Núñez, Ominami, Otero, Páez, Piñera, Prat, Romero, Siebert, Sinclair, Sule, Thayer, Urenda, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Horvath y Lavandero.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora  ALVEAR (Ministra de Justicia).— Señor Presidente, en estos días hemos vivido momentos intensos, difíciles, y muchas veces tensos para todos. Ayer, a esta misma hora, la Cámara de Diputados había aprobado un proyecto cuya idea de legislar fue rechazada en esta Sala. Varios señores Senadores, cuando iban a emitir su voto, manifestaron su disposición de llegar a un arreglo en una Comisión Mixta. Eso se produjo en las horas de anoche y, felizmente, esta madrugada se arribó a una solución de consenso.



Señor Presidente, quiero enfatizar que esto fue un acuerdo y, como tal, para poder alcanzarlo, ciertamente todas las partes tuvieron que ceder. Desde luego, el Ejecutivo hubiese preferido el artículo 1° contenido en su mensaje y aprobado por la Cámara de Diputados. Sin embargo, en el Senado ese precepto no contó con respaldo ni siquiera para su idea de legislar.



Ayer, tras arduo trabajo en la Comisión , convinimos en introducir al Código de Justicia Militar un artículo 137 bis, donde, como se ha expresado, se estatuye en forma explícita que las personas condenadas, aun cuando tengan otros procesos pendientes, cumplirán sus penas de privación de libertad en recintos penitenciarios dependientes de Gendarmería de Chile.



Ese era uno de los objetivos que perseguíamos, como asimismo el de la segregación o segmentación al interior del sistema carcelario, como se señala en las ideas-fuerza del mensaje con que Su Excelencia el Presidente de la República envió esta iniciativa al Congreso Nacional.



Como dije, en un acuerdo todos ceden y, duda, nos hubiera gustado que prosperara el primitivo artículo 1°. No obstante, deseo agradecer el enorme esfuerzo desplegado por los distintos sectores, en el mejor ánimo de lograr un acuerdo que significará dar un paso adelante y que permitirá, mediante un texto discutido en este Parlamento, dejar claramente establecida en la ley la materia en cuestión, en los términos consensuados.



Reitero mi reconocimiento por la buena disposición, el esfuerzo y, por qué no decirlo, el grado de sacrificio que para muchos implicó este acuerdo.

El señor VALDES (Presidente).— Gracias, señora Ministra.



Terminada la discusión del proyecto.

APLICACION DE REAVALUOS DE BIENES RAICES NO AGRICOLAS
El señor VALDES (Presidente).— Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modalidades de aplicación de los reavalúos de bienes raíces que indica y modifica las leyes N°s. 19.000, 19.034 y 19.339, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


—Los antecedentes sobre el proyectó figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 35a, en 17 de enero de 1995.

Informe de Comisión:

Gobierno, sesión 39a, en 19 de enero de 1995.
El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión de Gobierno hace constar, en primer término, que la iniciativa tuvo origen en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República; que tiene urgencia calificada de "Discusión Inmediata", y que el inciso segundo del artículo 2° debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Política.



Después de dar cuenta de los antecedentes de hecho y de Derecho del proyecto, propone aprobar el texto despachado por la Cámara de Diputados, con la sola enmienda de suprimir el artículo 1° transitorio.

El señor VALDES (Presidente).— En discusión general el proyecto.

El señor PIÑERA.— Pido la palabra.

El señor VALDES (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, antes que todo, solicito a la Mesa recabar la autorización para que se incorpore al Hemiciclo el Director de Impuestos Internos, señor Javier Etcheberry.

El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se concederá esa autorización.



Acordado.



Repito lo expresado por el señor Secretario, en el sentido de que el texto contiene una disposición que debe aprobarse con quórum especial, de manera que ruego a Sus Señorías no ausentarse.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, este proyecto contempla, básicamente, un mecanismo para que las municipalidades soliciten al Jefe del Estado la entrada en vigencia del reavalúo —ya se realizó y debía regir desde el 1° de enero del año en curso— sobre todos los bienes raíces no agrícolas de las diferentes comunas del país.



Esta iniciativa se inserta en la política de descentralización, dado que por primera vez se otorga a los municipios facultades para proponer la fecha de entrada en vigencia de la retasación señalada.



Igualmente, se establece un procedimiento que permitirá, en un plazo de cinco años, poner en práctica el reavalúo ya efectuado por el Servicio de Impuestos Internos, lo que siempre requerirá de un acuerdo entre el Alcalde y el Concejo, destinado a solicitar al Presidente de la República que lo haga aplicable a través de un decreto con fuerza de ley.



Dado que los nuevos avalúos, como consta en las publicaciones efectuadas, son significativamente más altos que los existentes, ya que la última retasación se efectuó hace 17 años, la iniciativa consigna algunos mecanismos para atenuar el incremento en el monto de las contribuciones, en la siguiente forma:



Se reduce la tasa del impuesto territorial de 2 a 1,5 por ciento, rebaja que llega hasta el 1,2 por ciento en aquellas propiedades cuyo avalúo sea igual o inferior a 25 millones de pesos.



Se elimina el recargo o tasa adicional del 30 por ciento que actualmente afecta a todas las propiedades que, no siendo agrícolas, están destinadas a un uso distinto del habitacional.



Se aumenta el monto exento de contribuciones desde 4,4 millones (en cifras redondas) a 7 millones de pesos.



Además, para aquellos casos en que se produzcan alzas significativas del impuesto territorial de un contribuyente en particular, se fija un procedimiento que permite graduar ese incremento, calculado sobre la cuota base de cada propiedad, pagando un 25 por ciento en forma inmediata, al momento de aplicación de esta ley, y posteriormente hasta un 5 por ciento semestral.



Por otra parte, en el artículo 1° transitorio del texto aprobado por la Cámara de Diputados, se establecía una regla que aseguraba que cada municipio tendría que contribuir al Fondo Común Municipal, por lo menos con lo mismo que está aportando hoy. Cabe destacar que el 60 por ciento de las contribuciones de todas las comunas de Chile va al Fondo Común Municipal y sólo el 40 por ciento restante se mantiene en cada una de ellas, y la tasa de impuesto adicional de 30 por ciento va íntegramente dicho Fondo. Pues bien, la Comisión de Gobierno rechazó este precepto, por considerar que afectaba la autonomía financiera municipal.



De acuerdo a lo dispuesto en la presente iniciativa, y en la medida en que todos los municipios soliciten la aplicación del nuevo reavalúo, el monto total recaudado por concepto de contribuciones se incrementará de 128 mil millones a 149 mil millones de pesos, y el número de propiedades afectas a impuesto territorial disminuirá de 887 mil a 858 mil.



Prácticamente la mitad de las propiedades experimentará aumento en sus contribuciones, y la otra mitad tendrá disminuciones.



Por último, se posterga la entrada en vigencia del reavalúo de los bienes raíces agrícolas —debía entrar a regir el 1° de julio del presente año— hasta el 1° de julio de 1996.



Ese es, en síntesis, el contenido del proyecto.



Ahora, señor Presidente, a título personal, quiero hacer cuatro observaciones muy breves respecto de esta iniciativa.



En primer lugar, debo manifestar que el Ejecutivo está enviando demasiados proyectos con urgencia calificada de "Discusión Inmediata". No es preciso argumentar mayormente en torno de este hecho, porque lo ocurrido en los últimos días es la mejor prueba de ello. Cabe preguntar si verdaderamente requieren este tipo de discusión. Y la respuesta es que no. Simplemente, como el Gobierno no los manda a tiempo, al final se ve obligado a hacer presente la urgencia con carácter de "Discusión Inmediata". Por ejemplo, si no aprobáramos hoy la iniciativa en debate, entraría a regir la ley dictada en octubre de 1994. Pero aquélla perfectamente pudo haber estado en discusión en el Congreso con anterioridad, y haber permitido llevar a cabo un análisis más profundo.



Pienso que el proceso legislativo se está deteriorando en forma muy severa por esta calificación de urgencia de todo tipo de proyectos, y no sólo de aquellos que realmente lo requieren.



En segundo término, la iniciativa en debate otorga al Presidente de la República la facultad de fijar, mediante decretos con fuerza de ley, a requerimiento de los municipios, la entrada en vigencia de los nuevos avalúos.



Quiero recordar que el artículo 61 de la Constitución Política establece: "El Presidente de la República podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley durante un plazo no superior a un año". En consecuencia, como aquí se le entrega la facultad para proceder durante un plazo de cinco años, la discusión es si el plazo de un año rige desde el momento de la publicación de la ley o del de su entrada en vigencia. Porque la verdad es que el artículo 2° de esta normativa dispone que la entrada en vigencia de los nuevos avalúos será gradual en el tiempo.



Creo que en este caso existe un problema constitucional importante de resolver.



En tercer lugar, el proyecto significa un avance en el proceso de descentralización. Lamentablemente, al municipio se le otorga solamente la atribución de requerir o no la entrada en vigencia del nuevo avalúo, y no se le permite aplicarlo en forma parcial: lo toma o lo deja en forma íntegra.

El señor CANTUARIAS.— Se le castiga si no lo toma.

El señor PIÑERA.— Pero no puede hacerlo regir en forma parcial, por ejemplo, aplicándole un coeficiente al nuevo avalúo, inferior a uno, de forma tal que éste se acepte, pero no en su totalidad.



Sin embargo, el problema radica, en la práctica, en que si no lo toma en forma inmediata se le castiga. Esto, por diversos motivos; entre otros, porque, al obligársele a aportar los mismos recursos que antes entregaba al Fondo Común Municipal, si no hace la petición para aplicar el reavalúo, y tiene que bajar la tasa, naturalmente, ello implicará sacar recursos propios del municipio, destinados a otros usos, a fin de hacer su aporte al referido Fondo. Por tanto, creo que la inmensa mayoría de los municipios tendrá que aplicar dicho impuesto.



Por otra parte, aquí nos enfrentamos a un aspecto fundamental. Este proyecto de ley significa en la práctica que, en un plazo de cinco años, si todos los municipios hicieran regir el nuevo avalúo, se produciría un incremento de 19,2 por ciento en el monto de las contribuciones pagadas. El primer año sería de 16,4 por ciento, y el quinto, de 19,2 por ciento real. Al disminuir el número de propiedades afectas, si está aumentado en 20 por ciento real, las propiedades que quedan afectas verán incrementadas sus contribuciones más allá de dicho porcentaje. Como algunas bajan y otras suben, aritméticamente se puede concluir que muchas propiedades en Chile verán aumentadas sus contribuciones de bienes raíces en cifras muy significativas, superiores a 20 por ciento.



Deseo recordar que el 5 de octubre de 1994 se promulgó la ley N° 19.339, aprobada por el Congreso Nacional, que facultó al Presidente de la República para incrementar el mínimo exento o rebajar la tasa anual, dados los nuevos reavalúos, a objeto de que la recaudación total no sobrepase el 10 por ciento.



Ahora, es cierto que las empresas pueden descontar las contribuciones de sus impuestos y, por tanto, una parte del incremento de esta carga va a recaer, finalmente, en el Estado. Pero la ley N° 19.339 señala que el monto total que corresponda girar por concepto de contribuciones con posterioridad al reavalúo no resultará superior en más de un 10 por ciento al que había antes. Y mediante esta iniciativa, estamos introduciendo un incremento superior a 10 por ciento en el monto de las contribuciones. Porque en el referido cuerpo legal de octubre de 1994, no se habló de monto neto, sino de contribuciones.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— ¿Me permite una interrupción, señor Senador, con la venia de la Mesa?

El señor PIÑERA.— Con el acuerdo de la Mesa, por supuesto.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDIVAR (don Andrés).— Señor Presidente, quiero efectuar una precisión al Senador señor Piñera. Sé que Su Señoría me contradirá; pero esta materia ya la analizamos en la Comisión.



En un documento que solicité se hiciera llegar a todos los señores Senadores respecto al resultado general de reavalúo no agrícola, viene un esquema acerca del significado de la aplicación de la ley en estudio. Y de acuerdo a esto, efectivamente, se observa que en los bienes raíces no habitacionales se produce un rendimiento superior al 10 por ciento. Pero en relación a los avalúos de los bienes raíces habitacionales, el mayor avalúo es de un 3 por ciento.



Ahora, tocante al rendimiento en moneda corriente, según lo proyectado, el incremento es de 21 mil millones, que, aplicado al rendimiento por concepto de contribuciones de 128 mil millones, da como resultado el porcentaje indicado por el Senador señor Piñera, en el primer año.



Empero, si luego le restamos el descuento que efectúa el propietario empresario por los bienes raíces al impuesto de Primera Categoría —debe disminuirse, porque no lo paga el empresario, pues éste, en realidad, anticipa y descuenta, o sea, no tiene desembolso, por lo que no puede ser considerado impuesto—, se obtienen 11 mil millones. En consecuencia, el mayor ingreso es de 10 mil 993 millones, lo que es inferior al 10 por ciento.

El señor VALDES (Presidente).— Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, anticipé la observación del Senador señor Zaldívar. Es cierto lo que Su Señoría señala en cuanto a que, en el caso de las personas, las contribuciones constituyen un gasto que no pueden descontar de nada; en el caso de las empresas, sí lo descuentan de impuesto.



Pero lo importante es que la ley a la que hago referencia, la N° 19.339, no se refiere a las deducciones que pueden efectuarse de otros impuestos, sino textualmente señala que "la proyección anual del monto total" de las contribuciones giradas no podrá subir en más de 10 por ciento. Y en la iniciativa que analizamos, las contribuciones giradas, sin perjuicio de que una parte de ellas pueden ser deducidas de impuesto, aumentan más que 10 por ciento.



Entonces, es cierto lo indicado por él Honorable señor Zaldívar: para el caso de los bienes raíces habitacionales el incremento es el que Su Señoría señaló.



Pero, también, quiero decir respecto a esta misma materia, aludiendo a algunas comunas, que, por ejemplo, en Maipú aumenta 17 por ciento; en Pudahuel, 47 por ciento; en Conchalí, 34 por ciento; en La Florida, 24 por ciento. Entonces, desde el punto de vista habitacional, existen muchas comunas en donde el incremento de las contribuciones en promedio supera el 20 por ciento. Y si hay más propiedades no afectas, esto significa que las que van a pagar lo harán en mayor cantidad.



Por eso, estando de acuerdo técnicamente con lo indicado por el Senador señor Zaldívar, cuando se aprobó el artículo 4° de la ley anterior, entendimos que las contribuciones giradas no crecerían más de 10 por ciento. Todos sabíamos que parte de ellas podían ser deducidas de impuestos. Lo comprendimos entonces, y también ahora.



Y, por lo tanto, pienso que el incremento total de hasta un 20 por ciento a que puede llegarse con la ley en proyecto excede con largueza lo aprobado por el Congreso en octubre de 1994. De manera que, en mi concepto, el Presidente de la República debiera usar las facultades que el Congreso le dio para lograr, a través de tasas menores aún que las que se plantean —1,5 y 1,2 por ciento— que las contribuciones giradas no crezcan más que 10 por ciento, cosa que, si se aprueba el proyecto tal como viene, no va a ocurrir, pues el crecimiento será mayor.



Y, por otra parte, quiero plantear dos puntos adicionales.



El primero tiene que ver con el Fondo Común Municipal. No puede ser que el grueso de las contribuciones vayan a dicho Fondo; y gradualmente debiéramos lograr que esos dineros queden en los municipios y de que el Estado, con recursos generales, aporte a ese fondo, como una tarea de apoyo a los municipios más pobres.



Debemos recordar que las contribuciones no son un impuesto patrimonial y que su origen fue devolver a las municipalidades el gasto que le significa una propiedad. Con el sistema de aumentar gradualmente la parte exenta, nos acercamos a que esa contribución se transforme en un impuesto a la propiedad.



Para terminar, solicito al señor Director del Servicio de Impuestos Internos que se dé cumplimiento al artículo 4° de la ley N° 19.339, el cual faculta al Presidente de la República para que el monto total de las contribuciones, aplicado el incremento, no exceda de 10 por ciento. Debemos tener en cuenta que este aumento se agrega a todos los impuestos discutidos en virtud de la Ley de Rentas Municipales y que uno de los objetivos de los acuerdos logrados —a los cuales concurrió el Senador señor Andrés Zaldívar—, era precisamente la estabilidad tributaria.



Sin perjuicio de que esta iniciativa mejora en mucho la situación vigente, lo haría aún más si no llevara aparejado un incremento de 10 por ciento mayor que el acordado en la ley vigente.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Carmen Frei.

La señora  FREI (doña Carmen).— Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno estudiamos solamente los artículos 1° y 2° permanentes, y 1° transitorio.



Hago presente que el artículo 2° requiere quórum especial para su aprobación.



Asimismo, la urgencia de la iniciativa fue calificada de "Discusión Inmediata"; y, según lo conversado con algunos señores Senadores, tendremos problemas para aprobarlo en esta oportunidad a causa del quórum. Señor Presidente, dado lo anterior, deseo saber qué procedimiento seguiremos, porque, de no aprobarse, habrá que ir a Comisión Mixta y citar para mañana al Senado para ver el proyecto. No encuentro otra solución.

El señor VALDES (Presidente).— Señora Senadora, todo tiene solución.

El señor DÍAZ.— Mañana tampoco tendríamos quórum, porque ya se fueron algunos Honorables colegas.

El señor PIÑERA.— No hay quórum para aprobar el proyecto.

La señora  FREI (doña Carmen).— Para comenzar, señor Presidente, ésta es una iniciativa...

El señor VALDES (Presidente).— Responderé de inmediato su consulta. Si no hay quórum, se produciría lo que ha mencionado Su Señoría, y el proyecto iría a Comisión Mixta. Pero la Cámara de Diputados, al igual que el Senado, terminan sus sesiones hoy día, lo que se acordó con anticipación, siendo comunicado oportunamente al Ejecutivo, hace más de un mes.



Estamos frente a la siguiente alternativa en el caso de que el proyecto no tenga quórum para aprobarse: se rechaza, o el Ejecutivo retira la urgencia, quedando para marzo.



Tal vez el señor Director del Servicio de Impuestos Internos pueda informar a la Sala qué ocurrirá si esta iniciativa se rechaza, teniendo en cuenta que hay una legislación vigente.



Tiene la palabra el señor Director.

El señor ETCHEBERRY (Director del Servicio de Impuestos Internos).— Señor Presidente, como informó el Senador señor Piñera, los nuevos avalúos ya fueron publicados en el Diario Oficial del 28 de diciembre pasado; y que, por lo tanto, están vigentes. Eso significa que, a partir de abril de este año, deberían cobrarse las contribuciones de acuerdo con estos nuevos valores. Por esa razón el Ejecutivo envió el proyecto con la urgencia de "Discusión Inmediata". En caso de rechazarse o de no aprobarse ahora, empezaría a regir la ley vigente.

El señor ERRAZURIZ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.— Deseo consultar al señor Director de Impuestos Internos si es efectivo lo sostenido por el Senador señor Piñera, en cuanto a que el proyecto contempla indirectamente un mayor impuesto territorial que el dispuesto en la ley que empezará a regir en abril próximo.



De las palabras del Honorable colega me pareció entender que, con la aplicación de esta iniciativa, las contribuciones subirían más que lo acordado en la citada ley.



Como se trata de una cuestión muy técnica, me gustaría que el Senador señor Piñera o el señor Director ilustraran sobre el particular.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, seré muy breve.



Las contribuciones que según el proyecto: se cobran, se giran —como fue el acuerdo tributario de octubre de 1994—, efectivamente se incrementan en más de 10 por ciento. Pero el proyecto, al diferenciar la tasa entre las personas que no deducen y las empresas que sí lo hacen, genera una mayor deducción con cargo al Impuesto a la Renta. Esta mayor deducción significa —compatibilizando mi opinión con lo señalado por el Senador señor Andrés Zaldívar— que la recaudación neta —es decir, lo que se paga menos lo que se deduce— no se incrementa en 19 por ciento, como he dicho, sino en una cifra menor. Sin embargo, el acuerdo de octubre de 1994 disponía que las contribuciones giradas —o sea, brutas— no pueden crecer en más de 10 por ciento; en cambio, aquí aumentan más que ese porcentaje.



Por consiguiente, si el Gobierno, además de incrementarlas en 10 por ciento, quiere disminuir la tasa de las personas en relación con las empresas y generar una mayor deducción, significa que la recaudación neta crecería menos de 10 por ciento, que es el compromiso.



De acuerdo con el texto de la ley, aquí juegan dos variables. Una, la recaudación bruta. No es lo mismo recaudar contribuciones de las personas que de las empresas. Por ejemplo, si la tasa a las personas fuera cero y se subiera la tasa a las empresas todo lo suficiente para compensar, la recaudación se mantendría; y, sin embargo, el costo sería cero, porque las empresas descuentan todo el impuesto.



La otra es que, según el artículo 4° de la ley 19.339, el monto total de las contribuciones giradas, brutas, no podrán crecer más de 10 por ciento; en cambio, en esta iniciativa las estamos aumentando al doble.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el señor Director del Servicio de Impuestos Internos.

El señor ETCHEBERRY (Director del Servicio de Impuestos Internos).— Señor Presidente, efectivamente la ley vigente autoriza al Presidente de la República para aumentar el valor de las contribuciones basta 10 por ciento, bajando la tasa y subiendo el monto exento.



Para poder comparar dicha ley con el proyecto en debate, hay que saber si los municipios aplicarán de inmediato el reavalúo o no lo harán, porque de acuerdo a la ley muchos podrían decidir no realizarlo por los próximos cinco años. Entonces, ahí surge un primer factor que dificulta la comparación.



Asimismo, el proyecto permite diferenciar la tasa de las empresas y las habitacionales para viviendas inferiores a 25 millones de pesos. Ello significa que si bien la recaudación de los municipios aumentaría no en 10 por ciento, sino en 16,4 por ciento, mediante la ley vigente los dueños de habitaciones aumentarían su pago en 11,7 por ciento. En cambio, de aprobarse el proyecto en discusión, bajarían a 3,1 por ciento el primer año —si en todos los municipos se aplica el reavalúo— y al cabo de quinto, a 10 por ciento. Por lo tanto, a los propietarios de habitaciones que no pueden descontar el pago de contribuciones les conviene más la iniciativa que nos ocupa que la ley vigente.



En el fondo, con el proyecto, el Fisco aumentaría su contribución, mediante un mayor descuento de impuestos, de 4 mil millones —como establece la normativa actual— a 11 mil millones de pesos. Además, según la legislación actual, las personas exentas van a pagar el primer semestre, después del reavalúo, 2 mil 500 pesos. Después pagarán 25 mil pesos, lo que seguirá subiendo a tasas de 25 por ciento semestral, de modo que en tres años los dueños de habitación pagarán el valor definitivo. En cambio, con la iniciativa solamente subirá en razón de 5 por ciento semestral.

El señor ERRAZURIZ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— La tiene, Su Señoría.

El señor ERRAZURIZ.— Señor Presidente, me parece que en esta discusión ha quedado claro algo que ya se precisó hoy en la mañana en la Comisión de Hacienda: el proyecto sobrepasa el límite de 10 por ciento que la ley vigente autoriza al Ejecutivo para aumentar las contribuciones. En efecto, las incrementa en 19 por ciento. La normativa en vigor no establece en ninguna parte cuál es la recaudación en favor de los municipios o del Fisco, los descuentos o la manera de imputar las contribuciones; sólo dispone que éstas no pueden crecer en más de 10 por ciento. Y la iniciativa las aumenta casi en el doble. Por lo tanto, es claramente contraria a la legislación vigente y no se atiene a ella.



Además, señor Presidente, discrimina en contra de las personas, porque el aumento afecta notablemente a las personas naturales, quienes no podrán descontarlo. Para ellas, resulta muy superior, incluso, al 19 por ciento, pues este porcentaje representa el promedio entre las tasas que bajan y aquellas que suben. Puede que a un contribuyente se le fije un 50 por ciento y que a otros, más modestos, les disminuya.



Me parece que ésta es una discriminación que no corresponde y que el proyecto va más allá de lo que permite la ley actual. Esta autorizó al Presidente de la República para legislar, siempre y cuando no aumentara las contribuciones en más de 10 por ciento, porcentaje que se viene más que duplicando. El resto son fórmulas de presentación que no se atienen a lo que dispone la legislación vigente.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Urenda.

El señor URENDA.— Señor Presidente, en primer lugar, me gustaría que se precisara si realmente vamos a discutir o no el fondo de la iniciativa, o si vamos a ver si procede o no dejar sin efecto la urgencia. Porque si optamos por lo primero, resulta indispensable hacer algunas precisiones, debido a que existe gran confusión entre la ley vigente, la N° 19.339, dictada en octubre del año recién pasado, y las normas del proyecto.



Actualmente, las contribuciones se están aplicando con una tasa de 2 ó 2,3 por ciento, más un recargo de 30 por ciento, situación que variaría con la aprobación de las normas de la iniciativa. En definitiva, lo que estamos discutiendo —y, aparentemente, corresponde al propósito del Gobierno— es si se faculta o no a los municipios para que resuelvan por sí mismos la entrada en vigencia de la nueva ley.
El señor VALDES (Presidente).— Excúseme, señor Senador, pero deseo informar a la Sala que me estoy comunicando con el señor Ministro de Hacienda para hacerle presente la situación en que nos encontramos y ver si es posible suspender la discusión del proyecto hasta marzo.


Puede continuar Su Señoría.
El señor URENDA.— De acuerdo con lo que nos ha sido informado, el verdadero problema consiste en otorgar o no facultades a las municipalidades para postergar, si lo desean, la aplicación de la nueva ley. Esa es la cuestión principal, sin perjuicio de otros aspectos de orden secundario.


Sobre el particular, quiero hacer algunas precisiones. El actual avalúo de los bienes raíces rige desde hace 17 años. Se supone que el nuevo tiende más que a aumentar el rendimiento fiscal, fundamentalmente al propósito de que él se adecue a la realidad chilena de hoy. En los últimos 17 años, numerosas propiedades se han devaluado fuertemente en términos reales. Muchas otras, en cambio, se han valorizado, sin considerar los aumentos que pudieren producirse derivados de nuevas construcciones.


En consecuencia, el postergar porque sí la vigencia de la nueva ley, si bien a lo mejor tiene una leve influencia tributaria, envuelve una injusticia para todos los propietarios de bienes raíces que han perdido valor.


Quiero insistir en el concepto fundamental. No olvidemos que prorrogamos la entrada en vigencia de estos reavalúos en varías oportunidades. Y ahora, también con premura inmensa, nos abocamos a algo que envuelve más confusión, porque se trata de una postergación no definida ni tampoco cuantificable, ya que no resulta posible anticipar cuáles municipios van a diferir su determinación y cuáles no.


Son diversos los problemas que se originan en la aplicación de la iniciativa, algunos de los cuales se deducen de las propias expresiones del señor Director de Impuestos Internos. Porque nos encontramos aquí con que estas contribuciones de bienes raíces no interesan sólo al municipio respectivo. Constituyendo ellas un factor elemental del Fondo Común Municipal, la decisión que un municipio adopte le interesa a él mismo, a la comuna respectiva, pero, de alguna manera, a todas las demás, con lo cual se introduce una complicación. Soy muy partidario de la regionalización y descentralización. Ojalá lleguemos a fórmulas conforme a las cuales cada municipio pueda resolver muchos problemas que hoy corresponden al poder central. Pero, en este caso, las decisiones afectarán a otras comunas. Y puede ocurrir que la situación sea distinta para las comunas que han florecido y se han desarrollado que para aquellas que se encuentran estancadas; es decir, se trata de una redistribución de recursos poco feliz o perniciosa.



Hay, además, otro factor. Se han señalado algunos. ¿Qué criterio se va a seguir para que las tasas no excedan de 10 por ciento, si cada semestre o cada año van a cambiar las circunstancias? Estos criterios van a tener que ser adaptados según las decisiones de los municipios.



En seguida, quiero referirme a la forma en que el proyecto viene aprobado por la Cámara de Diputados. Hay una norma de compromiso de un aporte mínimo derivado del supuesto de que entran en vigencia los nuevos reavalúos; pero ese aporte mínimo puede verse, de alguna manera, afectado o modificado por las alteraciones que los bienes raíces experimentan año tras año. Porque, no solamente se modifican los impuestos por aumento de las tasas, sino que, obviamente, el proceso de construcción de viviendas va produciendo un cambio importante en las contribuciones de bienes raíces.



En consecuencia, estimo que el proyecto tiene muchos más inconvenientes que ventajas. So pretexto de dar una autonomía a los municipios —que resulta bastante relativa—, se puede crear una situación de injusticia para las comunas pobres que no estamos en condiciones de determinar, dada la urgencia con que se ha calificado el proyecto. Y se puede producir —lo ha señalado el propio señor Director del Servicio de Impuestos Internos— una tremenda complicación para la aplicación práctica de las normas de la ley que aprobamos en octubre del año pasado. ¿Cómo vamos a aplicar el tope de 10 por ciento si la situación se está alterando constantemente? Según esto, ¿vamos a aumentar o a disminuir las contribuciones en un momento dado? Si se fijan en cierto año, ¿es posible que el siguiente se incrementen, por la mayor o menor influencia de otros municipios que intervengan?



En verdad quiero saber de labios del señor Director de Impuestos Internos cuáles son las ventajas prácticas de estas medidas, las que, aunque aparentemente corresponden a un deseo de beneficiar la autonomía de los municipios, podrían crear un factor de confusión muy difícil incluso para el propio Servicio de su dirección, aparte mantener situaciones de injusticias derivadas de avalúos muy añejos que distan absolutamente de la realidad.



Por eso, señor Presidente, me gustaría conocer directamente del señor Director, representante del Gobierno, por qué se nos envía este proyecto y cuáles son sus ventajas en la práctica, porque yo, hasta el momento, sólo le veo inconvenientes.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el señor Director.

El señor ETCHEBERRY (Director del Servicio de Impuestos Internos).— Señor Presidente, el proyecto, como dije, permite diferenciar entre las empresas y las casas avaluadas en 25 millones de pesos o menos.



Y en cuanto al Fondo Común Municipal, como producto del reavalúo, pasará de 87 mil millones a 84 mil millones de pesos, debido a que el 30 por ciento que en la actualidad es de destino fiscal, será devuelto por el Fisco al Fondo Común Municipal. Es decir, con la entrada en vigencia del reavalúo ahora en abril, desaparecerá ese 30 por ciento. En resumen, ese mes, con la aplicación de los reavalúos, disminuirá en tres mil millones de pesos. Y después, en caso de aprobarse el proyecto propuesto por el Ejecutivo, y si todos los municipios los llevan a la práctica, habrá un crecimiento de dicho Fondo del orden de los tres mil millones de pesos. Pero como no hay seguridad de que los municipios vayan a hacer o no el reavalúo, se establece una norma de protección —el artículo 1° transitorio— según la cual los municipios son libres de hacerlo o no, pero si no lo hicieren, deberán aportar al Fondo Común Municipal recursos equivalentes a los que hubiere producido la aplicación del reavalúo.



Sin embargo, ésta es una cantidad fija, basada en las cifras del año 1995; pero, tal como decía el Honorable señor Urenda, en la medida en que vaya aumentando el número de viviendas en una comuna, sus ingresos también lo harán, tanto en lo correspondiente al 40 por ciento de los ingresos por contribuciones, como en el 60 por ciento que aporta al Fondo Común Municipal. Pero la cifra a que está obligado el municipio si no efectúa el reavalúo se mantiene constante. Por lo tanto, todo lo que sea crecimiento del número de viviendas, beneficia a los municipios que no opten por reavaluar, porque dispondrán de más dinero para aportar al Fondo Común Municipal.



Gracias, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, soy un convencido de que nos encontramos ante serias dificultades para aprobar hoy día el proyecto en debate, y sería de toda conveniencia encontrar una fórmula que permita postergar su discusión hasta marzo.



Debo advertir, además, que la concesión de facultades especiales que por un período de cinco años otorga la iniciativa al Presidente de la República en su artículo 2°, contraría específicamente la Carta Fundamental, según lo informado unánimemente por la Comisión de Constitución del Senado.



Hay un informe —me lo acaba de hacer llegar la Honorable señora Feliú, con su acuciosidad acostumbrada— suscrito por los Honorables señores Vodanovic, Diez, Fernández, Letelier y Pacheco, de octubre de 1991, que expresamente señala que no es posible, de acuerdo con la Constitución Política, conceder facultades al Presidente de la República por un plazo de cinco años, como ahora se propone. Hay precedentes al respecto, de modo que sería muy difícil que esta Corporación las aprobara, con la urgencia que el proyecto se presenta en estos momentos.



Comprendo las dificultades económicas involucradas, incluso la cuestión de conveniencia, que es muy importante, pero no creo que podamos despachar ahora el proyecto, porque —yo, por lo menos— le veo ese reparo, que no sólo será advertido por mí, sino que, seguramente, por otros señores Senadores. Y repito que hay al respecto un informe aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, respecto del proyecto de ley en discusión tengo preparada una exposición referente a su norma y contenido. Sin embargo, el ambiente que percibo en el Senado no permite una decisión informada y un debate de ideas que necesariamente deben existir en torno de una iniciativa cuyas disposiciones aspiramos a poner en práctica en nuestro país.



Por lo tanto, solicito no tratar en esta ocasión el proyecto.

El señor VALDES (Presidente).— La Mesa acaba de ser informada de que se ha procedido al retiro de la calificación de "Discusión Inmediata" y de que la iniciativa será enviada nuevamente en marzo.

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, agradezco al señor Ministro de Hacienda que haya recogido nuestra petición y, por lo tanto, solicito a los señores Senadores no continuar la discusión del tema. Todos entendemos las razones expresadas y, en consecuencia, insisto en dejarlo pendiente y dar curso a la hora de Incidentes en forma habitual.

El señor SIEBERT.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDES (Presidente).— Puede usar de ella Su Señoría.

El señor SIEBERT.— Señor Presidente, el artículo 8° del proyecto, al margen de los problemas del reavalúo de los bienes no agrícolas, se refiere a la postergación de la aplicación del reavalúo agrícola por el plazo de un año. Pero, en atención a la crisis de rentabilidad que vive la agricultura, solicito oficiar al señor Ministro de Hacienda para postergar esa aplicación hasta el término del período legislativo, en 1998, porque la agricultura necesita una señal de estabilidad, la que, espero, se estudiará con buena voluntad, junto con todas las medidas que se están considerando para sacar adelante la agricultura chilena.

El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se enviaría el oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor ROMERO.— Y también en mi nombre.

El señor ERRAZURIZ.— Y en el mío también, señor Presidente, haciendo esto extensivo a los pueblos y ciudades de áreas rurales, porque se trata de reavalúo de bienes raíces no agrícolas.



—Se acuerda enviar el oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento, petición a la que adhieren los Honorables señores Romero y Errázuríz.

El señor VALDES (Presidente).— Por lo tanto, queda suspendida la discusión del proyecto, porque, al ser retirada la calificación de "Discusión Inmediata", ha perdido su carácter de urgente, por lo cual agradecemos al señor Director de Impuestos Internos.



Entraríamos, entonces, a la hora de Incidentes.

)---------------(

El señor HORMAZABAL.— Señor Presidente, previamente se podría confirmar que el 2 de marzo estamos convocados para recibir al señor Presidente de Brasil.

El señor VALDES (Presidente).— Así es, señor Senador.

El señor HORMAZABAL.— Y la sesión ordinaria se celebraría en la tarde.

El señor VALDES (Presidente).— En efecto, se realizará en la tarde.



En todo caso, el jueves 2 de marzo, a las 12, se recibirá al señor Presidente en sesión de Congreso Pleno. Después los señores Senadores y Diputados están invitados a un almuerzo que se ofrecerá al Mandatario de esa nación en el recinto del Club Naval. Se trata de una distinguida personalidad, que fue Senador, por lo que, por razones obvias, debe ser recibida con la dignidad que corresponde.

El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, hay un error que quiero que se rectifique después en las actas del Senado.



Sólo quiero preguntar si en la tarde del jueves 2 de marzo habrá sesión.
El señor VALDES (Presidente).— A las cuatro de la tarde, señor Senador.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Muchas gracias.
DECLARACION DEL SENADO REFERENTE A LAUDO ARBITRAL

SOBRE LAGUNA DEL DESIERTO. INCLUSION EN ACTA
El señor NUÑEZ.— Señor Presidente, deseo referirme a una materia distinta a la que seguramente va a plantear el Honorable señor Díaz.


Al término de la sesión secreta que celebró el Senado, con asistencia de los señores Ministros de Relaciones Exteriores y del Interior, para discutir el asunto de Laguna del Desierto, se acordó hacer una declaración, la que fue encomendada al Presidente subrogante en ese instante.


Pues bien, se redactó un texto, previa consulta a todos los Comités, porque una materia de tanta importancia y trascendencia, en mi opinión, debía contar con el respaldo, acuerdo y aprobación de ellos, lo que se ha logrado en el día de hoy. En consecuencia, solicito que se incorpore dicha declaración en el Acta de la sesión secreta.
El señor VALDES (Presidente).— Si le parece a la Sala, se incorporará al Acta de esa sesión.


Acordado.
El señor HORVATH.— Además, se hará pública.
El señor NUÑEZ.— La declaración será pública, pero también quedará en el Acta de la sesión secreta.
El señor VALDES (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.

El señor DIAZ.— Señor Presidente, hace algunos días, estuve con el señor Embajador de Polonia —insigne médico psiquiatra y andinista—, quien me ha expresado que el 24 de febrero llegaría al país el Presidente de esa nación. Al parecer, esta noticia también ha sido confirmada por los diarios.
El señor VALDES (Presidente).— El día martes próximo arribará a Chile el Primer Ministro de Canadá. Pero se le comunicó que el Congreso estaba en receso, de manera que no habrá un recibimiento especial, no obstante lo interesante de la visita.


El siguiente invitado oficial es el Presidente de Brasil. Según me ha comunicado el Ministerio de Relaciones, en febrero no visitará oficialmente el país ningún Presidente.
El señor DIAZ.— Perfecto. Al parecer, era una información que no corresponde, pero así la había entendido yo.


Gracias, señor Presidente.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor VALDES (Presidente).— Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



—Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora Frei: 

INFORMACION SOBRE JUNTAS DE VECINOSY ORGANIZACIONES COMUNITARIAS

DE SEGUNDA REGIÓN



"Al señor Ministro del Interior, solicitándole indicar el número —con individualizaciones por nombre y comuna— de juntas de vecinos y organizaciones comunitarias con personalidad jurídica activas existentes en la Segunda Región, junto con el máximo de informaciones sobre ellas.".

CONFIGURACION DE LEGISLACION PENAL DE MENORES


"A la señora Ministra de Justicia, con el objeto de que se sirva informar de la existencia de estudios en su Cartera sobre configuración de un Derecho Penal de Menores, por cuanto es necesario establecer una legislación orgánica que permita distinguir los rasgos característicos del delinquir de menores, y estudiar las reales posibilidades de reintegración social de ellos.". 

PROGRAMA DE MUROS DE CONTENCIÓN Y ESCALERAS DE ACCESO EN SEGUNDA REGIÓN



"Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, solicitándole se sirva informar sobre la aplicación del Programa de Muros de Contención y Escaleras de Acceso en la Segunda Región, por cuanto las ciudades de Antofagasta, Tocopilla y Taltal están emplazadas en terrenos en declive y gran cantidad de poblaciones modestas están ubicadas en las laderas de los cerros.". 

EXPROPIACION DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIO DE POBLACIONES

EN CIUDAD DE CALAMA (SEGUNDA REGIO)


"A los señores Ministros de Bienes Nacionales, de Vivienda y Urbanismo y del Interior, con el objeto de que analicen, dentro de sus respectivas carteras o en conjunto, la posibilidad de expropiar los terrenos desocupados y ubicados en el centro de la ciudad de Calama, denominados "Finca San Juan", a fin de destinarlos a la construcción de viviendas.".

)---------------(



Del señor Lagos:

SITUACION DE PENSIONES DE OFICIALES Y SUBOFICIALES EN RETIRO 

DE LA DEFENSA NACIONAL



"A Su Excelencia el Presidente de la República y al señor Ministro de Defensa Nacional, a fin de que envíen al Congreso Nacional un proyecto que dé solución al detrimento que han sufrido las pensiones de los Oficiales y Suboficiales de la Defensa Nacional en retiro.".

)---------------(


Del señor Siebert:

PERMISO DE CIRCULACIÓN Y REVISIONES TÉCNICAS DE TRACTORES 

Y OTRAS MAQUINARIAS AGRÍCOLAS EN DECIMA REGIÓN


"Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, haciéndole presente que en la Décima Región, con motivo de la necesidad de renovar año a año las patentes y revisiones técnicas de la maquinaria agrícola, éstas deben desplazarse por la vía pública, causando problemas en el tránsito vehicular, por lo que le sugiere, para mejor resolver, consultar a los sectores público y privado de las regiones, quienes, con la experiencia que han acumulado, podrán proponer medidas prácticas sobre la materia.".

MANTENCIÓN Y MEJORAMIENTO DE TERMINAL FERROVIARIO DE PUERTO MONTT



"Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole que se sirva proporcionar todos los antecedentes que obran en poder de esa Secretaría de Estado y de la Empresa de Ferrocarriles del Estado respecto a la mantención del actual terminal ferroviario en el lugar que se encuentra desde siempre o la supresión del último tramo, estableciendo la estación de término en La Paloma.".

)--------------(

El señor VALDES (Presidente).— En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Institucionales, que no hará uso de su tiempo.



Al parecer el Comité Mixto,...

El señor CANTUARIAS.— Un momento, señor Presidente. Estoy esperando que me lleguen unos documentos. No tengo ningún inconveniente en que intervenga antes el Honorable señor Díaz.

El señor VALDES (Presidente).— Al parecer, ningún señor Senador usará de la palabra antes del turno del Comité Demócrata Cristiano. Tiene la palabra, entonces, el Honorable señor Díaz.

DECLARACIONES DEL SEÑOR FRANCISCO JAVIER CUADRA
El señor DIAZ.— Señor Presidente, quiero referirme a .un tema de gran actualidad: la denuncia formulada por el ciudadano don Francisco Javier Cuadra, quien, con gran publicidad, ha acusado la presencia de drogadictos en el Congreso Nacional.



La repercusión, tanto en la opinión pública nacional como en el extranjero, ha afectado dolorosamente nuestro prestigio como institución de la República: Congreso Nacional, Poder Legislativo.



La repercusión ha sido grande. Hay artículos, comentarios, entrevistas y noticieros que se refieren profusamente a esta denuncia.



Tan sólo horas después de haberse producido esta denuncia —a mi juicio, irresponsable—, apareció en el diario "La Tercera" del 17 de enero un artículo firmado por Tito Justo Livio. Por lo menos al Senador que habla, lo ha afectado profundamente esa publicación. Entre otras cosas, dice así:


"Hoy, aunque no les guste, están en tela de juicio. Mientras no me demuestren lo contrario, tengo serias sospechas de que todos ustedes pertenecen a la "lista de Cuadra", ésa en que el ex ministro del régimen anterior contiene los nombres de los parlamentarios que son consumidores de drogas; especialmente cocaína.".


A continuación, el articulista nos da una lección ejemplarizando lo que él hubiera hecho si tuviera la calidad de Parlamentario: someterse al test antidrogas y exhibir públicamente dicho certificado.


Entre paréntesis, señor Presidente, tengo aquí el informe del doctor Pemjean acerca del tiempo que demora en detectarse cada una de estas drogas, tanto en el suero como en la orina. Y también un informe de consumo elaborado por el doctor Hugo Santiago Sotomayor.


Para conocimiento de los señores Senadores, quiero expresarles que las benzodiacepinas en el suero demoran entre uno y tres días en ser detectadas —después, ello no es posible—; la cocaína en la orina, dos a cuatro días; la marihuana, hasta 14 días, y las anfetaminas, en la orina, entre 2 y 4 días, dependiendo del metabolismo individual. Obviamente, estos exámenes deben hacerse en forma sorpresiva, porque si hay aviso previo, la persona entra en abstinencia por tres o cuatro días, con lo cual la prueba no arroja resultado positivo.


En síntesis, el articulista nos enjuicia y, además, nos da una lección ética.


Los Senadores, sin embargo, no necesitamos de "tests de la blancura", o antidrogas, para demostrar lo que somos. No somos títeres, como para que puedan manejarnos con los hilos de la publicidad en el tinglado de la demagogia. No guía nuestros pasos el llamado de un exhibicionismo fácil, sino el dictado de nuestras conciencias, así como el respeto por nuestros representados y el que a nosotros mismos nos debemos, como personas que son tratadas de "Honorables". Los que estamos en esta Sala hemos dado durante muchos años "pruebas de blancura" ante nuestros partidos, si somos militantes; en las funciones públicas, si las hemos ejercido, y ante la opinión pública, severo juez de nuestra conducta, como representantes populares. No somos, por lo tanto, productos de tubo de ensayo ni, menos, de resultados de laboratorio.



Nos dice el firmante del referido artículo que hemos sido tibios en nuestra respuesta y que no nos importa ser Parlamentarios que estamos bajo la sospecha de ser drogadictos. No es así, por supuesto. Tan pronto conocida la irresponsable denuncia del señor Francisco Javier Cuadra, al menos los Senadores democratacristianos decidimos darle un plazo perentorio para que hiciera llegar los nombres que decía tener a las autoridades competentes. El Vicepresidente del Senado, Honorable señor Núñez, que presidía la Corporación en ese momento, recibió el apoyo de todos los Comités a fin de fijar plazo hasta el jueves 19 de enero, a las 12, para la entrega de la "lista de Cuadra". Y una vez que el titular de esta Alta Cámara reasumió sus funciones en el día de i hoy, ratificó tal decisión hace un par de horas.



Pues bien, se cumplió el plazo y el denunciante no ha aparecido donde correspondía, pero se ha exhibido profusamente en las primeras páginas de los diarios y en todos los canales de televisión; tampoco envió la lista escandalosamente anunciada. Cabe, pues, al Senado iniciar los trámites pertinentes y actuar en consecuencia.



He hecho referencia a este artículo por ser muestra elocuente de la repercusión que ha tenido esa denuncia, tan vaga como malintencionada, que ha traspasado las fronteras del país, con grave daño para una institución como el Congreso Nacional, fundamento de toda democracia.



Dos días más tarde, aparece uno nuevo, en el cual el mismo articulista hace un encomiástico elogio a dos señores Diputados: la señora María Antonieta Saa y el señor Guido Girardi, por la noble acción de denunciar con nombres y todo tipo de detalles a funcionarios del Poder Judicial.



¡Qué enorme diferencia entre la conducta irresponsable del señor Cuadra y la de estos dos señores Parlamentarios que hicieron las cosas como corresponde!



A nuestro juicio, el señor Cuadra ha cumplido bastante bien su misión de enlodar la casi bicentenaria trayectoria de este Parlamento, de sembrar en terreno abonado por campañas antiparlamentarias sistemáticas y de erosionar nuestra conquistada honorabilidad. Al señor Cuadra lo conocemos, por lo menos algunos: tiene una trayectoria que en nada se acerca a la democracia. En tiempos del Gobierno militar, fue vocero institucional, oportunidad en que se las dio —disculpen la expresión— de exégeta del señor Cardenal Arzobispo de Santiago, al tratar de interpretar declaraciones que hizo. Por supuesto, lo ha hecho mal como exégeta, y aún peor como Catón, que pretende ser, en nuestro régimen republicano.



Cuando se inflige un daño de esta entidad, es muy difícil de paliar. A este respecto, recuerdo con mucho interés la historia de dos amigos que se pelearon por razones desconocidas. Uno de ellos inició de inmediato una campaña de difamación contra su ex amigo, quien la soportó resignadamente, incluidas todas las calumnias. Con el correr de los años, el difamador arrepentido se acercó a su antiguo amigo y le pidió perdón. El ofendido lo perdonó, pero le impuso una penitencia: desplumar una veintena de gallinas que había cerca, lanzar las plumas al fuerte viento y recogerlas todas.



En mi cuento, el desplumador tiene un nombre: Francisco Javier Cuadra, y algunos de sus ayudantes son periodistas.



Espero que terminen los desplumadores y no tiren las plumas al viento.



Señor Presidente, con nombre y apellidos, yo, Nicolás Díaz Sánchez, Senador por la Sexta Región, denuncio públicamente a don Francisco Javier Cuadra por injuriador, calumniador y difamador. Y me baso en los siguientes antecedentes: injuriar es ofender gravemente a una persona en circunstancias de que ella no puede tener defensa alguna. Difamar es cuando la injuria se profiere o la acción se ejecuta en ausencia del ofendido y ante varias personas, reunidas o separadas, afectando el honor objetivo de aquél. Además, es mentiroso, porque dijo que iba a hacer ciertas cosas que en el curso de las horas no se han cumplido.



Responsablemente, ante este Honorable Senado, enjuicio al señor Francisco Javier Cuadra como mentiroso, injuriador y difamador de esta noble Institución, casi tricentenaria, que es el Congreso Nacional.



He dicho.

El señor VALDES (Presidente).— Aún resta tiempo al Comité Demócrata Cristiano.



No lo utilizará.



Con esto llegamos al final de esta sesión y de un período de trabajo. Sólo me resta desear a Sus Señorías un buen descanso y tranquilidad, en unión de sus familias, para reencontrarnos el próximo 2 de marzo, si Dios quiere.



Se levanta la sesión.



—Se levantó a las 19:23.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
